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1. Presentación 
 

Consuelo Ordóñez Fenollar 
Irene Muñoz Escandell 

 

“Reconocer a la experiencia de la injusticia como 
el punto de partida de la justicia”. A partir de esta premisa señala 

el filósofo Reyes Mate que ha de plantearse una justicia con memoria para, 

precisamente, desde la instauración de una cultura de la memoria permitir “a 

las generaciones presentes construir un futuro en el que el pasado no se 

repita”1. El valor del enjuiciamiento de los perpetradores de violaciones graves 

y sistemáticas de derechos humanos tiene una dimensión que va más allá de la 

condena que efectivamente les corresponda por los hechos cometidos y tiene 

que ver también con el reconocimiento colectivo de la víctima y de los valores 

que sustentan a una sociedad. Sin investigación judicial no es posible 

garantizar la reparación efectiva de la víctima y, en su lugar, proliferará 

irremisiblemente la impunidad. Los derechos a la verdad, justicia y 

reparación, siendo independientes, están íntimamente interrelacionados y 

constituyen elementos esenciales para superar el pasado y comenzar a 

construir una memoria colectiva que, desde la responsabilidad ética y política,  

sea impulsada por los poderes públicos, promoviendo la participación y 

derechos de las víctimas y evitando interpretaciones u omisiones interesadas 

que quiebren los mínimos principios democráticos que han de sustentar todo 

análisis de lo ocurrido. 

En el ámbito de las Naciones Unidas, el derecho a conocer la verdad 

acerca de las violaciones manifiestas de los derechos humanos y las 

infracciones graves de las normas de derechos humanos emerge como un 

derecho autónomo e inalienable, vinculado a la obligación y el deber del Estado 

 
1 Mate, R. (2006). “Justicia y memoria. Aproximaciones” en Gómez Isa, F. El derecho a la memoria, Bilbao, ed. 
Alberdania, p. 251. Asimismo, citado por Gómez Isa, F. en esta misma obra, p. 23, Mate, R. (2003). Memoria de 
Auschwitz. Actualidad Moral y Política, Madrid, Trotta, p.10. 
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de protegerlos y garantizarlos, realizar investigaciones eficaces y velar por que 

haya recursos efectivos y se obtenga reparación. El derecho a la verdad 

entraña tener un conocimiento pleno y completo de los actos que se 

produjeron, las personas que participaron en ellos y las circunstancias 

específicas que concurrieron, en particular las de las violaciones perpetradas y 

su motivación. Así, sin investigación judicial y, por tanto, sin posibilidad de 
acceso a la justicia, ni mecanismos que permitan esclarecer la verdad de 

las circunstancias en las que se produjeron las graves violaciones de derechos 

humanos cometidas por los diferentes grupos terroristas que actuaron en 

España en las últimas décadas, se ve perjudicado también el derecho a la 
reparación de las víctimas y la preservación de la memoria colectiva. El 

Estado está obligado a impulsar una política de promoción de la verdad que 

vaya de lo individual a lo colectivo y que, además de ofrecer una mínima justa 

reparación a las víctimas del terrorismo, permita contribuir a la reconstrucción 

del tejido social dañado. 

Ese es, precisamente, el afán de COVITE, sacar a la luz la injusticia para 
hacer justicia y, de ese modo, contribuir a paliar el daño ocasionado a las 

víctimas y a sanear un tejido social profundamente afectado no solo por el 

impacto del terrorismo, sino también por la acción o inacción institucional, 

concretamente de un sistema judicial que, por error, negligencia u otras 

motivaciones, ha dejado un rastro devastador de impunidad. Por ello, COVITE 

ha dedicado buena parte de sus recursos y energía a documentar y 
denunciar el fracaso rotundo de la justicia en España con las víctimas del 
terrorismo. En noviembre de 2018, esta entidad publicó los resultados del 

análisis de las sentencias dictadas en relación con un total de 362 personas 

asesinadas por ETA, comprobando que solo en el caso de 76 víctimas 

mortales, ocasionadas como consecuencia de 24 atentados, se había 

condenado a todos sus responsables: autores materiales, colaboradores 

necesarios, cómplices y autores intelectuales. A partir de esta ingente labor de 

investigación se puede afirmar con total contundencia que, con independencia 

del grupo terrorista que haya perpetrado los atentados, a más de la mitad de 
las víctimas del terrorismo de este país se les ha negado la justicia y, 

consecuentemente, no han podido ejercitar su derecho a la verdad y han visto 
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seriamente dañado su derecho a la reparación. Dentro de este porcentaje ha 

de incluirse no solo el 40% que suponen aquellos casos en los que no ha 

habido sentencia alguna, sino que también hay que tener en cuenta a aquellos 

que no han sido esclarecidos por no haberse condenado a todos los que 

participaron en el atentado. Sin embargo, esto solo es la punta de un iceberg 

bajo el que permanecen sumergidos otros muchos expedientes, esperando a 

que la justicia actúe en consecuencia y, por esa vía, permitir que la verdad 

aflore a la superficie. 

Hacemos hincapié en las víctimas de ETA, porque hemos advertido una 
diferencia significativa en el trato judicial con respecto a otros grupos 
como es el GRAPO, la tercera organización terrorista que más víctimas ha 
ocasionado en nuestro país después de ETA. En el libro Las Víctimas del 

Terrorismo de Extrema Izquierda en España, publicado por Carmen Ladrón de 

Guevara en septiembre de 2022, se documentan todas las sentencias dictadas 

en atentados con víctimas mortales de este grupo terrorista. De este trabajo se 

deduce que de las 92 víctimas mortales que ocasionó, sólo ocho de ellas 

−posteriores a la Ley de Amnistía de 1977− no obtuvieron justicia. El resto de 

las víctimas tienen en sus expedientes judiciales condenados como 

responsables de sus atentados, en muchos casos más de dos terroristas, 

incluidos autores intelectuales. Como se puede comprobar, en el caso de las 

víctimas de ETA la diferencia de cifras es abismal, algo que llama más aún la 

atención, si se tiene en cuenta que ambas organizaciones terroristas actuaron 

en los mismos años, bajo el mismo Estado de Derecho, frente a las mismas 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que las combatían y con el mismo órgano 

judicial competente para impartir justicia, como es la Audiencia Nacional. 

Además, no se dispone de datos de un ingente número de expedientes 
judiciales relativos a atentados perpetrados por los diferentes grupos 
terroristas que han operado en el territorio español (asesinatos 

consumados, asesinatos frustrados, secuestros, detenciones ilegales, 

extorsiones, amenazas, etc.) que no se investigaron o resolvieron judicialmente 

cuando existían pruebas, indicios y, en ocasiones, hasta confesiones firmadas 

que hubieran facilitado su resolución y, pese a ello, no fueron consideradas o 

tenidas en cuenta. En anteriores estudios, COVITE ha descubierto errores que 
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han dejado crímenes impunes, retrasos de décadas en incorporar pruebas a 

sumarios y expedientes que se han cerrado en el mismo día de su incoación. 

Una mínima parte de las grietas del Estado de Derecho en materia de justicia 

se refleja en la obra Agujeros del sistema. Más de 300 asesinatos de ETA sin 

resolver, publicado por COVITE en diciembre de 2014. Esta minuciosa 

investigación de Juanfer F. Calderín en torno a la gestión policial y judicial 

sobre asesinatos de ETA sin resolver mostró por primera vez la existencia de 

graves quiebras en el sistema que condujeron a que muchas de estas causas 

fueran archivadas o, en el peor de los casos, expurgadas, bajo el paraguas de 

una impunidad inasumible en el contexto de un Estado democrático y de 

derecho. Solo el esfuerzo ímprobo de algunos familiares logró mantener vivas 

algunas de ellas.  

Por estas y otras causas, no hay datos ni cifras oficiales ni definitivas de los 

atentados perpetrados por estos grupos terroristas y, aún menos, de aquellos 

cuyo resultado no produjo la muerte de la víctima en el acto. Estos últimos son 

los que se podrían denominar los “olvidados de los olvidados”, aquellos que, 

por una u otra razón, ni tan siquiera llegaron a contabilizarse por tratarse de 

asesinatos frustrados que “solo” produjeron graves lesiones o muertes 

aplazadas como consecuencia del acto. 

Hasta ahora solo tenemos la cifra del número de víctimas mortales de ETA que 

no tienen sentencia, es decir, aquellas cuyos crímenes están sin resolver por 

completo. Tampoco se han investigado nunca las cifras de impunidad entre las 

víctimas del terrorismo que resultaron heridas, ni, en definitiva, en qué medida 

se ha impartido justicia en este país en relación con las víctimas ocasionadas 

por el resto de los grupos terroristas que han actuado en España, a excepción 

de los GRAPO. Por eso COVITE ha respondido a la imperiosa necesidad de 

llevar a cabo este estudio, consistente en documentar los procedimientos 
judiciales y sumarios de cuantas más víctimas del terrorismo sea posible, 
abarcando las de todos los terrorismos y no solo las mortales, sino 
también las que resultaron heridas, muchas de las cuales malvivieron y 
acabaron falleciendo a consecuencia de sus gravísimas lesiones. 

A través de la presente investigación queremos pasar de las cifras a la 
personalización de cada caso y esto solo puede llevarse a cabo a través del 
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análisis pormenorizado de los respectivos sumarios de cada una de las 

víctimas. No hay otro método. Con la ingente cantidad de datos relevantes que 

han surgido en el curso de este estudio, debidamente clasificados y 

catalogados, las víctimas y sus familiares han podido conocer lo que llevan 

ansiando durante muchos años: algo de luz sobre quiénes pudieron ser los 

autores de sus atentados, cómo se realizó la investigación, y si, efectivamente, 

esta fue efectiva. 

Se revelan datos que nunca antes se habían conocido ni mostrado y, como se 

ha apuntado, esto no solo tiene una vertiente individual, sino también 

colectiva. Además de abrir una vía de acceso a la verdad para las víctimas, 

directas o indirectas, cuyos sumarios se han podido investigar, se favorece el 

fortalecimiento de las instituciones democráticas y los principios 

constitucionales. A partir de aquí, se logra establecer una estructura sólida 

sobre la que erigir mecanismos para evitar la repetición de graves violaciones 

de derechos humanos en nuestro país y garantizar el respeto de estos en el 

futuro, así como la debida reparación de las víctimas que los han sufrido. 

El trabajo de documentación de la justicia que realmente se ha impartido en 

nuestro país, algo que nadie ha llevado a cabo antes a pesar de las cifras 

escalofriantes de impunidad, tiene como primer destinatario las referidas 

víctimas, que desconocen todo lo relacionado con el proceso judicial llevado a 

cabo en relación con sus respectivos atentados. Se les abre así una 

oportunidad de acceder a la verdad judicial, cuando se les ha negado su 

derecho a la justicia. Acceder y estudiar los diferentes expedientes judiciales y 

sumarios es imprescindible para obtener un conocimiento íntegro de los hechos 

que se investigaron y de las actuaciones judiciales que se llevaron a cabo. Y 

esta actividad pionera aporta así resultados relevantes que permiten ir 

mostrando la justicia que en realidad se ha impartido, para contribuir a la futura 

elaboración de otros programas de memoria, sensibilización y prevención de la 

radicalización violenta. 

La presente investigación ha nacido con la ambición de documentar esa verdad 

judicial contenida en los sumarios en los que no se ha investigado lo suficiente 

o no se dictado ninguna sentencia condenando a todos los autores materiales e 

intelectuales con el fin, en el mejor de los casos,  de reaperturarlos y, de este 
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modo, aunque no pueda haber sanción penal, satisfacer el derecho a la verdad 

de las víctimas, puesto que la falta de esclarecimiento, investigación, 

enjuiciamiento y sanción de los casos de graves violaciones de derechos 

humanos constituye la principal barrera para el ejercicio efectivo del mismo. 
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2. Objetivos del estudio 
 

 
Consuelo Ordóñez Fenollar 

Irene Muñoz Escandell 
 

El fin último de este trabajo es dar a conocer a la 
víctima o a sus familiares qué se ha encontrado en su 
expediente judicial o en su sumario. Es decir, se trata de 

informarles sobre si hubo investigación −y en caso de haberla, cuáles fueron 

los resultados−; si todos los implicados en la resolución del atentado trabajaron 

o no diligentemente; si se llegó a imputar a algún terrorista; si el expediente 

llegó a la Audiencia Nacional; el tiempo que el sumario permaneció abierto y 

los motivos que llevaron al juzgado a cerrar o sobreseer esa instrucción, entre 

otros. Este estudio permite ofrecer detalles de hechos que hasta ahora 

permanecían ocultos, como declaraciones de testigos o confesiones, que no se 

conocían porque nunca se habían estudiado los sumarios. También ha sacado 

a la luz graves negligencias que condujeron a la impunidad de los crímenes, lo 

cual, como ya escribió Juanfer F. Calderín en su libro Agujeros del Sistema: 

Más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, se debe “no tanto a la pericia de 

una organización terrorista, sino a la impericia del Estado de derecho”. 

En este sentido, el objetivo general es promover el derecho a la verdad que 

se encuentra en la verdad judicial y, a partir de aquí, la información, 

sensibilización y concienciación sobre la dimensión de la justicia efectiva real 

que se ha impartido en nuestro país en materia de terrorismo, en coherencia 

con las normas y estándares internacionales de derechos humanos y con la 

propia normativa española.  

El Estado tiene unos deberes y es responsable de su observancia. 

Concretamente, les corresponde el deber de investigación, encaminado al 

esclarecimiento de los hechos, averiguación del delito y descubrimiento del 

delincuente, a los jueces, fiscales y Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, conforme 
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a sus respectivas competencias. Y son, asimismo, funciones de los jueces 

juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, determinando e imponiendo la pena que sea 

correspondiente conforme al Código Penal. Las preguntas que surgen a 

continuación son las siguientes: ¿Se han cumplido estos deberes por parte del 

Estado? ¿Con qué víctimas se han cumplido? ¿Y con cuáles no? Estas son las 

preguntas que se quieren responder con esta investigación. Sin duda, se trata 

de un trabajo de gran alcance y costoso desde todos los puntos de vista, 

porque se pretende llegar al mayor número de sumarios y porque el estudio de 

cada uno de ellos es una tarea muy minuciosa y laboriosa, que necesita de 

profesionales cualificados para poder evaluar las muchas variables que van a 

surgir a lo largo del proceso de análisis. Solo de este modo se podrán obtener 

resultados fiables que permitan determinar, con conocimiento de causa, si el 

Estado ha cumplido con su obligación de impartir justicia o si, por el contrario, 

no lo ha hecho. 

Uno de los objetivos específicos es comprobar en qué supuestos o, mejor 

dicho, a qué víctimas, con nombres y apellidos, se ha garantizado o no su 

derecho de acceso a la justicia −como derecho humano− y, en definitiva, a una 

tutela judicial efectiva − artículo 24.1 CE− que nuestro Tribunal Constitucional 

ha concretado, fundamentalmente, en los derechos al proceso; a una 

resolución de fondo fundada en derecho; a la ejecución de las resoluciones 

judiciales; a los recursos legalmente establecidos y a una investigación 

suficiente y eficaz de los hechos. 

Siempre que se estudia un expediente, se descubren datos que son relevantes 

para la consecución del derecho a la verdad, al que contribuye la constatación 

de si hubo o no investigación, así como las eventuales negligencias que se 

hubieran podido cometer para que los sumarios fueran sobreseídos 

indebidamente y, finalmente, prescribiera la acción de las víctimas para obtener 

justicia. Con la información obtenida del estudio pormenorizado de cada 

sumario, se da un primer paso hacia la reparación de ese derecho vulnerado, 

trasladando los resultados a las personas interesadas −víctimas o familiares−. 

Otro objetivo muy relevante es conseguir la reapertura del sumario, posibilidad 

que solo podrá valorarse tras el estudio pormenorizado del mismo. Es entonces 

cuando se determinará si hay posibilidades de practicar las diligencias de 
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investigación que no se efectuaron en el momento procesal correspondiente, 

pero que, de practicarse en la actualidad, podrían arrojar luz sobre quiénes 

perpetraron el atentado, incluso cuando no conlleve sanción penal alguna por 

encontrarse los hechos delictivos prescritos. Se trata, en todo caso, de tratar de 

reparar el daño, lo que incluye beneficios no solo materiales, sino también 

simbólicos. Esto, como señaló la Alta Comisionada de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos, tiene un “poder catalizador…en la vida cotidiana 

de las víctimas, las familias, las comunidades y sociedades enteras”2. 

 

 

 

 

 
 

2 NACIONES UNIDAS (s.f.). “Reparaciones”, Oficina del Alto Comisionado, en referencia a lo declarado por la Alta 
Comisionada con motivo del 15º aniversario de los Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de 
Violaciones Graves de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho 
Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones. https://www.ohchr.org/es/transitional-
justice/reparations  

https://www.ohchr.org/es/transitional-justice/reparations
https://www.ohchr.org/es/transitional-justice/reparations
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3. Metodología 
 

Irene Muñoz Escandell 
 

La metodología aplicada para elaborar el 
documento diagnóstico se ha basado en diferentes 
técnicas (triangulación), cuyo fin último ha sido acercarse con la mayor 

precisión y rigor posibles a la verdad judicial contenida en los sumarios. 

Para ello, se ha seguido el siguiente proceso:  

1. Definición del enfoque del diagnóstico mediante el correspondiente plan de 

trabajo, en el que, entre otros aspectos, se han delimitado las personas 

destinatarias del proyecto, escogiendo una muestra significativa de la población 

meta (víctimas del terrorismo) a través de los correspondientes sumarios.  

2. Contacto con las víctimas para explicarles el proyecto y obtener su 

consentimiento para acceder al sumario. 

3. Obtención de los sumarios con la autorización y conocimiento de las 

víctimas. 

4. Delimitación y contextualización de las actividades desarrolladas para la 

obtención de información. 

5. Análisis de la información.  

6. Descripción de los resultados conseguidos.  

7. Redacción de informe individualizado por cada sumario que se facilitará a las 

correspondientes víctimas o familiares que estén participando en el proyecto. 

8. Elaboración del documento final con la descripción de los hallazgos 

conseguidos y las conclusiones alcanzadas. Revisión de los resultados 
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obtenidos a la luz de las eventuales observaciones y elaboración del 

documento definitivo. 

 

Se han determinado toda una serie de indicadores relativos a los resultados 

que se quieren medir en relación con los objetivos fijados: 

- Número de sumarios solicitados a la Audiencia Nacional u a otros órganos 

judiciales. 

- Número de expedientes judiciales analizados. 

- Número de expedientes judiciales en los que se constata que no hubo 

investigación 

- Número de expedientes judiciales en los que se constata que se cometieron 

negligencias que condujeron a sobreseimientos indebidos y, en última 

instancia, a la prescripción. 

- Número de expedientes judiciales en los que se constata que sí hubo 

investigación. 

- Número de expedientes tramitados por órganos judiciales sin competencia. 

- Número de expedientes judiciales reclamados y no encontrados. 

- Número de informes individualizados por cada sumario. 

- Número de sumarios reaperturados como consecuencia de su investigación 

para satisfacer el derecho a la verdad de las víctimas. 

- Número de sumarios reaperturados para evitar la prescripción de los hechos 

delictivos. 

 

Registro de los indicadores: 

- Se ha elaborado una base de datos de todos los expedientes judiciales 

analizados en la que se han expuesto las distintas variables que interesan a la 

investigación. 
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- Se ha llevado a cabo un registro de los sumarios o de las diligencias previas 

investigadas. 

- Se ha realizado un informe individualizado de cada uno de los sumarios 

analizados.  

- Se realizado un registro de los sumarios reaperturados. 

 

Seguimiento y evaluación final del proyecto: 

La dirección, impulso, coordinación, seguimiento y evaluación del proyecto para 

velar por su cumplimiento y controlar su adecuación a los objetivos del mismo 

ha sido efectuada por el gabinete jurídico de COVITE. 
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4. Verdad, justicia y reparación como 
base de las sociedades 
democráticas 
  

Irene Muñoz Escandell 
 

Los derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación, íntimamente interrelacionados, se erigen en 

piezas fundamentales para la constitución y mantenimiento de las sociedades 

democráticas.  

El derecho a la verdad se configura por primera vez en materia de personas 

desaparecidas durante un conflicto armado, reconociéndose explícitamente a 

los familiares de las víctimas. Así, desde las Conferencias internacionales de 

París (1867) y Berlín (1869), pasando por los diversos tratados e instrumentos 

internacionales, este derecho ha sido una constante en la evolución del 

Derecho Internacional Humanitario. Específicamente, el artículo 32 del 

Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 

relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados 

internacionales (Protocolo I) reconoce “el derecho que asiste a las familias de 

conocer la suerte de sus miembros”, un derecho que se convertiría en “principio 

general” del Derecho Internacional Humanitario en cuanto a personas 

desaparecidas, como reiteró la XXV Conferencia Internacional de la Cruz Roja 

y de la Media Luna Roja, celebrada en 1986, en su Resolución XIII. 

Posteriormente, el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) publicó un 

importante estudio sobre las normas consuetudinarias en el ámbito del derecho 

internacional humanitario, Estudio sobre el Derecho Internacional Humanitario 
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Consuetudinario, en el que concluyó que dicho derecho es una norma aplicable 

tanto en un conflicto armado internacional como no internacional3.  

En la década de 1970, el derecho a la verdad como concepto jurídico 

comenzó a recibir una atención cada vez mayor por parte de los órganos 

internacionales de derechos humanos y de los procedimientos especiales, 

comenzando a ser abordado por el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos. En los momentos iniciales, dicho abordaje se hizo desde la óptica de 

la práctica de la desaparición forzada y con fundamento en el Derecho 

Internacional Humanitario, y, en particular, en el mencionado artículo 32 del 

Protocolo I, considerando que, si tal derecho asistía a los familiares de 

personas desaparecidas en situaciones de conflicto armado, también había de 

reconocerse para las víctimas de desaparición forzada y sus familiares en 

tiempo de paz o de ausencia de conflicto armado. El desarrollo de este 

concepto ha llevado a tratar el derecho a la verdad en diversos 
instrumentos de derechos humanos de manera expresa o como parte 

constitutiva del derecho a un recurso e investigación efectivos o al acceso 
a los resultados de una investigación4. En el ámbito de las Naciones Unidas, 

se pueden destacar los siguientes instrumentos de derechos humanos sobre la 

materia: 

• Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a 

cualquier forma de detención o prisión, adoptado por la Asamblea General de 

las Naciones Unidas, mediante Resolución No. 43/173 de 9 de diciembre de 

1988. 

• Principios relativos a una eficaz prevención e investigación de las ejecuciones 

extralegales, arbitrarias o sumarias, recomendados por el Consejo Económico 

y Social de las Naciones Unidas, mediante Resolución 1989/65 de 24 de mayo 

de 1989. 

• Declaración sobre la protección de todas las personas contra las 

desapariciones forzadas, adoptada mediante la Resolución No. 47/133 de la 

Asamblea General de las Naciones Unidas de 18 de diciembre de 1992. 

 
3 Henckaerts, J.M. y Doswald-Beck, L. (2007). El derecho internacional humanitario consuetudinario, normas, vol. 1, Comité 
Internacional de la Cruz Roja, pp.3-761. 
4 Ibid. 
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• Conjunto de principios para la protección y la promoción de los derechos 

humanos mediante la lucha contra la impunidad, Documento de las Naciones 

Unidas E/CN.4/Sub.2/1997/Rev.1, Anexo I. 

• Principios relativos a la investigación y documentación eficaces de la tortura y 

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, adoptados por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante Resolución No. 55/89 

(Anexo) de 4 de diciembre de 2000. 

• Declaración y el Programa de Acción de Durban, adoptados por la 

Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia 

y las Formas Conexas de Intolerancia (Durban, agosto 31 a septiembre 8 de 

2001). 

• Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 

de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 

recursos y obtener reparaciones, aprobados mediante la Resolución No. 

60/147 de 16 de diciembre de 2005 de la Asamblea General de Naciones 

Unidas. 

• Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de los 

derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad, recomendado por la 

antigua Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas mediante su 

resolución No. 2005/81. El Conjunto de principios ha sido publicado en el 

documento de las Naciones Unidas E/CN.4/2005/102/Add.1. 

• Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las 

desapariciones forzadas, adoptada por la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, mediante Resolución No. 61 /177 de 20 de diciembre de 2006. 

En el ámbito regional cabe reseñar los Principios y Directrices relativos 

al Derecho a un Juicio Justo y a la Asistencia Jurídica en África, adoptados por 

la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (documento de la 

Unión Africana DOC/OS (XXX247), 2001). 

Asimismo, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

reconoce que el derecho a informar y ser informado recogido en el artículo 
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10 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH) implica la obligación 

de los Estados de proveer la información de que dispongan en materias de 

interés general, lo cual incluye las violaciones graves de derechos humanos. 

Tanto desde un punto de vista doctrinal, como legal y jurisprudencial, el 

conocido como derecho a la verdad incluye el conocimiento de las 
circunstancias relativas a la vulneración de una serie de derechos 
fundamentales. Tanto para el Tribunal Europeo de Derechos Humanos como 

para la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ese derecho versaría 

esencialmente sobre las vulneraciones de los derechos a la vida (art. 2 del 

CEDH, art. 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos -CADH-), 

a no sufrir torturas o tratos inhumanos o degradantes (art. 3 del CEDH, art. 5 de 

la CADH) o a no ser privado de libertad (art. 5 del CEDH, art. 7 de la CADH). 

En 1998, con este fundamento se impulsaron en Argentina los denominados 

“Juicios por la Verdad”, consistentes en una sucesión de procesos penales 

promovidos por familiares de víctimas del terrorismo de Estado, sobrevivientes 

y organismos de derechos humanos que, sin aspirar a la ya imposible sanción 

penal de los responsables, tenían como fin conocer la verdad de lo sucedido5. 

En base a esta fundamentación jurídica el Estado Argentino reconoció en el 

año 2000 y aceptó ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH) de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que el derecho a 

la verdad consiste en “el agotamiento de todos los medios para alcanzar el 
esclarecimiento acerca de lo sucedido con las personas desaparecidas. Es 

una obligación de medios, no de resultados, que se mantiene en tanto no se 

alcancen los resultados, en forma imprescriptible”6. 

Todo ello nos da la medida de la permanente evolución en la que se 

encuentra el concepto, adquiriendo una dimensión cada vez mayor en el 

ámbito internacional. 

En su Informe El derecho a la verdad, la Oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos concluye que el derecho a la 
 

5 Rogers, T. (s.f.). Justicia Transicional en Argentina. El Juicio por la Verdad en Mar del Plata: Memoria, Justicia y Verdad, 
CIDDH “Alicia Moreau”, Facultad de Derecho, UNMdP.  
https://fh.mdp.edu.ar/encuentros/index.php/jnpfp/3jnpfp/paper/viewFile/1174/507 
6 Ministerio de Justicia de la República Argentina. (s.f.). Derecho a la verdad, Web del Gobierno de la República Argentina. 
https://www.argentina.gob.ar/derechoshumanos/ANM/derecho-la-verdad OEA. (29 de febrero de 2000). Informe n°21/00*, Caso 
12.059 Carmen Aguiar de Lapacó, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Organización de los Estados Americanos 
Argentina. https://www.cidh.oas.org/annualrep/99span/Soluci%C3%B3n%20Amistosa/Argentina12059.htm 
 

https://www.argentina.gob.ar/derechoshumanos/ANM/derecho-la-verdad
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verdad sobre las violaciones manifiestas de los derechos humanos y las 

infracciones graves del derecho humanitario es un derecho reconocido en 

diversos tratados e instrumentos internacionales, en la legislación de varios 

países y en la jurisprudencia nacional, regional e internacional, así como en 

numerosas resoluciones de organismos intergubernamentales de ámbito 

mundial y regional. Entraña tener un conocimiento pleno y completo de los 

hechos que se produjeron, las personas que participaron en ellos y las 

circunstancias específicas, en particular de las violaciones perpetradas y su 

motivación, y, además, se trata de un derecho íntimamente relacionado con 

varias obligaciones del Estado, en particular la de proteger y garantizar los 
derechos humanos, de investigar de forma eficaz las violaciones 

manifiestas de los derechos humanos y las infracciones graves del derecho 

humanitario, y de garantizar vías de recurso efectivas y reparación a las 

víctimas y a sus familiares7. 

El derecho a conocer la verdad en el derecho internacional ha sido 

impulsado como concepto jurídico a raíz de los graves efectos de los conflictos 

armados o las graves violaciones de los derechos humanos, pero su 

reconocimiento siempre ha estado vinculado a “serias violaciones de los 

derechos humanos”, “serias violaciones y crímenes del derecho internacional”, 

o “violaciones masivas y sistemáticas” de los derechos humanos (Andreu-

Guzmán, 2012). De este modo, el derecho a la verdad se erigirá como uno de 
los tres pilares de los principios contra la impunidad, junto con el derecho 
a la justicia y el derecho a obtener reparación, convirtiéndose la divulgación 

de la verdad en una forma de reparación y, más específicamente, de 
satisfacción8. 

Siguiendo con el mencionado informe de Naciones Unidas, el derecho a la 

verdad está vinculado a la obligación jurídica del Estado de efectuar 
investigaciones y procesar a los autores de violaciones graves de los 
derechos humanos. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha destacado 

la dimensión individual del «derecho a la verdad», en el ámbito procesal, como 
 

7 ONU. (7 de junio de 2007). Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
sobre el derecho a la verdad, Asamblea General, Consejo de Derechos Humanos, Aplicación de la resolución 60/251 de la 
Asamblea General, de 15 de marzo de 2006, titulada "Consejo de Derechos Humanos", A/HRC/5/7, p.17. 
8 Andreu-Guzmán, F. (2012). Derecho a la verdad…, pp.42-49 y 62-76.  
https://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/derecho_a_la_verdad_y_derecho_internacional.pdf.  
ONU. (7 de junio de 2007). Informe de la Oficina del Alto Comisionado…, pp.5-7. 

https://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/derecho_a_la_verdad_y_derecho_internacional.pdf
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«obligación positiva de los Estados de realizar la adecuada investigación de las 

circunstancias de una violación de los derechos del Convenio», a efectos de 

proporcionar la correspondiente protección a las víctimas (López Guerra, 2018: 

11). Además, en la sentencia del caso Magyar Helsinki Bizottsag c. Hungría, en 

el año 2016, se introduce una interpretación del art. 10 del Convenio —derecho 

a recibir y suministrar información— orientada al reconocimiento de un 
derecho de acceso a la información pública que se encuentre en manos 
del Estado, otorgando un papel determinante a nuevos sujetos legitimados 

para solicitarla: periodistas, organizaciones no gubernamentales, académicos o 

investigadores9.  

Más allá de todo esto, pese a tratarse de un derecho individual, la 

dimensión del derecho a la verdad trasciende a las propias víctimas y afecta a 

toda la sociedad, encontrando su principal fundamento en la reconstrucción del 

pasado para evitar su repetición en el futuro y, siendo un derecho autónomo, es 

también un medio por el que pueden realizarse otros derechos, en particular, el 

derecho a la justicia con el que se complementa por completo, pues ambos se 

necesitan mutuamente para ser efectivos. Desde esta dimensión colectiva, el 

derecho a la verdad está estrechamente ligado al estado de derecho y a los 
principios de transparencia, responsabilidad y buena gestión de los 
asuntos públicos en una sociedad democrática.  

La entidad de las vulneraciones de estos derechos obliga a los Estados 

a establecer los mecanismos necesarios para garantizarlos y cuando se trata 

de graves vulneraciones de derechos humanos, no se puede invocar 
normativa interna alguna para incumplirla y hurtar, de este modo, a las 

víctimas el ejercicio de su derecho a la justicia y a la reparación efectivas. La 

búsqueda de la verdad, tanto a través de comisiones de investigación como de 

procesos judiciales, aun cuando estos carezcan de pretensión punitiva, 

constituye una de las principales conquistas de los movimientos de lucha por 

los derechos humanos10.  

 
9 Galdámez Morales, A. (2021). “Derecho a la verdad y cánones de veracidad”, Estudios de Deusto, 69 (2), 77-110. 
10 Andreu-Guzmán, F. (2012). Derecho a la verdad…, Bogotá, Comisión Colombiana de Juristas, pp.42-49 y 62-76. 
https://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/derecho_a_la_verdad_y_derecho_internacional.pdf. ONU. (7 de junio de 
2007). El derecho a…, pp.5-7. 

https://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/derecho_a_la_verdad_y_derecho_internacional.pdf
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Además de al derecho de acceso a la justicia, el derecho a la verdad 

está estrechamente vinculado con otros derechos humanos, en particular el 

derecho a obtener una investigación eficaz, el derecho a interponer recursos 

efectivos, el derecho a obtener reparación y el derecho a informaciones 

objetivas, entre otros, y, precisamente, por esta relación con otros derechos 

fundamentales y con las obligaciones fundamentales del Estado —como la de 

luchar contra la impunidad—, se trata de un derecho inalienable que no 
admite suspensión. Por lo tanto, las amnistías y otras medidas análogas, 

incluidas las restricciones al derecho a solicitar información, nunca deben 

utilizarse para limitar, denegar o perjudicar el derecho a la verdad11. 

La justicia efectiva constituye uno de los medios para esclarecer la verdad 

sobre las graves violaciones de derechos humanos cometidas en el pasado, 

esto incluye el conocimiento de quiénes han sido los responsables de las 

mismas y del funcionamiento policial y judicial a la hora de hacerles frente. Esta 

verdad judicial permite identificar las circunstancias en que ocurrieron los 

hechos, las víctimas y los responsables en cada caso, aunque no así el largo 

rastro de dolor que tales hechos han dejado y que siempre resultará 

inconmensurable. La precariedad en la obtención de justicia o, directamente, el 

no esclarecimiento de los crímenes, vacía de sentido tal justicia y perjudica la 

adopción de las justas medidas de reparación. Un crimen no sancionado viene 

a equivaler a una negación de que lo sucedido no fue un crimen, impide 

suprimir o paliar las secuelas de las violaciones y quiebra la confianza en las 

instituciones12. 

En el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y de las 

normas internacionales relativas a las víctimas, la obligación de investigación 

efectiva constituye una obligación de comportamiento de carácter 

procedimental, relacionada con las violaciones graves de los derechos 

humanos y derivada del deber general que tienen los Estados de garantía de 

tales derechos. Esta obligación implica el deber del Estado a proceder de oficio 

a una investigación rápida, completa, imparcial e idónea para identificar y 

castigar a los responsables del hecho victimizador desde el momento en que 

 
11 ONU. (7 de junio de 2007). Informe de la Oficina del Alto Comisionado…, pp.17-18. 
12 Elizabeth, L. (agosto, 2010). “Atención psicosocial del sufrimiento en el conflicto armado: lecciones aprendidas”, Revista de 
Estudios Sociales, nº36, pp.14-28. https://journals.openedition.org/revestudsoc/13104#tocto1n1 

https://journals.openedition.org/revestudsoc/12975
https://journals.openedition.org/revestudsoc/13104#tocto1n1
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tenga conocimiento del mismo, sin que pueda invocar ninguna causa que 

justifique su violación.  

Como señala Fernández de Casadevante, el derecho a una investigación 

efectiva ha sido consagrado por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, no 

como una mera declaración de intenciones, sino como una verdadera garantía 

que comporta la imposición a los Estados de un deber de actuación ante 
las agresiones más graves a los derechos humanos con el fin último de 

alcanzar una verdadera y eficaz tutela de los mismos. De acuerdo con la 

jurisprudencia internacional en materia de derechos humanos, una 

investigación que culmina en la prescripción de la responsabilidad penal no es 

una investigación efectiva; criterio que posee especial relevancia en el caso de 

España respecto de los crímenes cometidos por la organización terrorista ETA 

todavía sin esclarecer, a la luz de la situación descrita por el Informe de 

Presidencia AN titulado Balance provisional sobre la información solicitada por 

las víctimas de ETA en relación con 349 atentados cometidos por la referida 

banda terrorista (2011). Siguiendo con este autor, hay que preguntarse si el 

Estado ha cumplido con su deber de diligencia para asegurar el disfrute 

efectivo de los derechos humanos de las víctimas del terrorismo o si, por el 

contrario, lo que ha hecho ha sido insuficiente y, por tanto, se ha producido un 

incumplimiento de esta obligación13. 

 

 

 
 

13 Fernández de Casadevante Romaní, C. (2014). “Otra victimización adicional: la ineficacia del propio Estado”, en Agujeros del 
sistema: Más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, Vitoria-Gasteiz, pp.323-334. 
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5. La presencia provocadora de la 
memoria 
 

Irene Muñoz Escandell 
 

La memoria como categoría ético-filosófica, 
política y jurídica cubre la ausencia de lo que atrás 
queda, actuando como instrumento necesario para que emerja la verdad, se 

haga justicia y, de este modo, sea mínimamente efectivo el derecho a la 

reparación que tienen todas las víctimas de violaciones de derechos humanos, 

en general, y las víctimas del terrorismo, en particular. La memoria actúa como 

punta de lanza a la hora de adentrarse en la tarea de reparar los devastadores 

daños individuales y colectivos que el terrorismo deja en las sociedades donde 

actúa. “La presencia provocadora de la memoria”, como ha señalado Reyes 

Mate, actúa como motor al tiempo que se alimenta de todo aquello que mueve 

y define el cuerpo social en el que se sustenta, condicionando su futuro14. Esa 

“presencia provocadora” se materializa en la mirada y la perspectiva de las 

víctimas, que constituye un elemento esencial del abordaje de cualquier 

violación grave y sistemática de los derechos humanos, porque sin ellas no se 

puede aprehender la verdadera dimensión de lo ocurrido y el daño causado. 

Así, se ha ido conformando en el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos y en la jurisprudencia internacional en esta materia (JIDH) el derecho 

de esas víctimas a obtener reparación, yendo más allá de la compensación 

económica y alcanzando a derechos como la memoria, la verdad y la justicia 

que, como se ha visto, se encuentran íntimamente interrelacionados15. 

 
14 Gómez Isa, F. (2006). El derecho a la memoria, Presentación, Bilbao, ed. Alberdania, p. 11. 
15 Gómez Isa, F. (2006). “El derecho de las víctimas a la reparación por violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos” 
en El derecho a la memoria, Bilbao, ed. Alberdania, pp. 23-65. 
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Ahora bien, el Derecho en sí mismo resulta un marco en exceso estrecho para 

abarcar el significado ético y político de la violencia terrorista. Sin embargo, 

como señala Charney-Berdichewky, la investigación judicial puede contribuir a 

proporcionar un registro oficial que dé cuenta de ciertos datos brutalmente 

elementales de la historia y contribuyan al esclarecimiento de aquella verdad 

que le es constitutiva a una sociedad, datos que habrán de ser resguardados 

por el Derecho a la hora de reconstruir el tejido social y político dañado tras el 

periodo de terror16.  

Esta vinculación de la memoria con la verdad ya fue destacada en 2007 por 

Naciones Unidas en el Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre el derecho a la verdad, en 

cuyo apartado 88 señala: 

“El derecho a la verdad está relacionado con muchos asuntos. Por ejemplo, 

como han señalado numerosos Estados y ONG, el derecho a la verdad está 

íntimamente vinculado con la cuestión de la memoria histórica y el deber de 
memoria, tanto estatal como social. La dimensión social del derecho a la 

verdad, ligada a la cuestión de la memoria histórica, tiene aspectos que 

merecerían un análisis a fondo, como la cuestión de los archivos y la memoria 

histórica”17. 

En 2014, en el contexto de su misión a España con el objetivo de  identificar 

buenas prácticas, retos pendientes y realizar recomendaciones sobre las 

medidas adoptadas en relación con violaciones de derechos humanos 

cometidas durante la Guerra Civil y el franquismo, el Relator Especial de la 

ONU sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías 

de no repetición, Pablo de Greiff, señaló que “la fortaleza de las instituciones 

democráticas no puede ser adecuadamente medida por su capacidad de 

silenciar o dejar de lado algunos temas, especialmente aquellos que se refieren 

a derechos fundamentales, sino por su capacidad de gestionarlos 

efectivamente, aunque sean complejos e incómodos”, reiterando que “los 
temas relacionados con la verdad, la justicia, la reparación y las garantías 

 
16 Charney-Berdichewky, J. (2019). El derecho a la verdad y su contribución a la memoria colectiva, Valdivia, Rev. 
Derecho, vol.32 no.2. http://dx.doi.org/10.4067/S0718-09502019000200207 
17 ONU. (7 de junio de 2007). Informe de la Oficina del Alto Comisionado…, pp. 5-18. 

http://dx.doi.org/10.4067/S0718-09502019000200207
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de no repetición, no son asunto de política partidista o programas 
políticos particulares, sino de principios y derechos generales que 
conciernen a todos”. Concretamente, en relación con el derecho a la verdad, 

el relator hizo hincapié en la necesidad de crear un mecanismo oficial para dar 

respuesta a las demandas de víctimas y asociaciones, promoviendo su 

participación y que, al menos, sistematizara la información existente, diera 

acceso a los archivos e implantara procesos de investigación y de diseminación 

de conclusiones que ofrecieran un reconocimiento oficial a las víctimas18. 

El Derecho y en particular el proceso penal han de articular el significado ético 

y político de la violencia terrorista. Mediante la investigación judicial se puede 

contribuir a proporcionar un registro oficial que dé cuenta de ciertos datos que 

no pueden sustraerse a la historia. El Derecho, continuando con Charney-

Berdichewky, debe resguardar esos datos, porque de ellos depende la 
posibilidad de cualquier discusión que se dé acerca del significado que la 
violencia excepcional tiene en la construcción de la identidad política de 
una sociedad tras el período del terror, reforzándola y orientando las 
prácticas discursivas de la misma hacia el esclarecimiento de aquella 
verdad que le es constitutiva19. Del derecho a la verdad deriva el deber de 
memoria que ha de traducirse en el establecimiento de una verdad histórica 

sobre las circunstancias y motivos de la violencia sufrida. En este sentido, 

corresponde al poder político contribuir a la conformación y mantenimiento de 

una memoria colectiva, pero no declarando la verdad de la historia, sino 

creando las condiciones para que cada persona pueda alcanzarla20. 

 

 

 
 

18 De Greiff, P. (22 de julio de 2014). Informe del Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las 
garantías de no repetición, Asamblea General de las Naciones Unidas, Consejo de Derechos Humanos, Misión a España, 10.  
19 Charney-Berdichewky, J. (2019). “El derecho a la verdad y su contribución a la memoria colectiva”, Rev. Derecho (Valdivia), 
vol.32, no.2, Valdivia, http://dx.doi.org/10.4067/S0718-09502019000200207 
20 López Ulla, J.M. (mayo-agosto, 2023). “Del derecho a la verdad al deber de memoria: a propósito de la nueva ley de memoria 
democrática”, Revista de Derecho Político, UNED, N.º 117, pp. 99-130. 

http://dx.doi.org/10.4067/S0718-09502019000200207
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6. Marco normativo español 
 

Irene Muñoz Escandell 
 

La normativa básica reguladora en materia de 
víctimas de atentados terroristas se clasifica de la siguiente 

manera21: 

 

Normativa básica estatal 

 

• Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección 

Integral a las Víctimas del Terrorismo (BOE núm. 229, de 23 de 

septiembre). 

 

• Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (BOE 

núm. 276, de 18 de noviembre). 

 

• Real Decreto 671/2013, de 6 de septiembre, por el que se aprueba el 

Reglamento de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento 

y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo (BOE núm. 224, de 18 

de septiembre). 

 
21 Ministerio del Interior, Gobierno de España. (s.f.). Ayudas a Víctimas de Actos Terroristas, página web. 
https://www.interior.gob.es/opencms/es/servicios-al-ciudadano/tramites-y-gestiones/ayudas-y-subvenciones/ayudas-a-victimas-de-
actos-terroristas/normativa-basica-reguladora/ 
 

https://www.boe.es/eli/es/l/2011/09/22/29/con
https://www.boe.es/eli/es/l/2003/11/17/38/con
https://www.boe.es/eli/es/rd/2013/09/06/671/con
https://www.interior.gob.es/opencms/es/servicios-al-ciudadano/tramites-y-gestiones/ayudas-y-subvenciones/ayudas-a-victimas-de-actos-terroristas/normativa-basica-reguladora/
https://www.interior.gob.es/opencms/es/servicios-al-ciudadano/tramites-y-gestiones/ayudas-y-subvenciones/ayudas-a-victimas-de-actos-terroristas/normativa-basica-reguladora/
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• Real Decreto 851/1992, de 10 de julio, por el que se regulan 

determinadas pensiones extraordinarias causadas por actos de 

terrorismo (BOE núm184, de 1 de agosto). 

 

• Real Decreto 1576/1990, de 7 de diciembre, por el que se regula la 

concesión en el sistema de la Seguridad Social de pensiones 

extraordinarias motivadas por actos de terrorismo (BOE núm. 294, de 8 

de diciembre). 

 

• Orden INT/1205/2018, de 14 de noviembre, por la que se establecen las 

bases reguladoras de las convocatorias para la concesión de 

subvenciones destinadas a asociaciones, fundaciones y entidades sin 

ánimo de lucro, cuyo objeto sea la representación y defensa de los 

intereses de las víctimas del terrorismo (BOE núm. 278, de 17 de 

noviembre). 

 

 

Normativa básica autonómica 

 

ANDALUCÍA 

 

• Ley 10/2010, de 15 de noviembre, relativa a medidas para la asistencia 

y atención a las víctimas del terrorismo de la Comunidad Autónoma de 

Andalucía (BOE núm. 296, de 6 de diciembre). 

https://www.boe.es/eli/es/rd/1992/07/10/851/con
https://www.boe.es/eli/es/rd/1990/12/07/1576/con
https://www.boe.es/eli/es/o/2018/11/14/int1205/con
https://www.boe.es/eli/es-an/l/2010/11/15/10/con
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ARAGÓN 

 

• Ley 4/2008, de 17 de junio, de medidas a favor de las víctimas del 

Terrorismo (BOE núm. 189, de 6 de agosto). 

 

• Decreto 89/2014, de 10 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se 

aprueba el Reglamento de desarrollo parcial de la Ley 4/2008, de 17 de 

junio, de medidas a favor de las víctimas del terrorismo (BOA núm. 118, 

de 19 de junio). 

  

CANTABRIA 

 

• Ley de Cantabria 1/2023, de 5 de abril, de Reconocimiento, Homenaje, 

Memoria y Dignidad a las Víctimas del Terrorismo (BOE núm. 98, de 25 

de abril). 

  

CASTILLA Y LEÓN 

 

• Ley 4/2017, de 26 de septiembre, de reconocimiento y atención a las 

víctimas del terrorismo en Castilla y León (BOE núm. 263, de 30 de 

octubre). 

  

https://www.boe.es/eli/es-ar/l/2008/06/17/4/con
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-47&DOCR=1&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20140619
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2023-9958
https://www.boe.es/eli/es-cl/l/2017/09/26/4/con
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COMUNIDAD DE MADRID 

 

• Ley 5/2018, de 17 de octubre, para la protección, reconocimiento y 

memoria de las víctimas del terrorismo (BOE núm. 292, de 4 de 

diciembre).  

  

COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA 

 

• Ley Foral 9/2010, de 28 de abril, de ayuda a las víctimas del 

terrorismo (BOE núm. 132, de 31 de mayo). 

  

COMUNIDAD VALENCIANA 

 

• Ley 1/2004, de 24 de mayo, de Ayuda a las Víctimas del 

Terrorismo (BOE núm. 157, de 30 de junio). 

 

• Decreto 109/2010, de 16 de julio, del Consell, por el que se aprueba el 

Reglamento de la Ley 1/2004, de 24 de mayo, de la Generalitat, de Ayuda 

a las Víctimas del Terrorismo (DOGV núm. 6314, de 20 de julio). 

 

 

https://www.boe.es/eli/es-md/l/2018/10/17/5/con
https://www.boe.es/eli/es-nc/lf/2010/04/28/9
https://www.boe.es/eli/es-vc/l/2004/05/24/1/con
http://www.dogv.gva.es/portal/ficha_disposicion.jsp?id=26&sig=008165/2010&L=1&url_lista=
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EXTREMADURA 

 

•  Ley 2/2020, de 4 de marzo, de apoyo, asistencia y reconocimiento a las 

víctimas de terrorismo de la Comunidad Autónoma de Extremadura (BOE 

núm. 158, de 5 de junio). 

 

• Ley 6/2005, de 27 de diciembre, de medidas para la asistencia y 

atención de las víctimas del terrorismo y de creación del Centro 

Extremeño de Estudios para la Paz (BOE núm. 40, de 16 de febrero de 

2006).  

  

LA RIOJA 

 

• Ley 4/2018, de 10 de abril, de medidas a favor de las víctimas del 

terrorismo (BOE núm. 114, de 10 de mayo). 

  

PAÍS VASCO 

 

• Ley 4/2008, de 19 de junio, de Reconocimiento y Reparación a las 

Víctimas del Terrorismo (BOE núm. 212, de 3 de septiembre de 2011). 

 

https://www.boe.es/eli/es-ex/l/2020/03/04/2/con
https://www.boe.es/eli/es-ex/l/2005/12/27/6/con
https://www.boe.es/eli/es-ri/l/2018/04/10/4/con
https://www.boe.es/eli/es-pv/l/2008/06/19/4
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• Decreto 290/2010, de 9 de noviembre, de desarrollo del sistema de 

asistencia integral a las Víctimas del Terrorismo (BOPV núm. 239, de 15 

de diciembre). 

 

REGIÓN DE MURCIA 

 

• Ley 7/2009, de 2 de noviembre, de ayuda a las víctimas del terrorismo 

de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (BOE núm. 35, de 

10 de febrero de 2011). 

 

• Ley 6/2013, de 8 de julio, de medidas en materia tributaria del sector 

público, de política social y otras medidas administrativas -disposición 

final cuarta- (BOE núm 195, de 15 de agosto). 

 

• Decreto 105/2012, de 27 de julio, por el que se aprueba el reglamento 

de la Ley de Ayuda a las Víctimas del Terrorismo de la Comunidad 

Autónoma de la Región de Murcia (BORM núm. 176, de 31 de julio). 

 

 

https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2010/12/1006125a.shtml
https://www.boe.es/eli/es-mc/l/2009/11/02/7/con
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-8990&p=20160603&tn=1#df-4
http://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=31072012&numero=11837&origen=sum
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7. Relación de sumarios estudiados 
 

Pablo P. Cid Fernández 
Consuelo Ordóñez Fenollar 

 

Se relacionan a continuación los sumarios 
estudiados, ordenados por orden de fecha en el que se produjo el 

atentado y desglosados en función de la fuente de la que se ha obtenido la 

información. 

 

Fuentes primarias 

 

1. Manuel Albizu Idiáquez. Sumario 27/1977, Juzgado de Instrucción nº22 de 

Madrid. 

 

2. Alberto Negro Viguera y Andrés Guerra Pereda. Sumario 1/1979, Juzgado 

Central de Instrucción nº2. 

 

3. Jesús Lolo Jato. Sumario 37/78, Juzgado Central de Instrucción nº1. 

 

4. Aurelio Salgueiro López. Diligencias Previas198/1978, Juzgado Central de 

Instrucción nº2. 

 

5. Luis Candendo Pérez. Sumario 137/1979, Juzgado Central de Instrucción 

nº1 
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6. Adolfo Mariñas Vence. Sumario 5/2018, Juzgado Central de Instrucción 

nº1. 

7. Anselmo Durán Vidal. Sumario 43/79, Juzgado Central de Instrucción nº1. 

 

8. Hortensia González Ruiz y Antonio Ramírez Gallardo. Diligencias Previas 

37/1979, Juzgado Central de Instrucción nº2. 

 

9. Sergio Borrajo Palacín. Sumario 56/1979, Juzgado Central de Instrucción 

nº2. 

 

10. Juan Francisco Batista García. Sumario 46/80, Juzgado Central de 

Instrucción nº2. 

 

11. Héctor Abraham Muñoz Espinoza. Sumario 149/1979, Juzgado Central 

de Instrucción nº1. 

 

12. José Manuel Amaya Pérez. José Manuel Juan Boix, Dorothy Fertig, 
Juan Luna Azol, Jesús Emilio Pérez Palma. Guadalupe Redondo Vian y 
Dionisio Gonzalo Rey Amez. Sumario 89/1979, Juzgado Central de 

Instrucción nº2. 

 

13. Carlos Sanz Biurrun. Sumario 93/1979, Juzgado Central de Instrucción 

nº2. 

 

14. Juan Manuel Román Moreno. Sumario 8/1990, Juzgado Central de 

Instrucción nº2. 
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15. Jesús Argudo Cano. Diligencias Previas 126/2023, Juzgado Central de 

Instrucción nº5. 

 

16. Julio Santiago Expósito Pascual. Sumario 64/1980, Juzgado Central de 

Instrucción nº4. 

 

17. José Ignacio Ustarán Ramírez. Sumario 72/1983, Juzgado Central de 

Instrucción nº1. 

 

18. Aurelio Prieto Prieto. Sumario 149/1980, Juzgado Central de Instrucción 

nº1. 

 

19. José María Latiegui Balmaseda. Sumario 114/1981, Juzgado Central de 

Instrucción nº1. 

 

20. Ángel Pascual Múgica. Sumario 93/82, Juzgado Central de Instrucción 

nº5. 

 

21. Alberto López Jaureguizar. Sumario 84/82, Juzgado Central de 

Instrucción nº5. 

 

22. Rafael Gil Marín y Enrique Rúa Díaz. Sumario 14/2018, Juzgado Central 

de Instrucción nº5. 

 

23. Aniano Sutil Pelayo. Diligencias Previas 706/83, Juzgado de Instrucción 

nº2 de San Sebastián. 
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24. Fernando Amor Calvo. Sumario 80/1985, Juzgado Central de Instrucción 

nº2. 

 

25. Miguel Paredes García y Elena Moreno Jiménez. Diligencias Previas 

215/1990, Juzgado Central de Instrucción nº5. 

 

26. José Miguel Maestre Rodríguez y Antonio Peña Solís. Sumario 74/80, 

Juzgado Central de Instrucción nº2. 

 

27. José Luis Barrios Capetillos. Sumario 59/1988, Juzgado Central de 

Instrucción nº5 

 

 

Fuentes secundarias 

 

1. Jesús Vidaurre y José Oyaga. Sumario 72/80, Juzgado de Instrucción nº1 

de Pamplona. 

 

2. Basilio Altuna Fernández de Arroyabe. Sumario 87/80, Juzgado Central 

de Instrucción nº4, Sección Segunda de la Audiencia Nacional. 

 

3. José Javier Jáuregui Bernaola. Sumario 78/78, Juzgado Central de 

Instrucción nº1 de la Audiencia Nacional. 
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4. Vicente Irusta Altamira. Diligencias Previas 65/79, Juzgado de Instrucción 

Nº1 de Guernica. 

 

5. Miguel Saro López y Emilio López Peña. Sumario 130/79, Juzgado Central 

de Instrucción nº1 de la Audiencia Nacional.  

 

6. Alberto Villena Castillo. Sumario 174/78, Juzgado Central de Instrucción 

nº2 de la Audiencia Nacional. 

 

7. Ángel Baños Espada. Diligencias Previas 276/79, Juzgado de Instrucción 

nº1 de Guernica. 

 

8. José María Portell Manso. Sumario 92/78, Juzgado de Instrucción nº3 de 

Bilbao. 

 

9. Moisés Cordero López y Antonio Pastor Martín. Diligencias Previas 

147/79, Juzgado Central de Instrucción nº1 de la Audiencia Nacional. 

 

10. Luis María Hergueta Guinea. Sumario 24/05, Juzgado Central de 

Instrucción nº1 de la Audiencia Nacional. 

 

11. Vicente Sánchez Vicente. Sumario 31/81, Juzgado Central de Instrucción 

nº3 de Bilbao. 

 

12. María Luisa Sánchez Ortega. Sumario 14/87, Juzgado Central de 

Instrucción nº1 de la Audiencia Nacional. 
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13. Vicente Montoya Salazar. Sumario 75/87, Juzgado Central de Instrucción 

nº5 de la Audiencia Nacional. 

 

14. Alfonso Virgilio Do Nascimiento. Sumario 1/91, Juzgado Central de 

Instrucción nº2 de la Audiencia Nacional. 

 

15. José Verdú Ortiz. Sumario 41/85, Juzgado Central de Instrucción Nº1 de la 

Audiencia Nacional. 

 

16. Antonio Velasco Benito. Sumario 36/84, Juzgado Central de Instrucción 

nº5 de la Audiencia Nacional. 

 

17. Manuel Vicente González Vilorio. Sumario 68/84, Juzgado Central de 

Instrucción nº4 de la Audiencia Nacional.  

 

18. Jesús Ildefonso García Vadillo. Sumario 42/85, Juzgado Central de 

Instrucción nº4 de la Audiencia Nacional.  

 

19. Juan Bautista Castellanos Martín. Sumario 26/89, Juzgado Central de 

Instrucción nº2 de la Audiencia Nacional.  

 

20. Luis Reina Mesonero. Diligencias Previas 266/89, Juzgado Central de 

Instrucción nº2 de la Audiencia Nacional. 

 

21. Máximo Díaz Barderas y Francisco Rivas López. Sumario 56/85, 

Juzgado Central de Instrucción nº2 de la Audiencia Nacional.  
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22. Antonio Jesús Trujillo Comino y Juan Merino Antúnez. Sumario 85/85, 

Juzgado Central de Instrucción nº5 de la Audiencia Nacional.  

 

23. José Expósito Afán. Sumario 60/85, Juzgado Central de Instrucción nº2 

de la Audiencia Nacional.  
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8. Algunas historias que no se han 
acabado de contar 
 

Pablo P. Cid Fernández 
Consuelo Ordóñez Fenollar 

 

 

1. Manuel Albizu Idiáquez 

 

 

13 de marzo de 1976 

 

A primera hora de la mañana del 13 de marzo de 
1976 un terrorista de ETA se subió al taxi de Manuel 
Albizu en Zumaya y, cuando circulaban en dirección a San Sebastián, el 

etarra pidió que se desviaran en un cruce en el término de Guetaria y le disparó 

dos tiros en la cabeza. El taxista permaneció en el interior del vehículo hasta 

que una pareja, extrañada por la presencia de un coche con las luces 

encendidas y el motor en marcha, se acercó y descubrió el cadáver. Con este 

crimen ETA dio un paso más en su campaña de limpieza ideológica contra los 

vascos, justificando el asesinato con la falsa acusación de que la víctima era 

confidente de la Policía 22.  

El asesinato de Manuel nunca ha sido juzgado porque sus responsables, pese 

a ser conocidos, no fueron perseguidos y el sumario del caso estuvo 

 
22 COVITE. (s.f.) Mapa del Terror, Víctimas, Manuel Albizu Idiáquez. https://mapadelterror.com/victims/manuel-albizu-idiaquez/ 
Ordóñez, C. (13 de marzo de 2024). X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/manuel-albizu-idiaquez/
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desaparecido muchos años, exactamente hasta 2022. Además, en el lugar del 

asesinato fue colocado un cubo de basura y, aunque la familia presentó una 

queja formal al Ayuntamiento de Guetaria, gobernado por Bildu, para que lo 

retiraran, no obtuvieron respuesta23.  

La víctima, antes de ser taxista, había sido policía municipal y era hermano de 

un concejal del ayuntamiento de Deba. Lo cierto es que los taxistas eran 

objetivos fáciles para la banda terrorista, ya que se relacionaban siempre con 

mucha gente y los etarras solo tenían que pedir un servicio para atentar contra 

ellos. También era fácil difundir el rumor de que eran “confidentes” y el hecho 

de no negarse a trabajar con familias de la Guardia Civil era ya motivo 

suficiente para su condena a muerte24.  

 

Expediente judicial: 

 

El nieto de Manuel y miembro de la Junta Directiva de COVITE, Cristian Matías 

Albizu, estuvo años luchando por esclarecer la verdad. Su sumario figuraba 
como extraviado y así continuó durante más de cuarenta años hasta que, tras 

mucho esfuerzo por parte de Cristian, apareció en 2022, pudiéndose desvelar 

su contenido. En él se ha encontrado la confesión de un etarra señalando a 
los asesinos: Kepa Leguina Aurre y José León Mazusta Astibia, alias “Fresku”. 

Ninguno ha tenido que responder por este y otros crímenes cometidos. 

En el expediente judicial se han detectado numerosas irregularidades y 
errores manifiestos que impidieron la persecución de los autores materiales. 

Hay una falta de rigor en la autopsia que resulta inaceptable, al establecer 

literalmente que: “La muerte data de hace aproximadamente treinta y tres 

horas”. Sin embargo, no establece la hora de su inicio y, por lo tanto, se ha de 

presumir que se inició a la hora programada, pero no se sabe con certeza. 

 
23 Ibid. 
24 Ibid. 
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Pese a la sospecha de que el autor o autores de los hechos le alquilaron el 

vehículo a Manuel Albizu y se encontraron en su cuerpo 1.400 pesetas en 

billetes, no se buscaron huellas dactilares en esos billetes, lo que constituye 

una negligencia en la investigación. 

Tras realizar las diligencias imprescindibles, el Juzgado de Instrucción de 

Azpeitia dicta auto de conclusión de sumario y lo eleva a la Audiencia 

Provincial de San Sebastián, quien revocó el sumario y mandó practicar las 

diligencias solicitadas por el Fiscal. De la práctica de estas diligencias se derivó 

un informe de la Comisaría de San Sebastián revelando que, por las 

declaraciones realizadas por José María Menchacatorre Aguirre —miembro de 

ETA “Vª Asamblea, rama militar”—, los autores de dicho asesinato fueron los 

etarras Pedro María Leguina Aurre, alias "Txiki", y José León Mazusta Astibia, 

alias "Fresku", al parecer ambos huidos a Francia. 

La Audiencia Provincial de San Sebastián, remitió los autos al Juzgado de 

Instrucción nº22 de Madrid, el cual dictó autos de incoación y sobreseimiento el 

26-03-1976. Este hecho ya demuestra la absoluta falta de interés por 
investigar del Instructor y de los Juzgados Centrales de Instrucción de la 
Audiencia Nacional, que estaban en funcionamiento desde el 15-02-1976, por 

lo que el Instructor se debió de inhibir a su favor y no lo hizo. Además, tanto en 

los Juzgados de Guipúzcoa, como en los de Madrid, se debió tomar 

declaración a José Menchacatorre Aguirre y aclarar la participación en estos 

hechos de Pedro María Leguina Aurre, alias "Txiki", y José León Mazusta 

Astibia, alias "Fresku". Si esas declaraciones hubieran ratificado las anteriores, 

se tendría que haber procesado y dictado órdenes de busca y captura contra 

ellos. Es más, cuando Leguina Aurre, alias “Txiki”, fue extraditado a España en 

el año 2001, al menos se le podía haber interrogado por estos hechos. Sobre el 

segundo autor, según la declaración de Menchacatorre Aguirre, Mazusta 

Astibia, únicamente se ha averiguado que le fue otorgado el estatuto de 

refugiado, siendo ministro de Asuntos Exteriores Marcelino Oreja (1976-1980), 

según el listado facilitado por las autoridades francesas a las españolas, 

conforme a la fuente externa consultada25. 

 
25 Fundación Juan March. (s.f.). “Apala faltaba en la lista del ministro Oreja”, Biblioteca de la Fundación Juan March. 
https://digital.march.es/fedora/objects/linz:R-69076/datastreams/OBJ/content 

https://digital.march.es/fedora/objects/linz:R-69076/datastreams/OBJ/content
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Se puede pensar que este atentado se vería afectado por la Ley de Amnistía 

de 1977, pero lo cierto es que ningún Juzgado ha declarado el delito 

amnistiado y los implicados tampoco lo han pedido, por lo que su investigación 

no se puede impedir por esta razón, mientras no exista una declaración judicial 

expresa. 
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2. Alberto Negro Viguera y Andrés Guerra Pereda 

 

 

17 de marzo de 1978 

 

El 17 de marzo de 1978, ETA puso una bomba en 
uno de los tres generadores del primer reactor de la 
central nuclear de Lemóniz, asesinando a los 
trabajadores Alberto Negro, encargado de montajes de 
29 años, y Andrés Guerra, ajustador de 42 años, 
dejando además catorce heridos. Dos de los tres terroristas que 

perpetraron el atentado se hicieron pasar por trabajadores, utilizando monos y 

cascos similares a los operarios de la central y, guiados por el cooperador 

necesario Torre Altonaga, quien trabajaba en la central, colocaron los treinta y 

seis kilos de explosivos en el interior de uno de los generadores de vapor. La 

onda expansiva destrozó los cuerpos de los dos trabajadores e hirió a otros 

catorce, además de provocar cuantiosos daños materiales. Ambos estaban 

casados y Alberto Negro era padre de tres hijos de corta edad26. 

Se habían producido previamente muchas manifestaciones en contra de la 

central, en las que con frecuencia se coreaban consignas como esta: “ETA, 

Lemóniz, Goma2”. En concreto, casi 60.000 personas se manifestaron cinco 

días antes cerca de la central también con este lema. Como era costumbre, 

ETA se apropió también del movimiento ecologista y aunque este se inició de 

forma pacífica, desde que la organización terrorista puso en él sus manos, lo 

pervirtió por completo. El problema fue que no hubo tampoco una respuesta 

 
26 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Alberto Negro Viguera. https://mapadelterror.com/victims/alberto-negro-viguera/ 
Andrés Guerra Pereda. https://mapadelterror.com/victims/andres-guerra-pereda/ Ordóñez, C. (17.03.2024), X (antes Twitter), 
#TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/alberto-negro-viguera/
https://mapadelterror.com/victims/andres-guerra-pereda/
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rotunda desde el movimiento ecologista contra ETA. Marimar Negro, hija de 

Alberto, declaró para el diario El Correo: “ETA pervierte todo lo que toca. La 

mafia hace lo mismo, pero no van por la vida de buenos samaritanos, de 

defensores de causas nobles”27.  

 

Expediente judicial: 

 

El recorrido judicial de este expediente es más que cuestionable. Por este 

crimen solo se juzgó y condenó a José Antonio Torre Altonaga a veinte años de 

prisión, de los que cumplió 15 años y 6 meses, mientras el resto lo hizo en 

libertad provisional. Torre Altonaga fue quien proporcionó toda la información al 

comando de ETA y facilitó su entrada en la central para cometer el atentado, ya 

que era trabajador de la misma. Sin embargo, se arrepintió de sus actividades 

terroristas y gracias a sus declaraciones se pudo procesar a los dos autores de 

este atentado, los que dio amparo y encubrió, así como al autor intelectual del 

mismo. Por tanto, se juzgó: 

- A Martín Apaolaza Azcargorta y a José Luis Palmou Fidalgo, por dos delitos 

de asesinato y diez delitos de lesiones, el segundo en grado en encubrimiento, 

aunque ambos fueron absueltos por la sentencia nº 17/90 de 11-05-1989, por 

no quedar suficientemente demostrada su participación. 

- A Juan Lorenzo Santiago Lasa Michelena, como autor por inducción, siendo 

absuelto por la Sentencia nº 24/93 de 14-05-1993 por no quedar 

suficientemente demostrada su participación. 

Al acto de este juicio no comparecen dos testigos propuestos por la 
acusación y no se pide la suspensión. 

No consta que se pidiera la testifical de Torre Altonaga en estos juicios, ni que 

él se negara a hacerlo, por lo que, al fundamentarse las absoluciones en la 

falta de prueba y basarse las acusaciones únicamente en las declaraciones de 

 
27 Ibid.. Gil, L. (4 de marzo de 2018). “ETA envió a un cura para disculparse por matar a mi padre, y le eché de casa”, El Correo. 
https://www.elcorreo.com/politica/envio-cura-disculparse-20180304201103-
nt.html?ref=https%3A%2F%2Fwww.elcorreo.com%2Fpolitica%2Fenvio-cura-disculparse-20180304201103-nt.html 

https://www.elcorreo.com/politica/envio-cura-disculparse-20180304201103-nt.html?ref=https%3A%2F%2Fwww.elcorreo.com%2Fpolitica%2Fenvio-cura-disculparse-20180304201103-nt.html
https://www.elcorreo.com/politica/envio-cura-disculparse-20180304201103-nt.html?ref=https%3A%2F%2Fwww.elcorreo.com%2Fpolitica%2Fenvio-cura-disculparse-20180304201103-nt.html
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Torre Altonaga, no se pueden considerar jurídicamente incorrectas. Esto es así, 

sobre todo, si se tiene en cuenta que esas declaraciones no son sometidas a 

contradicción en los juicios, por lo que no podían ser la única prueba para 

justificar una condena. 

Respecto al etarra Emilio Martínez de Marigorta, fue trasladado desde París a 

Cabo Verde el 23 de febrero de 1985 junto con otros criminales de la banda 

terrorista, una práctica que era habitual del gobierno español en  esa  época. 

Su responsabilidad penal se declaró extinguida por prescripción (auto de 05-

04-2000) y en el año 2022 regresó al País Vasco, al declararse extinguida su 

responsabilidad criminal. 

Años después de su salida de la cárcel, el único procesado, Torre Altonaga, se 

presentó en 2005 a las elecciones en Munguía, en la denominada “lista blanca” 

de Aukera Guztiak, para burlar la ilegalización de Herri Batasuna (HB). 

Posteriormente, en 2023 figuraba en las listas para las elecciones autonómicas 

y municipales como candidato por EH Bildu. 

Así, se produjo un daño añadido al causado por el mal funcionamiento de 
la Administración de Justicia, que fracasó casi por completo debido a una 

deficiente acusación, cuando se podría haber logrado las condenas de los 
autores con la testifical de Torre Altonaga, sometiendo su declaración a 

contradicción en el juicio. 
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3. Jesús Lolo Jato 

 

 

15 de abril de 1978 

 

Un miembro de ETA efectuó varios disparos a 
última hora de la noche contra dos agentes de la 
Policía Municipal que vigilaban el parque Doctor 
Areilza, de Portugalete, cuando éstos procedían a identificarlo tras una 

accidentada huida en la que el terrorista dejó abandonada una bolsa de 

deporte con dos subfusiles, un revolver, dos granadas de mano y abundante 

munición. Uno de ellos, Jesús Lolo, resultó alcanzado por 
varios disparos. Como consecuencia de las graves heridas sufridas, 

quedó postrado tras múltiples operaciones en una silla de ruedas hasta su 

fallecimiento 25 años después. La bala se le quedó alojada en la zona medular. 

Por entonces, su hija Maribel tenía tan solo cuatro años y, como ella misma 

relata, a partir de entonces el hospital se convirtió en su casa y recuerda: “Mi 

padre pudo haber disparado al terrorista, pero decidió no tener ese cargo de 

conciencia”. Incluso sin haberse detenido nunca a nadie, lo perdonó. Vivió 

siempre con terribles dolores, más de treinta operaciones y apenas salía de 

casa, porque no tenían ascensor y necesitaba ayuda. Su hija Maribel 

manifiesta: “No puedo vivir con odio, pero tampoco olvidar, me han robado la 

infancia, pero aquí estoy gracias a mi madre, la mujer que nos sacó adelante a 

mi padre y a mí”. Su madre, Luisa, falleció recientemente28. 

 

 
28 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Jesús Lolo Jato. https://mapadelterror.com/victims/jesus-lolo-jato/ Ordóñez, C. 
(15.04.2024), X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/jesus-lolo-jato/


P á g i n a  | 50 
 

Expediente judicial: 

 

En la investigación de este atentado, se producen negligencias inexplicables. 

En un principio dos terroristas intentan robar, sucesivamente, dos coches. Al 

fracasar en el primer intento de robo, tienen contacto visual con tres testigos, 

pero no consta en el sumario que se pidiera a dichos testigos un 
reconocimiento fotográfico de posibles miembros de ETA —ni los Jueces 

Instructores, ni los Fiscales, solicitan que se realicen dichos reconocimientos 

fotográficos—. 

El sumario consta de 47 folios, por lo que no es posible que se realizara una 

investigación suficiente y, de hecho, no se efectuó. El Juzgado Central de 

Instrucción nº1 de la Audiencia Nacional dictó auto de incoación de sumario por 

terrorismo el 04-05-1980, que se tramitó con el nº 37/78, y ordenó la práctica 

de unas diligencias que resultaban irrelevantes para la resolución de los 
hechos —como que se informe sobre el funcionamiento de las armas 

incautadas—. El resto de las diligencias que se practicaron son aquellas 
impuestas por la Ley de Enjuiciamiento Criminal que no se habían 
practicado en su momento, como la toma de declaración judicial de un testigo 

residente en Madrid que vio a los terroristas. Sin embargo, no se le solicita a 
dicho testigo que haga una descripción de los mismos y las declaraciones 
judiciales de Jesús y su compañero son meramente protocolarias, a fin de 
cumplir con el trámite—se hacen porque es obligatorio hacerlas, pero sin 
que se evidencie pretensión de obtener información relevante para el 
caso—. Tampoco se le pide a ninguno, como se ha señalado, que vayan a 
hacer reconocimiento fotográfico, cuando los tres habían visto al 
terrorista. 

La Audiencia Nacional solo se centró en las cuestiones sanitarias. El 
sumario no va más allá del alta médica de Jesús.  Así, se dicta auto de 

transformación en sumario ordinario el 01-02-1979 y tres días después de 

recibirse en el Juzgado noticia de la referida alta, se dicta auto de conclusión 

del mismo el 21-02-1979.  
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4. José María Portell Mansó 
 
 
 

28 de junio de1978 

 

José María Portell fue el primer periodista 
asesinado por ETA, un profesional de reconocido 
prestigio como redactor jefe de La Gaceta del Norte, además de trabajar 

para otros medios como La Hoja del Lunes de Bilbao, de la que era director, La 

Vanguardia, ABC y Associated Press. En Euskadi se recuerda a Portell como 

un profesional meticuloso, con acceso a fuentes de información codiciadas por 

todo periodista que buscara contextualizar un fenómeno como el terrorismo, 

que a finales de los 70 comenzaba a mostrar su cara más cruel a la sociedad. 

Tanto era así que, por su acceso a personas cercanas a ETA, pudo actuar 

como mediador en algunos secuestros perpetrados por la banda terrorista29.  

Había cubierto el proceso de Burgos contra 16 miembros de ETA acusados de 

varios asesinatos cometidos durante la dictadura de Franco. También vivió los 

secuestros de Lorenzo Zabala y Felipe Huarte, a los que ETA privó de libertad 

en 1972 y 1973, respectivamente. Su labor profesional la ejerció, sobre todo, 

en el ámbito municipal, aunque el contexto en el que le tocó vivir le llevó a 

interesarse por el fenómeno terrorista. Así se desprende de dos libros que 

publicó, Los hombres de ETA (1976) y Euskadi: una amnistía arrancada (1977), 

cuyo epílogo contenía una reflexión que no se marchitaría en décadas: “ETA 

desaparecerá cuando la mayoría del pueblo vasco considere su presencia 

como innecesaria y contraproducente porque cree más en la democracia que 

en las pistolas”30. 

 
29 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 69-
71 y 77. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, José María Portell Manso: https://mapadelterror.com/victims/jose-maria-
portell-manso/  
30 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/jose-maria-portell-manso/
https://mapadelterror.com/victims/jose-maria-portell-manso/
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A las nueve de la mañana del día del atentado, dos etarras vestidos con 

chándal rojo se presentaron frente a su casa de Portugalete (Vizcaya) —

algunos testigos declararon que quizá vieron a los terroristas apostados en la 

calle desde la noche anterior—, en la calle Muelle de Churruca —muy cerca del 

Puente Colgante—, y allí aguardaron hasta que vieron salir al periodista, que 

se disponía a acudir a su lugar de trabajo en la redacción de La Gaceta del 

Norte. No dispararon cuando José María apareció, sino que esperaron a que se 

sentara en su Seat 124 blanco con matrícula de Bilbao para dispararle siete 

veces a corta distancia cuando estaba a punto de arrancar el coche. Le 

impactaron tres balas, dos de ellas en el corazón. El encargado de unas 

piscinas fue el primero en llegar al lugar de los hechos y reconoció 

inmediatamente a Portell. El vehículo estaba aparcado en frente de su casa, 

donde su mujer, Carmen Torres Pipa, también periodista, y sus dos hijos se 

encontraban todavía desayunando. Oyeron las detonaciones e inmediatamente 

las asociaron a las amenazas recibidas por el informador meses atrás. Ella se 

asomó al balcón y corrió a socorrer a su esposo, que prácticamente murió en 

sus brazos. Un médico, vecino de la víctima, bajó también rápidamente a la 

calle y solo pudo certificar la muerte31.  

 

Expediente judicial32: 

 

El 23 de octubre de 2008, la documentación judicial que contenía todo el 

trabajo realizado por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y la Administración 

de Justicia en torno al asesinato de José María fue destruida a través de un 
expurgo llevado a cabo sin que el expediente llegara nunca a la Audiencia 

Nacional, donde debía haberse abierto el correspondiente sumario desde un 

primer momento. 

 

 

 
31 Ibid. 
32 Ibid. 
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5. José Javier Jáuregui Bernaola 
 
 
 
 

8 de julio de 1978 

 

ETA asesinó al juez de paz de la localidad vizcaína 
de Lemona José Javier Jáuregui en el interior del bar 
propiedad de su familia. José Javier estaba vinculado al Movimiento 

Nacional y mostraba la bandera española en el interior del bar que gestionaba 

en la calle Estación y que también hacía las veces de expendeduría de tabaco. 

Juana, empleada del establecimiento, contó que José Javier recibió una 

llamada y que tras colgar el teléfono ella le dio un peine para que se acicalase 

en un pequeño baño del local. Fue entonces cuando, apostada en la cocina, vio 

cómo dos individuos accedieron al bar en torno a las 15:30 horas. Uno de ellos 

preguntó a la víctima si era Javier Jáuregui y cuando respondió que sí, le 

dispararon cinco proyectiles. Dos impactaron a la altura del tórax, otro en la 

parte izquierda del abdomen y un cuarto justo por encima del codo del brazo 

izquierdo. Tras atravesar el cuerpo de José Javier, las balas fueron a dar contra 

un frigorífico de seis puertas emplazado al fondo del mostrador. En torno al 

cadáver, los agentes encontraron cinco casquillos de bala marca Geco del 

calibre 9 milímetros Parabellum. José Javier tenía 38 años y antes del atentado 

ya había contado a sus personas más cercanas que estaba recibiendo 

amenazas por parte de ETA, sobre todo telefónicas33.  

 

 
33 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 35-
39 y 330. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, José Javier Jáuregui Bernaola. https://mapadelterror.com/victims/javier-
jauregui-bernaola/  

https://mapadelterror.com/victims/javier-jauregui-bernaola/
https://mapadelterror.com/victims/javier-jauregui-bernaola/
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Expediente judicial34: 

 

La investigación se limitó al testimonio de Juana, la empleada del 

establecimiento. De poco sirvió que la persona a la que los etarras robaron el 

coche utilizado en el atentado viera el rostro de los terroristas. Los dos etarras 

ejecutores huyeron con la cara cubierta en un Simca 1200 LS azul con 

matrícula de Bilbao, en el que esperaban otros dos terroristas con la cara 

descubierta. El coche había sido robado una hora antes a punta de pistola en 

Durango (Vizcaya). A su propietario, J. S. F., le salió al paso un etarra cuando 

se dirigía en su vehículo a echar una partida de cartas en el bar Arcarazo. 

Según la víctima del robo, este le dijo: “No te muevas, no te va a pasar nada, 

pasa al otro asiento y abre el seguro de la puerta trasera”. Obedeció y subieron 

al coche otros tres miembros de la organización. Y ahí le advirtieron: “No hagas 

movimientos raros. Los que van atrás te están apuntando”. 

A un kilómetro de la N-634, en la localidad de Amorebieta, los terroristas 

pararon en un pinar donde ataron a J. S. F. de pies y manos y le colocaron un 

esparadrapo blanco en la boca. Le dijeron que volverían para liberarle en una 

hora y media. Cuando el comando se fue, J. S. F. logró deshacerse del 

esparadrapo y comenzó a silbar. Le oyeron vecinos del lugar y le liberaron. La 

víctima del robo, en sus declaraciones ante la Policía, dio un dato importante: 

quienes le sustrajeron el vehículo tenían el rostro totalmente “al descubierto” 

(JCI nº1, sumario 78/78, p. 36). 

A la Audiencia Nacional se le trasladó el expediente el 14 de septiembre de 

1978. El 29 de septiembre de ese mismo año, el Juzgado Central de 

Instrucción número 1 dictó un auto de incoación —es decir, se hizo cargo del 

sumario— y ese mismo día, señaló lo siguiente: “Habiéndose practicado 

cuantas diligencias se han creído necesarias para la determinación del hecho 

sumarial y sus circunstancias, sin que aparezca indicada a juicio del que 

provee otra, procede terminar el sumario. Se declara concluso este sumario” 

(JCI nº1, sumario 78/78, p. 46).  

 
34 Ibid. 
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La Audiencia Nacional despachó el asesinato en apenas veinticuatro 
horas. No puso en su punto de mira a los miembros del comando, que cayeron 

en manos de las Fuerzas de Seguridad tras el asesinato de Antonio Pérez 

García el 17 de mayo de 1979, todo pese a que este crimen se produjo en 

circunstancias muy similares a las que rodearon el atentado contra José Javier 

Jáuregui. En 1979 la Audiencia Nacional condenó a Juan José Larrinaga 

Echeverría, natural de Amorebieta, a más de 26 años de cárcel por este 

asesinato y en 1987 impuso condenas a los demás miembros del talde: Juan 

José Legorburu Guerediaga, Ernesto María Alberdi Olano, Juan Antonio Urrutia 

Aurtenecke y Fernando Iráculis Albizu, los tres últimos de Amorebieta.  

Pese a que hubo informaciones que señalaban al grupo Kioto como autor 
del atentado contra el juez de paz José Javier Jáuregui Bernaola —el radio 

de actuación del comando se enmarcaba en los alrededores de Amorebieta, 

Durango y Lemona—, la detención de los etarras que integraban esa célula 
no supuso la revisión del caso de José Javier.  

Los investigadores no dieron importancia al hecho de que los asesinos 
de José Javier Jáuregui abandonasen en Amorebieta el vehículo con el 
que perpetraron el asesinato. Y eso que la localidad, clave en el plan de 

huida del comando, era el lugar de residencia de cuatro de los cinco 
terroristas detenidos meses después por el atentado contra Antonio 
Pérez García. 

Tampoco tuvieron en consideración dichos investigadores que, en 1988, el 

propio Juzgado Central de Instrucción número 1 dictase un auto de 
procesamiento contra Miguel Ángel Aldana Barrena, alias “Askatu”, por 

haber constituido y dirigido el comando Kioto que acabó con la vida de Antonio 

Pérez García en mayo de 1979. De hecho, en 1999 la Audiencia Nacional 

cursó a las autoridades de Venezuela una solicitud de extradición por tres 

causas —una de ellas, la del asesinato de Pérez García—. 

Nadie llamó a declarar a estos criminales por el atentado perpetrado contra 

el juez de paz, tampoco fueron expuestos ante rueda de reconocimiento 
alguna para que el dueño del coche, que miembros de ETA sustrajeron para 
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matar a la víctima, pudiese determinar si fueron ellos los que le robaron el 

vehículo. 
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6. Aurelio Salgueiro López 

 

 

28 de agosto de 1978 

 

ETA-CCAA asesinó en Mondragón al guardia civil 
Aurelio Salgueiro. Aurelio se dirigía al cuartel después 
de haber recogido la correspondencia en Correos, como 

hacía todos los días a la misma hora, cuando de repente fue abordado por la 

espalda por un miembro de los Comandos Autónomos Anticapitalistas (CCAA) 

y le disparó sin que pudiera ofrecer resistencia alguna. Quedó boca arriba, la 

correspondencia desparramada y fue rematado el suelo delante de uno de sus 

hijos, de 14 años, con el que se acababa de encontrar. Inmediatamente 

después, el terrorista se dio a la fuga en un vehículo Renault 5 TL de color 

amarillo, en el que le esperaba un segundo terrorista, y que había sido robado 

a punta de pistola en Éibar a las nueve y media de la mañana del mismo día. 

Las personas que se encontraban cerca se protegieron en una zapatería por 

temor a ser heridas y el cuerpo de Aurelio permaneció en el suelo durante más 

de 15 minutos desangrándose sin que nadie acudiera a socorrerlo, mientras su 

hijo, en estado de shock, daba aviso al cuartel. Finalmente, la víctima fue 

trasladada en un turismo particular al centro asistencial de Mondragón, donde 

ingresó cadáver35. 

Aurelio tenía mujer y siete hijos. Según recuerda su hija Esther, su mayor 

preocupación era que todos sus hijos pudieran estudiar, “algo que él no pudo 

hacer por las circunstancias de la vida en esa época”. Antes del atentado, le 

habían comunicado que sería ascendido a sargento y con el ascenso podía 

escoger su siguiente destino y había elegido A Coruña, su tierra natal. Esther 

 
35 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Aurelio Salgueiro. https://mapadelterror.com/victims/aurelio-salgueiro-lopez/ 
Ordóñez, C. (28.08.2023), X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/aurelio-salgueiro-lopez/
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recuerda: “Ese día subió a casa muy contento a decirnos que nos 

marchábamos”. Cuando lo asesinaron, faltaban cinco días para que la hija más 

joven cumpliera un año36. 

El cuartel ya había sufrido varios atentados. Las familias vivían recluidas dentro 

sin apenas vida social en el pueblo, sufriendo el rechazo más absoluto de los 

vecinos. Hasta el lechero que acudía al recinto sufrió las amenazas y dejó de ir. 

Esther, hija de Aurelio, declaró en COPE: “Cuando asesinaron a los primeros 

miembros del cuartel el miedo pasó a formar parte de todos los que vivíamos 

allí. Empezamos a sentir el rechazo, las amenazas, dejamos de salir a paseo 

por el pueblo y tan solo salíamos del cuartel para ir al colegio o para comprar el 

pan. En aquellos años, el sueldo de un guardia civil no daba para ir de 

vacaciones, con lo que toda nuestra vida transcurría dentro del cuartel. En el 

colegio sufrí insultos y el rechazo por parte de mis compañeros. Insultos y 

rechazo que continuaron años después en el Instituto”37. 

 

Expediente judicial: 

 

La investigación judicial por el asesinato de Aurelio fue inexistente, ni tan 

siquiera se incoó el preceptivo sumario, únicamente se incoaron Diligencias 

Previas, incumpliendo lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal.  

Además, estas Diligencias Previas se cerraron en 7 meses sin que nadie 

haya sido condenado por este crimen, por lo que sigue impune. 

El informe de autopsia está manuscrito, no describe la trayectoria de las 
heridas, que se debe deducir del informe. No describe si son de adelante hacia 

atrás o viceversa, ni si son trayectorias ascendentes o descendentes. Todo ello 

son datos relevantes a la hora de conocer la identidad del autor de los hechos. 

El Juez Instructor debió de exigir al médico forense que dictara a un 
 

36 Albo, F. (29.08.2023). “La memoria de un guardia civil asesinado por ETA: ‘Nadie nos ha pedido nunca perdón’”, La Voz de 
Galicia.  
https://www.lavozdegalicia.es/noticia/galicia/2023/08/29/memoria-guardia-civil-asesinado-eta-pedido-nunca-
perdon/0003_202308G29P9995.htm 
37 Ruiz de Azúa, S. (4.06.2020). “ETA asesinó a mi padre cinco días antes de que mi hermana cumpliera un año”, COPE, Memoria, 
Dignidad y Justicia. https://www.cope.es/emisoras/pais-vasco/vizcaya/bilbao/853-memoria-dignidad-justicia/noticias/eta-asesino-
padre-cinco-dias-antes-que-hermana-cumplera-ano-20200604_751091 

https://www.lavozdegalicia.es/noticia/galicia/2023/08/29/memoria-guardia-civil-asesinado-eta-pedido-nunca-perdon/0003_202308G29P9995.htm
https://www.lavozdegalicia.es/noticia/galicia/2023/08/29/memoria-guardia-civil-asesinado-eta-pedido-nunca-perdon/0003_202308G29P9995.htm
https://www.cope.es/emisoras/pais-vasco/vizcaya/bilbao/853-memoria-dignidad-justicia/noticias/eta-asesino-padre-cinco-dias-antes-que-hermana-cumplera-ano-20200604_751091
https://www.cope.es/emisoras/pais-vasco/vizcaya/bilbao/853-memoria-dignidad-justicia/noticias/eta-asesino-padre-cinco-dias-antes-que-hermana-cumplera-ano-20200604_751091
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oficial del Juzgado el informe para tenerlo mecanografiado y legible y que 
lo complementara con la trayectoria de las heridas. Sin embargo, no lo hizo. 

El arma con que asesinaron a Aurelio fue intervenida en Mondragón el 15-11-

1978, una pistola marca F.N. modelo "Hi-Power", recamarada para cartuchos 

del 9 x 19 mm. Parabellum y número de serie 76-C-06.658, que le fue 

incautada a Roberto Aramburu Uribarren, quien falleció en un enfrentamiento 

con la Guardia Civil tras ametrallar el acuartelamiento de Arechavaleta. En 

dicho enfrentamiento también falleció José María Iturrioz Garmendia y resultó 

herido Enrique Zurutuza Odriozola.  

Dado el escaso tiempo trascurrido entre ambos atentados y el hecho de que el 

comando operaba en la misma zona, puede deducirse que el mismo comando 

que asesinó a Aurelio podría estar formado por Aramburu Uribarren, Iturrioz 

Garmendia y Zurutuza Odriozola, pese a ello el Juez Instructor no ordena 
ninguna diligencia para esclarecer este extremo, ni tan siquiera ordena 
tomar declaración al superviviente, Zurutuza Odriozola, por lo que nada 
se esclareció. 

Tras unirse testimonio a los autos, se dicta auto de sobreseimiento por no 

constar autores conocidos. 
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7. Anselmo Durán Vidal 

 

 

9 de octubre de 1978 

 

ETA asesinó al guardia civil Anselmo Durán 
cuando salía del cuartel de Elgóibar vestido de paisano 
para ir al centro de la ciudad hacia la oficina de correos 
para depositar la correspondencia oficial. Al atravesar un puente sobre el 

ferrocarril, fue tiroteado desde un coche Ford Fiesta gris metalizado 

estacionado cerca y que tenía cuatro terroristas dentro. El cabo primero recibió 

ocho impactos de bala y permaneció en el suelo sobre un gran charco de 

sangre. Una de las primeras personas que se acercó al herido fue su hijo de 13 

años, quien al ver a su padre acribillado a balazos se echó a llorar 

desconsoladamente y subió corriendo a avisar al acuartelamiento, situado a 

unos cien metros del lugar del crimen. Anselmo, todavía vivo, fue recogido por 

un Land Rover de la Guardia Civil e ingresado en el hospital Nuestra Señora de 

Aránzazu de San Sebastián, donde falleció. Unas horas después también se 

produjo el asesinato del guardia civil Ángel Pacheco Pata38. 

No solo ningún vecino ayudó a la familia, sino que celebraron su asesinato. Su 

hija Pilar recuerda el horror y la crueldad que padecieron: “Vi una jauría 

humana junto al cadáver de mi padre, que estaba vitoreando que lo hubieran 

asesinado. Nos echaron del pueblo”39. 

 
38 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Anselmo Durán Vidal. https://mapadelterror.com/victims/anselmo-duran-vidal/ 
Ordóñez, C. (9 de octubre de 2023). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
39 COPE. (17 de octubre de 2019). “Alrededor del cadáver de mi padre había una jauría jaleando su asesinato”, COPE. 
https://www.cope.es/emisoras/pais-vasco/amp/audios/alrededor-del-cadaver-padre-habia-una-jauria-jaleando-asesinato-
20191017_894312?__twitter_impression=true 
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Anselmo prestaba sus servicios en Elgoibar desde 1973 y se encargaba de la 

intervención de armas. Estaba casado, tenía 40 años y era padre de seis hijos 

con edades comprendidas entre los 3 y 19 años.  

 

Expediente judicial: 

 

Nuevamente, se ha de repetir lo que es una tónica frecuente con los 

expedientes judiciales en esta materia, el crimen permanece impune por la 
falta de investigación de quienes estaban obligados a ello. La investigación 

policial y judicial es inexistente e incluso raya el surrealismo. 

Como en otras ocasiones, no consta que se hiciera una búsqueda de 
huellas digitales en el coche que utilizaron los terroristas para cometer el 

atentado, antes de devolverlo a su dueño. Consta en los autos, en contestación 

al requerimiento del Juzgado de Instrucción de Bergara sobre remisión de los 

casquillos hallados por parte del puesto de la Guardia Civil de Elgoibar, que, de 

los cinco casquillos recogidos “tres de los mismos, han sido enviados al 

Gabinete Técnico Policial de la Dirección General del Cuerpo, y los dos 

restantes, al Gabinete Técnico de Identificación Policial, de la Policía 

Gubernativa de San Sebastián para su examen y prueba en balística, por lo 

que lamenta el no podérselos adjuntar.” Es decir, decidieron partir la prueba 
balística entre dos cuerpos policiales, lo que no tiene explicación alguna, 
y, además, lo hicieron sin autorización ni control judicial. 

Al igual que en el caso de Aurelio Salgueiro López, el arma con que asesinaron 

a Anselmo fue intervenida en Mondragón el 15-11-1978, una pistola marca F.N. 

modelo "Hi-Power", recamarada para cartuchos del 9 x 19 mm., Parabellum y 

número de serie 76-C-06.658, que le fue incautada a Roberto Aramburu 

Uribarren, quien falleció en un enfrentamiento con la Guardia Civil tras 

ametrallar el acuartelamiento de Aretxavaleta. En dicho enfrentamiento también 

falleció José María Iturrioz Garmendia y resultó herido Enrique Zurutuza 

Odriozola.  
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Dado el escaso tiempo trascurrido entre ambos atentados y el hecho de que el 

comando operaba en la misma zona, puede deducirse que este mismo 

comando que asesinó a Anselmo Durán podría estar formado por Aramburu 

Uribarren, Iturrioz Garmendia y Zurutuza Odriozola. Pese a ello, el Juez 
Instructor, no ordena ninguna diligencia para esclarecer este extremo, ni 
tan siquiera ordena tomar declaración al superviviente, Zurutuza 
Odriozola, por lo que nada se esclareció. 

Tras unirse testimonio a los autos, se mandan practicar las diligencias de 

trámite que faltan y se dicta auto de sobreseimiento por no constar autores 

conocidos.  
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8. Alberto Villena Castillo 

 

 

14 de octubre de 1978 

 

Alberto Villena era guardia civil de 27 años, casado 
y con una hija de apenas dos años. De origen 
granadino, llevaba tres años destinado en el cuartel de 
Lekeitio como especialista en la vigilancia de costas y su 

labor era evitar que el contrabando se introdujese a través del puerto. Según 

relató el Diario Vasco en la última página de su edición del 15 de octubre, el día 

del atentado se encontraba paseando por los muelles portuarios de la localidad 

vizcaína, próximo al puesto de especialistas fiscales de la Guardia Civil, “cerca 

de donde se hace la venta de pescado, frente a la gasolinera”. Según el 

rotativo, “varios individuos que viajaban en un coche blanco dispararon una 

ráfaga de ametralladora contra el guardia, que resultó gravísimamente herido”. 

El vehículo era un Simca 1200 ocupado por cuatro terroristas y de los cinco 

disparos que le alcanzaron, uno de le dio en el corazón. Tras ser llevado al 

cuartel para los primeros auxilios, fue trasladado al Ambulatorio de la 

Seguridad Social, donde ingresó cadáver40. 

El atentado fue reivindicado por ETA Militar el 16 de octubre de 1978. El 

comunicado de la organización no solo fue redactado para anunciar la autoría 

del crimen, también para hacer todo un llamamiento a la reorganización de la 

estrategia terrorista41.  

 
40 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp.39-
43. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Alberto Villena Castillo. https://mapadelterror.com/victims/alberto-villena-
castillo/  
41 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/alberto-villena-castillo/
https://mapadelterror.com/victims/alberto-villena-castillo/
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Expediente judicial42: 

 

En 2010 el expediente del asesinato de Alberto no estaba localizado. Esto 

se evidenció en virtud del informe oficial titulado Balance Provisional sobre la 

información solicitada por las víctimas de ETA en relación con 349 atentados 

cometidos por la banda terrorista, elaborado por la Presidencia de la Audiencia 

Nacional y, concretamente, por la Oficina de Asistencia a Víctimas del 

Terrorismo. Este documento vio la luz en 2012, después de que, a mediados 

de 2010, aquella mantuviese una reunión con los representantes de algunos de 

los principales colectivos de víctimas del terrorismo en España: la Fundación 

de Víctimas del Terrorismo, la Fundación Miguel Ángel Blanco y la Asociación 

Dignidad y Justicia. 

Al incluir el asesinato de Alberto en su investigación, la Presidencia de la 

Audiencia Nacional recopiló toda la información que pudo en torno al crimen en 

un anexo titulado: “Asuntos con número de registro inicialmente desconocido 

que han sido localizados a fecha de 19 de julio de 2012”. Según reza la 

documentación, de este caso se ocupó el Juzgado Central de Instrucción 
número 2 de la Audiencia Nacional que, después de que el guardia civil 

fuese asesinado el 14 de octubre de 1978, dictó el sobreseimiento —lo cerró de 

forma provisional por falta de pruebas incriminatorias— el 26 de abril de 1979. 

Tras esos escasos seis meses de investigación, el mismo juzgado dictó el 
“archivo” del expediente el 4 de mayo de 1979. 

Teniendo en cuenta esos hechos, lo único que, en principio, podría achacarse 

a la Administración de Justicia sería el escaso tiempo que dedicó a la 

resolución de algo de tanta trascendencia como es un asesinato terrorista. Sin 

embargo, no fue eso lo único. Para elaborar su informe, la Presidencia de la 

Audiencia Nacional se puso en contacto con la Dirección General de la Policía 

y de la Guardia Civil con el objetivo de que las Fuerzas de Seguridad 

remitiesen “cuantos datos obrasen en sus bases y archivos acerca del Juzgado 

 
42 Ibid. 
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a que se remitieron las actuaciones en paradero desconocido, o bien cualquier 

otro dato que pudiera facilitar la localización de la causa y estado de 

tramitación”. Pues bien, la Policía y la Guardia Civil revelaron que en sus 
bases de datos aparecían tres presuntos “autores del asesinato”, 

sospechosos potenciales a los que las Fuerzas de Seguridad habían marcado: 

Manuel Urionabarrenetxea Betanzos, Juan Luis Lecuona Elorriaga y Juan 

Antonio Urruchua Cearreta (Balance Provisional sobre la información solicitada 

por las víctimas de ETA en relación con 349 atentados cometidos por la banda 

terrorista, Anexo II, p. 60). 

Policía y Guardia Civil señalaron que Manuel Urionabarrenetxea Betanzos y 

Juan Luis Lecuona Elorriaga habían muerto. No obstante, junto al nombre de 

Juan Antonio Urruchua Cearreta no aparecía ninguna coletilla y el informe solo 

reflejaba que era la tercera pata de un grupo de tres terroristas presuntamente 

implicados en el asesinato de Alberto Villena el 14 de octubre de 1979. 

Con todo y con ello, el Juzgado Central de Instrucción número 2 de la 
Audiencia Nacional dio carpetazo al expediente de Alberto Villena el 4 de 
mayo de 1979. En 2012 esa era la última actuación, un auto de archivo por 

falta de indicios que apuntasen a presuntos autores del crimen. Sin embargo, lo 

que el sumario de Alberto no reflejaba en 2012 es que las Fuerzas de 

Seguridad capturaron a Juan Antonio Urruchua Cearreta en 1987. 

Lo anunció la Secretaría de Estado para la Seguridad el 4 de octubre de 1987 

(ABC, 5 de octubre de 1987). En el marco de un operativo antiterrorista que 

aún no había concluido, el Gobierno de España anunció que durante una 

redada realizada en el País Vasco francés dos días antes, el 3 de octubre, 

habían sido detenidos 42 etarras, entre los que se encontraba Urruchua 

Cearreta. El terrorista estaba acusado de ser miembro del comando legal 

Busturia. Se le atribuían un asesinato, un atentado contra un vehículo del 

Ejército en el que resultó herido un teniente coronel y varios atentados 

perpetrados con explosivos contra instalaciones de Iberduero. Fue sorprendido 

por las Fuerzas de Seguridad en abril de 1981, pero logró huir a Francia, donde 

fue apresado. El 5 de octubre de 1987 las autoridades galas lo expulsaron a 

España, pero eso no conllevó la reapertura del expediente judicial de Alberto 

Villena. De modo que, pese a que en 2012 la Policía y la Guardia Civil tenían 



P á g i n a  | 66 
 

información que le incriminaba, la última actuación judicial que reflejaba el 

sumario de Alberto estaba fechada el 4 de mayo de 1979. Así, cuando este 
terrorista cayó en manos de las autoridades españolas, aún faltaban doce 
años para que el asesinato de Alberto Villena prescribiese, pero al no 
efectuar actuación alguna, la responsabilidad penal de los autores, entre 
ellos presuntamente Urruchua Cearreta, expiró en 1999. 

Las imputaciones de etarras sobre los que las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad colocaron su foco nunca llegaron. Ni en el caso de Alberto 
Villena ni en el de otros muchos asesinados por ETA pertenecientes al 
estamento policial o militar. 
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9. Luis Candendo Pérez 

 

 

9 de noviembre de 1978 

 

Tras finalizar su jornada laboral en Altos Hornos, 
Luis Candendo se dirigió en coche a su casa. Al llegar 
tocó el claxon. Era la señal para que su mujer, María 
Luisa Zabala, le diera un bocadillo y desde allí tenía previsto ir a 

una sociedad gastronómica. Tras dejar la mujer el bocadillo en el asiento del 

copiloto, otro turismo ocupado por dos terroristas, un Simca 1200 de color 

beige, detuvo la marcha a su altura y un individuo encapuchado descendió por 

el lado izquierdo, disparándole once veces y produciendo su muerte de manera 

inmediata. En el lugar de los hechos se encontraron once casquillos y de los 

once disparos, diez impactaron en el cuerpo de Luis. María Luisa subió a su 

casa presa del pánico y aterrorizada, dirigiéndose a sus hijos, gritó: “Han 

matado a vuestro padre”43.  

Luis se había trasladado al País Vasco para trabajar y en un baile conoció a 

una chica de caserío con la que se casó y tuvo tres hijos. Se fueron a vivir a las 

viviendas de los polígonos de los pueblos industriales. Cuatro meses antes de 

su asesinato se afilió a UCD y con eso firmó su sentencia de muerte. Lo 

mataron en su rutina habitual, cuando recogía el bocadillo que su mujer le 

entregaba por la ventanilla del coche tras su jornada laboral, camino de la 

sociedad para pasar un rato con su cuadrilla. Lo sabían todo de él: el papel 

clave de los chivatos. Era íntimo amigo de José Fernando Artola Goicoechea, 

que también sería asesinado por ETA muy poco después, el 30 de enero de 

 
43  COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Luis Candendo Pérez. https://mapadelterror.com/victims/luis-candendo-perez/ 
Ordóñez, C. (09.11.2023), X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/luis-candendo-perez/
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1979. María Luisa, la viuda de Luis, fue una de las asistentes al funeral. Esto 

era ETA44. 

Los terroristas eran dos y habían robado como de costumbre un coche para 

cometer el atentado. Al propietario le dijeron que no avisase a la policía hasta 

las 22:00 horas. Este se fue a la piscina y luego a la Guardia Civil45.  

Luis tenía 42 años, era de Ribadavia (Orense), pero llevaba 25 años viviendo 

en Guipúzcoa. Estaba casado con María Luisa Zabala, del caserío Iraeta en 

Anzuola. Tenían tres hijos de 7, 11 y 13 años. 

 

Expediente judicial: 

 

La investigación judicial es inexistente y para comprobarlo no hay más que 

ver que el sumario consta de tan solo 24 folios y que se incoa y archiva el 
mismo día, sin ordenar ninguna diligencia de investigación. 

El informe de autopsia es impreciso, está manuscrito y es prácticamente 
ilegible. El número de impactos de bala indicado es aproximado, pudiendo 

haber recibido la víctima los once disparos realizados. La autopsia describe, 

además, seis heridas de salida, pero no consta que se recogiera ningún 

proyectil, ni del lugar de los hechos, ni del interior del vehículo. Tampoco 

consta que se extrajeran los cuatro o cinco proyectiles de los que no se 

encuentra herida de salida y, finalmente, señala que se encontraron dos 

proyectiles, uno de ellos “intacto” en el codo derecho y otro con la punta 

deformada, que el forense dice que extrae y debió entregar al Juzgado o a la 

Guardia Civil. 

Asimismo, el Juez Instructor debió de exigir al médico forense que dictara 
a un oficial del Juzgado el informe para tenerlo mecanografiado y legible 
y que extrajera los proyectiles que no tenían herida de salida para su 
análisis balístico, pero no lo hizo. Tampoco se realizó reportaje fotográfico, 
ni croquis de las heridas, como es lo habitual. 

 
44 Ibid. 
45 Ibid. 
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La única investigación policial que se realizó fue el análisis balístico de siete de 

los once casquillos o vainas encontrados en el lugar de los hechos, en el que 

se concluye que fueron empleadas dos pistolas tipo “Firebird”, por lo que no se 

puede descartar que disparan los dos terroristas intervinientes. 

No se comprende por qué no se remitieron los once casquillos, ni se sabe 
qué ocurrió con los dos proyectiles extraídos, ni la razón por la que no se 
analizaron. 

El arma se designó por su variante “Firebird”, pero en realidad era la pistola TT-

9P de fabricación húngara, también conocida como “Tokagypt 58” y se trataba 

de una de sus siete variantes46. Esta arma tiene un cargador de 7 disparos. Al 

recogerse 11 casquillos, se hubiera podido determinar si se produjeron o no 7 

disparos con la misma pistola y, por lo tanto, si participaron 1 o 2 tiradores. 

Resulta falto de profesionalidad por parte de quien remitió los casquillos 
que no informara de que se habían encontrado 11, enviando solo 7, y que, 
además, designara el arma por su variante (Firebird) y no por su modelo 
(TT-9P). Tampoco informó de que esa arma tiene un cargador de 7 
disparos, lo que es muy relevante en este caso, ni se analizó la trayectoria 
de los disparos, a fin de determinar la posible existencia de uno o dos 
tiradores. 

No se realizó ningún tipo de prueba a ninguno de los dos vehículos 
implicados. Ni se buscaron proyectiles en el vehículo de Luis Candendo, 
ni huellas dactilares en el utilizado por los terroristas, que fue localizado en 

Vergara. En lugar de eso, se devolvió dicho vehículo a su propietario antes de 

levantar atestado. Tampoco se buscaron proyectiles en las proximidades 
del lugar, donde necesariamente se deberían haber encontrado. 

Por su parte, el juez de Vergara cerró la causa el mismo día que la abrió y 
cuando, nada menos que tras un año, llegan las diligencias del juzgado 
de Vergara a la Audiencia Nacional, se dictó un auto ordenando que se 

incoara sumario “por asesinato por el procedimiento de urgencia y que se 
 

46 MANOWAR'S HUNGARIAN WEAPONS & HISTORY. (s.f.). Hungarian Weapons, Femaru Pistols, Tokagypt 58 Pistol. 
http://www.hungariae.com/Toka58.htm   
 
 

http://www.hungariae.com/Toka58.htm
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practiquen las diligencias siguientes”, dejando en blanco el apartado donde 
se han de describir las diligencias que se han de practicar. Este mismo día 

se  dictó otro auto en el que declaraba “que habiéndose practicado cuantas 

diligencias se han estimado necesarias para la determinación del hecho 

sumarial y sus circunstancias, procede declararlo concluso”. Es decir, el 
mismo día se incoa el sumario, se declara concluso y se sobresee, sin 
practicarse ninguna diligencia de investigación. Este mismo juez volvió a 

actuar de la misma manera con otra víctima, Abraham Muñoz Espinoza, 

asesinado por ETA en Irún el 19 de junio de 1979 y, a la vista de estos hechos, 

es previsible que haya más víctimas en la misma situación. En este caso, por 

tanto, se han encontrado negligencias por parte de todos los responsables 

públicos. Ni la Policía, ni el forense, ni el juzgado de Vergara ni la 
Audiencia Nacional hicieron lo que debían. Todos incumplieron sus más 
elementales obligaciones. 
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10. Hortensia González Ruiz y Antonio Ramírez 
Gallardo 

 

 

6 de enero de1979  

 

Eran novios y se habían comprometido esa misma 
Noche de Reyes, por lo que salieron a celebrarlo. No 
sabían que iban a ser sus últimos besos, sus últimos 
bailes. Apenas habían recorrido 200 metros con el coche para regresar a su 

casa en Beasain cuando sus asesinos, que les esperaban en el stop, les 

ametrallaron con ensañamiento y sin piedad. Antonio recibió 8 balazos y 

Hortensia 10. Él intentó proteger a Hortensia con su cuerpo, pero no lo logró. El 

cuerpo de Antonio se desplomó sobre el claxon de su coche, que no paró de 

sonar durante 27 interminables minutos mientras los dos jóvenes se 

desangraban. Pese a que eran muchas las personas que en esos momentos 

salían de la sala de fiestas, nadie acudió a socorrerles. Finalmente, llegaron 

tres jóvenes con conocimientos en primeros auxilios, les metieron en su coche 

y los llevaron a la clínica San Miguel. Antonio entró cadáver y Hortensia, con un 

pequeño hilo de vida, falleció enseguida. Ella fue la primera mujer asesinada 

por la banda terrorista por su vinculación a un agente de las Fuerzas de 

Seguridad. ETA avisó que el atentado debía servir como “aviso para todos los 

enemigos de Euskadi y, personalmente, a sus familiares”47. 

Esa noche Antonio quería darle una sorpresa a Hortensia, le había comprado 

una alianza, una medalla del amor y un broche con un corazón. Le dijo: “te voy 

a dar la medalla del amor. No voy a esperar. Así la luces”. Los amigos con los 
 

47 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Antonio Ramírez Gallardo: https://mapadelterror.com/victims/antonio-ramirez-
gallardo/ Hortensia González Ruiz: https://mapadelterror.com/victims/hortensia-gonzalez-ruiz/ Ordóñez, C. (6 de enero de 2024). X 
(antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/antonio-ramirez-gallardo/
https://mapadelterror.com/victims/antonio-ramirez-gallardo/
https://mapadelterror.com/victims/hortensia-gonzalez-ruiz/
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que habían salido esa noche se fueron un poco antes, pero ellos quisieron 

bailar alguna pieza más. Esa fue la pequeña tregua que tuvieron los conocidos 

como “los novios de Cádiz”. Después les esperaba ese stop mortal que los 

atraparía para siempre48. 

Los asesinos huyeron en un automóvil que habían dejado en las proximidades 

del lugar de los hechos en el que les esperaba un tercer terrorista. El vehículo 

había sido robado una hora antes a una pareja de jóvenes a los que dejaron 

maniatados y amordazados cerca del cementerio. En el lugar del crimen, se 

recogieron quince casquillos de bala del calibre 9 milímetros Parabellum, marca 

SF-74 y un cartucho de revólver. Vecinos que oyeron el fuego de metralleta 

aseguraron que, al menos, se produjeron entre 40 y 60 detonaciones49. 

Hortensia tenía 20 años y era natural de San Roque. Se encontraba pasando 

unos días de vacaciones en casa de su hermana Aurora, casada con un 

guardia civil destinado en Ordicia, donde también estaba destinado su novio 

Antonio, de 24 años, y natural de Tarifa.  

Aurora, la hermana de Hortensia, declaró: “Mi madre murió en vida. No tenía 

ganas de salir, no quería bodas ni navidades. Éramos siete hermanos y se 

preguntaba: ¿cómo voy a poner la mesa para seis, sabiendo que me falta una? 

Yo tampoco celebro la Navidad. Ese año se terminó todo”. Para Diego, 

hermano de Antonio, la tragedia tampoco terminó ahí. Tuvo un hijo que escogió 

una carrera similar, la de Mosso d’Esquadra, y estaba obsesionado con su tío 

por la sensación de pesar en las visitas al cementerio. También se llamaba 

Antonio y acabó suicidándose50. 

 

Expediente judicial: 

 

El crimen sigue impune por graves negligencias. El Juzgado Central de 

Instrucción nº2 de la Audiencia Nacional, tras recibir las actuaciones del 

Juzgado de Instrucción de Tolosa, remitidas el 15-01-1979, incoó Diligencias 
 

48 Ibid. 
49 Ibid. 
50 Ibid. 
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Previas con fecha 02-02-1979 y ordenó las diligencias procesales que faltaban, 

como los ofrecimientos de acciones, ratificaciones judiciales de declaraciones, 

lugares de inhumación de las víctimas, etc. La única diligencia de 
investigación que ordenó es la solicitud de la emisión de informe balístico 
a la Guardia Civil. Una vez recibido el informe de balística de la Guardia Civil 

en el que se determina que han intervenido dos armas −un subfusil Sten y una 

pistola Firebird− con fecha 30-03-1979, se dictó auto de conclusión de 
sumario. 

En octubre de 2016, Aurora González Ruiz, hermana de Hortensia, se personó 

en las actuaciones y consiguió su reapertura. En enero de 2017, se personó, 

asimismo, Diego Ramírez Gallardo, hermano de Antonio. La argumentación de 

Aurora se basaba en el hecho de que en 1981 la policía desarticuló un 

comando en Madrid y a uno de los etarras se le intervino la pistola con la que 

los acribillaron, no siendo ningún miembro de este comando siquiera 

interrogado y menos imputado por el crimen de estos dos jóvenes. 

En esta segunda fase se recopilaron diversos informes de inteligencia de la 

Unidad Central Especial 1 de la Guardia Civil (UCE 1), en los que se reveló que 

el subfusil Sten utilizado en este atentado era el mismo que el utilizado en el 

atentado cometido el 02-05-1979 en Villafranca de Ordicia (Guipúzcoa) contra 

los Guardias Civiles José Miguel Maestre Rodríguez y Antonio Peña Solís.  

Se solicitaron más informes de inteligencia, tanto a la Guardia Civil, como a la 

Policía Nacional, que no resultaron concluyentes respecto a la autoría y los 

autos analizados finalizaron en una providencia de 20-09-2019, encontrándose 

pendientes de que la Autoridades Francesas entregaran el archivo histórico de 

ETA. 

De haberse actuado con la debida diligencia cuando se intervinieron las 
armas a los terroristas en 1981, se hubiera podido aclarar su intervención 
en los hechos, lo que resulta mucho más difícil cuando se intenta averiguar lo 

ocurrido desde 2016, dado el tiempo transcurrido.  
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11. Vicente Irusta Altamira 
 
 
 
 

7 de febrero de 1979 

 

ETA asesinó al joven de 26 años Vicente Irusta. 
Vicente se había quedado huérfano desde muy joven, 
de manera que vivió en el hospicio de Bilbao hasta que 
una familia lo adoptó con solo 4 años. En 1979 vivía con ellos 

en un caserío a ochocientos metros de Ibárruri. Unos meses antes de su 

asesinato, el 2 de noviembre de 1978, ETA había asesinado a su amigo Juan 

Cruz Hurtado, al que los terroristas acusaron de “confidente, ultrafascista y 

guerrillero de Cristo Rey”, precisamente esa misma justificación fue utilizada 

para el asesinato de Vicente, previa publicación por parte de la prensa de la 

época de que ambas víctimas eran amigos51. 

Poco después de las 23:00 horas del día del atentado, los vecinos creyeron oír 

tres detonaciones. Fueron los tres tiros de una escopeta de caza que 

impactaron en la cabeza de Vicente, muriendo a escasos 300 metros de su 

vivienda, en un camino vecinal entre los términos municipales de Zugastieta e 

Ibarruri. Su cuerpo permaneció allí durante doce horas, hasta que a las 8:00 

horas del día siguiente, fue encontrado por un grupo de niños: Jon, de once 

años, su hermano, de ocho y cuyo nombre no apareció ni en la investigación 

policial, e Ismael, de once años. Los niños iban al colegio de Ibarruri cuando 

hallaron cadáver. Llevaba una camisa azul afelpada, jersey marrón, pantalón 

de pana azul, botas verdes de goma de media caña y unos calcetines de lana 

 
51 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 56-
59, 337 y 331. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Vicente Irusta Altamira. https://mapadelterror.com/victims/vicente-irusta-
altamira/  

https://mapadelterror.com/victims/vicente-irusta-altamira/
https://mapadelterror.com/victims/vicente-irusta-altamira/
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grises. La autopsia reveló que a Vicente lo mataron los proyectiles que le 

impactaron en la axila, en el abdomen y en el labio superior52. 

 

Expediente judicial53: 

 

Según fuentes policiales, los Comandos Autónomos Anticapitalistas (CCAA) 

mataron a Vicente. Los investigadores policiales hallaron dos tacos de cartón 

de cartuchos de escopeta cuyo diámetro, detallaron los agentes, invitaba a 

pensar que los proyectiles que habían acabado con su vida eran del calibre 16. 

También encontraron “muchas huellas de pisada humana normal” y huellas de 

vehículo. En ese mismo informe inicial, relataron que era “prácticamente 

imposible determinar la identificación de las personas y vehículos a quien 

correspondan [sic]”. Señalaron que a siete metros del cuerpo sin vida de 

Vicente habían descubierto un taco de plástico que podría corresponder a 

alguno de los cartuchos disparados contra él. Este se encontraba muy cerca de 

un matorral desde el que quien efectuó los tiros pudo haberse escondido para 

esperarle. 

El Juzgado de Instrucción de Guernica recurrió a los testimonios del 
padre adoptivo del fallecido y de un amigo personal de Vicente que se 

despidió de él diez minutos antes de que lo matasen, tras tomar algo juntos en 

el bar Belostegui de Ibarruri. Sendas declaraciones no superaron el folio de 
extensión cada una. Eso bastó al juzgado para pronunciarse así el 7 de 
marzo de 1979, menos de un mes después del asesinato: “Que no siendo 

conocido el autor del hecho, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 

622, 641 núm. 2º y 789 párralo 2º de la Regla 1ª de la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal, procede a declarar concluso el procedimiento y sobreseído 
provisionalmente el mismo” (Juzgado de Instrucción 1 de Guernica, Registro 

General número 69, DP 65 de 1979, p. 21). El órgano judicial dio traslado al 

fiscal de la Audiencia Provincial de Bilbao y este último, el día 23 de marzo 

de 1979, dio el visto bueno. A Vicente lo asesinaron el 7 de febrero de 1979 y 
 

52 Ibid. 
53 Ibid. 
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el Juzgado de Instrucción número 1 de Guernica, en lugar de remitirlo a la 
Audiencia Nacional como era su obligación, dictó el sobreseimiento 
provisional un mes después, sin que la investigación volviera a 
reactivarse.  

La Audiencia Nacional tuvo constancia de este crimen, ya prescrito, 33 
años después de que se produjese. En las observaciones que la Presidencia 

de la Audiencia Nacional hace de lo sucedido, en un informe que elaboró en 

2012, señala lo siguiente: “La víctima aparece en las actuaciones judiciales 
con una identidad distinta, con el nombre de José Antonio en vez de 
Vicente”. Efectivamente, el sumario de Vicente Irusta está a nombre de “José 

Antonio Vicente Irusta Altamira”. 

Ni el atestado de la Guardia Civil ni el Juzgado de Instrucción de Guernica 
se percataron de la existencia de una frase suelta redactada por 
funcionarios del propio juzgado horas después del asesinato, tras realizar 
la inspección ocular sobre el terreno. Así reza una parte del informe 

integrado en el sumario de este caso: “De las averiguaciones practicadas en el 

lugar se desprende que el hoy finado era amigo de un vecino de 
Amorebieta que fue muerto hace unos dos meses en el Bar Azul de 
Guernica [sic]” (Juzgado de Instrucción 1 de Guernica, Registro General 

número 69, DP 65 de 1979, p. 5). 

Se trata de la única alusión que el sumario de Vicente hace a la muerte del 

joven de 25 años Juan Cruz Hurtado Fernández, cuyo nombre no se menciona 

pese a que no solo “fue muerto” en un bar de Guernica, sino que fue 
asesinado por ETA el 2 de noviembre de 1978 acusado de ser de extrema 

derecha y confidente de la Policía. Concretamente, ETA le acusó en un 

comunicado hecho público el 4 de noviembre de formar parte de los 

Guerrilleros de Cristo Rey, un grupo parapolicial de ultraderecha. Por el crimen 

fueron condenados a sendas penas de 23 años de cárcel José María Sagardui 

Mija, alias “Gatza”, José Antonio Echevarri Ayesta, Juan Carlos Gorrindo 

Echeandía y Enrique Aguirre Etxeita.  
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12. Sergio Borrajo Palacín 

 

 

14 de febrero de 1979 

 

ETA asesinó a Sergio Borrajo Palacín en el portal 
de su casa en Vitoria-Gasteiz. Sobre las 14:00 horas Sergio 

entraba en el portal de un edificio de la calle Los Herrán, donde residía. En ese 

momento, un pistolero de ETA que se coló detrás de él, le disparó a bocajarro 

por la espalda —modus operandi habitual de la banda terrorista—, matándolo 

en el acto. Su mujer, que se encontraba en esos momentos en su casa, no 

escuchó los disparos y no se enteró de lo ocurrido. Cuando la avisaron, su 

marido ya había sido trasladado al depósito de cadáveres, ya que el ruido del 

disparo y de los cristales sólo fue oído por los vecinos de las primeras plantas 

que, al bajar al portal, se lo encontraron tendido en el suelo54. 

Su única hija, Carmen, de 21 años, que luchó toda su vida por obtener justicia, 

se dirigía con su novio hacia su casa y declaró en una entrevista: “Cuando 

estábamos cerca del portal de casa vimos mucho revuelo. Se nos acercó una 

chica y nos dijo: ‘se han cargado a un militar’. El único militar que vivía por allí 

era mi padre … No sé cuánto tiempo pasé en la capilla ardiente frente al 

cadáver. No me puedo deshacer de la imagen de mi padre inerte con la marca 

del disparo en la frente … La memoria para nosotras es que se nos tenga en 

cuenta, que se sepa que España ha pasado unos años terribles y que la 

historia hable de ETA, claro, pero sobre todo hable de la cantidad de gente que 

ha sido asesinada y ha sufrido por ETA”55.  

 
54 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Sergio Borrajo Palacín. https://mapadelterror.com/victims/sergio-borrajo-palacin/ 
Ordóñez, C. (14 de febrero de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
55 Ibid. 
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Sergio tenía 68 años, era teniente coronel de Infantería y Jefe Provincial de 

Mutilados de Guerra de Álava. Estaba casado y tenía una hija de 21 años. 

 

Expediente judicial: 

 

La investigación realizada en este expediente judicial es inexistente. El 28-

04-1979, el Juez del Juzgado Central de Instrucción nº2 dictó Auto de 

incoación de sumario sobre asesinato por el procedimiento de urgencia, 

solicitando la remisión de los autos al Juzgado de Instrucción de Vitoria. El 14-

05-1978, se unieron las actuaciones de este último juzgado y se ordenó 

practicar las diligencias procesales que faltaban, dictando auto de conclusión 

de sumario el 04-06-1979. 

En junio de 1981 el Juzgado Central de Instrucción nº1 remitió testimonio 

deducido de Diligencias Previas 74/81. En este testimonio consta la declaración 

que Mikel Lopetegi Larrarte, alias “Mikel”, realizó el 05-04-1981 en sede 

policial, en la que declaraba la implicación en estos de: Félix Alberto López de 

la Calle Gauna; Juan Carlos Garacalza Piedrola y Antonio García Frutos, alias 

“Andoni”, lo que ratifica judicialmente el 08-04-1981. 

El 09-06-1981 se ordenó la reapertura del sumario y la Policía emitió informe 

−“Informando Sobre Antonio García Frutos y dos más”−, resultando que uno 

estaba huido y los otros dos se encontraban fuera de España. Félix Alberto 

López de la Calle Gauna, alias “Mobutu”, estaba huido desde febrero de 1979; 

Juan Carlos Garagalza Piedrola, alias “Zurra”, y Antonio García Frutos, alias 

“Andoni”, residían en Venezuela.  

El 08-07-1981 se dictó auto declarando concluso el sumario y el 

sobreseimiento provisional. Pese a conocer la identidad de los autores y su 
localización, nunca se les procesó, ni se dictó una orden internacional de 
detención contra ellos, perpetuándose la impunidad. 

La hija de la víctima, Carmen, luchó contra la impunidad de centenares de 
crímenes para que se llegara a esclarecer la verdad y desde COVITE se 
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logró reaperturar su sumario en 2019. Sin embargo, la Audiencia Nacional 
lo cerró de nuevo, negando a la familia su derecho a la verdad y a una 
justicia efectiva. En dicho sumario estaban identificados Alberto López de 
Lacalle, Juan Carlos Garagalza Piedrola y Antonio García Frutos, 
integrantes del comando Araba; pero, aun así, no se hizo nada. Carmen 

falleció sin haber podido acceder a una justicia efectiva y, en definitiva, sin 

reparación. 
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13. Adolfo Mariñas Vence 

 

 

6 de abril de 1979 

 

ETA asesinó en Tolosa al joven Adolfo Mariñas 
Vence de cuatro disparos. Su cadáver fue encontrado por operarios 

de la basura, estimando el forense que su muerte se produjo a las 3:30 horas. 

Varios medios de comunicación recibieron llamadas de un autodenominado 

Comando Autónomo Txikia, atribuyéndose el asesinato de Adolfo y acusándole 

de ser un colaborador de la policía56. 

Adolfo tenía treinta años, había sufrido un accidente ocho años atrás del que 

no había quedado bien y estaba bajo el cuidado de su hermana Irene.  

 

Expediente judicial: 

 

Lo peor de este caso es que si su vida no valía nada para los terroristas, 
lamentablemente tampoco tuvo valor para la Justicia hasta el año 2018. El 
juez de Tolosa dictó auto de sobreseimiento provisional el 29-11-1979, sin 
esperar a la remisión del informe balístico y sin remitir la causa, como era 
su obligación, al tribunal competente que era la Audiencia Nacional. 

El 06-07-2018, se presentó un escrito firmado por el Fiscal de la Audiencia 

Nacional solicitando que se incoara procedimiento ordinario por estos hechos y, 

el 11-02-2018, el Juzgado Central de Instrucción nº1 de la Audiencia Nacional 

 
56 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Adolfo Mariñas Vence. https://mapadelterror.com/victims/adolfo-marinas-vence/ 
Ordóñez, C. (6 de abril de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/adolfo-marinas-vence/
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incoó Diligencias Previas, dictando auto de transformación de dichas 

Diligencias en Sumario Ordinario con fecha 27-07-2018. 

Remitido el expediente judicial por el Juzgado de Instrucción de Tolosa, el 

cual consta tan solo de 17 folios, se observa que no contenía el informe 

balístico y que la autopsia tenía adherida un proyectil en el interior de un sobre, 

por lo que se solicitó a la Guardia Civil que informara sobre dicho proyectil y del 

informe balístico de 1979. La Guardia Civil emitió informe negativo sobre el 

proyectil, guardando silencio sobre el informe de 1979.  

En 2017 COVITE alertó a la Audiencia Nacional de que al menos 
veintisiete víctimas no tenían ni siquiera sumario abierto en el órgano 
competente y, entre ellas, estaba Adolfo. Esto llevó a la apertura de los 
autos, que siguen inconclusos. 
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14. Juan Francisco Batista García 

 

 

17 de abril de 1979 

 

ETA asesinó al guardia civil de veinticuatro años 
Juan Francisco Batista cuando regresaba de casa de 
su novia Asun que vivía en Leiza y con la que esperaba 
un bebé. Ya habían intentado matarlo en marzo, pero se dio cuenta a 

tiempo de la existencia de una bomba lapa en su vehículo.  

El conductor de un camión que circulaba por la Nacional I vio una mano al 

borde de la carretera, por lo que detuvo el vehículo y se bajó, encontrando a 

Juan Francisco con una herida en el pecho. La víctima, todavía consciente, 

pidió al camionero que le llevara a la clínica de San Cosme y San Damián de 

Tolosa. El camionero detuvo a un turismo que pasaba en ese momento y en el 

que viajaba un estudiante de medicina que le taponó la herida. Sin embargo, a 

pesar de todos los esfuerzos, Juan Francisco falleció durante el traslado al 

hospital57. 

La víctima ya había sido previamente objeto de un atentado de ETA que fue 

evitado, ya que los TEDAX encontraron y neutralizaron una bomba en los bajos 

de su coche. 

Pronto le iban a destinar a Canarias, donde él y su novia soñaban con tener 

una vida mejor, un lugar donde su hija pudiera crecer lejos de aquel infierno. 

Todo se truncó esa madrugada. Su novia, Asun, que se había enamorado de 

quien estaba “prohibido”, tuvo que criar sola a su hija, que nunca conoció a su 

 
57 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Juan Francisco Batista García. https://mapadelterror.com/victims/juan-francisco-
batista-garcia/ Ordóñez, C. (17 de abril de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/juan-francisco-batista-garcia/
https://mapadelterror.com/victims/juan-francisco-batista-garcia/
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padre, en una tierra que no se lo puso fácil, ya que todos sabían que el padre 

de la niña era guardia civil y ella nunca lo quiso ocultar. Su hija, a la que llamó 

Timanfaya, como era el deseo de su padre, tuvo que batallar legalmente por 

sus derechos como víctima del terrorismo, algo que consiguió tras un largo 

procedimiento, aunque no ocurrió lo mismo con las indemnizaciones 

correspondientes tras el proceso judicial58. 

 

Expediente judicial: 

 

El Juzgado Central de Instrucción nº2 incoó sumario el 17-03-1980 y, tras 
realizar las diligencias imprescindibles, lo declaró concluso el 20-05-1980, 
es decir,  en menos de  tres meses. En junio de 1980 se unen los 
testimonios de las declaraciones de Jesús María Amenábar Villarroel y 
Francisco de Jabier Jaca Arrizabalaga —que constan en otro sumario del 

mismo Juzgado de fecha 03-11-1979—, en las que reconocen haber 
facilitado la información sobre Juan Francisco Batista. El 11-07-1980 se 

acuerda la reapertura del sumario y el 23-07-1980, se dicta auto de 

procesamiento contra Amenábar Villaroel, Jaca Arrizabalaga, Víctor Mate 

Cuesta y José Luis Ansola Larrañaga. 

Solo se llegó a juzgar a Amenábar y a Jaca por la tentativa de atentado contra 

Juan Francisco cuando colocaron una bomba en su vehículo con fecha 10-03-

1979 y del que, en esa ocasión, resultó ileso. Así, por Sentencia 27/81 de 23-

02-1981 resultaron absueltos de la acusación de asesinato efectuada por el 

Fiscal en relación a este atentado, pero se les condenó por colaboración con 

grupo organizado y armado a la pena de dos años de prisión menor a cada 

uno. 

Este resultado se debe a la absoluta falta de investigación judicial. Pese a 

las múltiples lagunas en la investigación policial, no se solicitó aclaración 

alguna por los hechos del atentado que le causó la muerte, hasta que la 

defensa de los encausados solicitó el sobreseimiento de la causa por seguirse 
 

58 Ordóñez, C. (17 de abril de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
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otro sumario por colaboración con banda armada contra los mismos etarras, 

por el atentado en el que resultó ileso. Esto lleva al Fiscal a solicitar, por escrito 

de 19-09-1980, el cambio de calificación del auto de procesamiento de 

“colaboración con banda armada con resultado de muerte” a “asesinato”, sin 

concretar en qué hechos basa la acusación y sin solicitar que se aclaren las 

lagunas de la investigación por la Guardia Civil de Beasain.  

En la contestación de la Guardia Civil de Beasain no se aclara nada, no 

solicitándose nuevas diligencias por el Juzgado Central de Instrucción, ni por el 

Fiscal, pese a que resulta claro que no se ha investigado absolutamente nada, 

por lo que quedan sin aclarar extremos que, a la postre, impiden que el Fiscal 

pueda acusar a este comando de información de la muerte de Juan Francisco. 

Esto se prueba con el escrito de calificación provisional del Fiscal de 30-03-

1981, en el que se acusa de asesinato en grado de tentativa por el atentado 

con artefacto explosivo del 10-03-1979, pero no se mencionan los hechos del 

17-04-1979, que es cuando lo asesinan. Solicitando por posterior escrito de 29-

05-1981 que se unieran al rollo 46/80, que se estaba tramitando las Diligencias 

Previas, seguidas por los hechos del 13-03-1979 y que se desglosaran las 

diligencias relativas a la muerte de Juan Batista el 17-04-1979 para incoar otras 

diligencias previas. 

Lo anterior ha podido originar el error o negligencia más grave y lo ha 
podido llevar a cabo la Fiscalía. Como se ha dicho, en el escrito de 29-05-

1981, la Fiscalía solicitó que se desglosaran de esta causa los folios relativos a 

la muerte de Juan Batista García, incoándose las correspondientes diligencias, 

con ello la Fiscalía buscaba que no quedaran sin investigar estos hechos. Pero 

el 01-06-1981, la Sección 2ª, “para la deducción de los testimonios a que se 

refiere el Ministerio Fiscal...”, le requiere “... para que dictamine y concrete 

cuales deben ser los que ser objeto de testimonio”, es decir, para que 

especificara qué folios de la causa se han de testimoniar para incoar las 

correspondientes diligencias por la muerte de Juan Bautista. Pues bien, no 
consta en autos que el Ministerio Fiscal concretara los folios que se 
debían de testimoniar, ni que se abrieran nuevas diligencias previas por la 
muerte de Juan Francisco, por lo que, salvo que no conste en autos por 
error y se hubieran incoado nuevas diligencias previas, dicho delito dejó 
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de perseguirse, lo que constituiría la mayor negligencia de todo el 

procedimiento. 

También se debe destacar el hecho de que no se incorporara, ni se 
pidiera por nadie el informe sobre la bomba del atentado del 10-03-1979, 

que indudablemente realizaría el Equipo de Desactivación de Explosivos que 
intervino y que podría contener algún indicio relevante. 

El informe forense está manuscrito, como en otras ocasiones, lo que 
impide tener la certeza de saber si se ha interpretado correctamente. En 

este caso, se debería de haber pedido que se mecanografiara o que el forense 

se lo dictara a un oficial del Juzgado, máxime cuando el informe se firma y 

ratifica ante el Juez. 

Dicho informe forense, asimismo, no descarta la posibilidad de un suicidio, 

cuando hubiera sido fácil descartarlo midiendo la longitud de los brazos de 

Juan, al constar que se disparó a más de 70 cms. Sin embargo, no consta que 

se hiciera tal cosa y, para que se suicidara, sus brazos tendrían que medir más 

y no es lógico que se disparase en el pecho para luego vaciar el cargador y 

aceptar la ayuda de quienes le intentan auxiliar. 

El crimen sigue impune por la falta de investigación. 
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15. Antonio Peña Solís y José Miguel Maestre 
Rodríguez  

 

 

2 de mayo de1979 

 

El 05-05-1979, cuando los guardias civiles Antonio 
Peña y José Maestre regresaban de realizar una 
gestión oficial en la Oficina de Correos en Villafranca 
de Ordicia, para lo que emplearon el vehículo particular 
de Antonio, fueron ametrallados por un terrorista. Este les 

aguardaba en la calle Santa María,  concretamente en un punto de la misma de 

un solo sentido y que doblaba casi perpendicularmente hacia la izquierda en el 

sentido de la marcha que llevaban las víctimas, por lo que no tuvieron 

oportunidad alguna de defenderse del ataque. El terrorista inmediatamente 

emprendió la huida en un coche —que, horas antes del atentado, había sido 

robado a punta de pistola a un electricista en Beasain—, aparcado a unos 20 

metros del lugar y conducido por un segundo terrorista que le esperaba en su 

interior. El ataque fue de tal virulencia que el vehículo de los guardias civiles no 

se detuvo en seco, sino que prosiguió su marcha lentamente hasta detenerse 

frente una puerta de hierro, a unos seis metros del punto donde se inició el 

ataque.  

 

Expediente Judicial: 
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Por lo que se deduce del estudio de este expediente, los Jueces Instructores 
del Juzgado Central de Instrucción nº 2 de la Audiencia Nacional no 
mostraron la debida diligencia para esclarecer la autoría de los asesinatos 
de José Maestre y Antonio Peña.  

Tras entablarse Diligencias Previas el 07-05-1979, el 26-06-1979 se dictó auto 

de incoación a fin acomodar las actuaciones, ordenando practicar diligencias 

de mero trámite, cuando en los autos no se había incorporado el informe 
balístico sobre los casquillos hallados en el lugar de los hechos. Debido a 

que el Juzgado tuvo dificultades en localizar a la viuda de José Miguel Maestre, 

la instrucción se prolongó y una vez realizado este ofrecimiento de acciones en 

septiembre de 1980, fue cuando el 18-09-1980, el Juez Instructor dictó auto de 

conclusión de Sumario declarando el sobreseimiento provisional de la causa. 

El 08-07-1981, se unieron las declaraciones de dos terroristas que constan en 

otras Diligencias Previas del mismo Juzgado y se mandó la reapertura del 

procedimiento. En estas declaraciones policiales, Javier María Múgica Pagnon, 

reconoció haber recabado la información previa necesaria para perpetrar este 

atentado junto a José Luis González Catarain, quien declaró que fue él mismo 

quien se encargó de pasarla a Francia. Sin embargo, en presencia judicial no 

ratificaron lo declarado ante la Policía. 

Pese a no existir acusación formal del Fiscal, el Juez Instructor dictó auto de 

procesamiento por poder haber cometido Múgica Pagnon y González Cataraín 

sendos delitos de asesinato en concepto de cómplices. 

El 16-07-1981, el Juzgado Central de Instrucción dictó auto de conclusión de 

sumario y mandó elevar los autos a la superioridad, emplazando a las partes a 

comparecer ante la misma. El 05-08-1981, la Sección 2ª de la Sala de lo Penal 

de la Audiencia Nacional, dictó auto por el que confirmaba el auto de 

conclusión de sumario y decretó el sobreseimiento provisional al no existir 

motivos suficientes para acusar a una persona determinada, conforme al 

informe del Ministerio Fiscal. 

La labor investigadora del Instructor fue nula. Ambos etarras declararon 

que su labor de información se desarrolló en el interior de la Oficina de Correos 

de Villafranca de Ordicia, pero no se solicitó a la Guardia Civil, ni a la Policía 
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Nacional que se realizara investigación para intentar corroborar esa 

información, por lo que su declaración, al no ser ratificada judicialmente, quedó 

muy debilitada. 

El informe médico forense está manuscrito, por lo que es difícil de leer y 
tiene pasajes que resultan ininteligibles. Pese a ello, aporta indicios que 

demuestran que Antonio Peña y José Maestre no tuvieron oportunidad de 

defenderse al establecer que los disparos fueron realizados de izquierda a 

derecha, lo que, dada la configuración de la calle, indica que el terrorista se 

ocultaba tras el giro perpendicular de la misma y, por tanto, las víctimas no 

pudieron defenderse. En el informe se determina que José Maestre tenía 

catorce orificios de entrada causados por bala y Luis Peña, nueve. Además, 

hay que señalar que, pese a no constar el informe de balística, tampoco se 
ha reclamado nunca. 

Como ha ocurrido en múltiples expedientes judiciales por atentados de 
ETA, no consta que se sometiera a los múltiples testigos a rueda de 
reconocimiento fotográfico, especialmente al dueño del vehículo robado, 
quien vio a los terroristas. 
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16. Ángel Baños Espada 

 

 

13 de junio de1979 

 

ETA asesinó al montador de la empresa Tamoain, 
Ángel Baños, mientras trabajaba en la central nuclear 
de Lemóniz (Vizcaya). Ángel era natural de Cartagena, estaba casado 

y era padre de cinco hijos. En el momento del atentado, se encontraba sobre 

una pequeña plataforma en la parte superior de un tanque de aceite destinado 

a la refrigeración de la turbina. No debió de oír las sirenas de las instalaciones 

de la central nuclear que, en torno a las 14:30 horas, sonaron después de que 

dos etarras, tras esposar a dos operarios y amenazarles con pegarles un tiro si 

se resistían, colocasen un explosivo en la parte inferior del tanque. Instalado el 

artefacto, ETA advirtió de la inminente explosión a la empresa Iberduero a las 

13:50 horas y también a Radio Popular de Bilbao que telefoneó a la empresa a 

las 14:05 horas para anunciar que la emisora había recibido un aviso de 

bomba. Para entonces, las sirenas de las instalaciones ya se habían activado 

al objeto de desalojar en su totalidad los pabellones. No más de siete minutos 

después, la organización terrorista cumplió con su amenaza y el artefacto 

explosionó.  En el momento de la detonación, Ángel se hallaba en la parte 

superior de un tanque de aceite y salió despedido por el impacto de la onda 

expansiva, sufriendo una tremenda caída por detrás de dicho tanque que le 

causó la muerte59. 

Esta se trataba de la segunda bomba colocada por ETA en la central nuclear 

de Lemóniz, causando el tercer muerto, quince meses después del asesinato 
 

59 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 61-
63 y 330. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Ángel Baños Espada: https://mapadelterror.com/victims/angel-banos-
espada/  

https://mapadelterror.com/victims/angel-banos-espada/
https://mapadelterror.com/victims/angel-banos-espada/
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de Andrés Guerra Pereda y Alberto Negro Viguera. Los cuatrocientos 

empleados de la empresa Iberduero, encargada de las obras de la central, 

denunciaron la irresponsabilidad de ETA, que ya había perpetrado tres 

asesinatos en sus instalaciones. También se quejaron de que ningún 

ayuntamiento hubiese condenado el ataque, algo que sí hicieron los sindicatos 

CCOO y UGT60. 

 

Expediente judicial61: 

 

La Administración de Justicia dedicó a esta víctima tan solo cuarenta 
días, el tiempo exacto que transcurrió desde el asesinato, el 13 de junio de 

1979, hasta que se dictó el sobreseimiento del caso, el 24 de julio del mismo 

año. Y eso no es todo. El juzgado que se encargó de este caso de asesinato en 

apenas cuarenta días fue el Juzgado de Instrucción de Guernica, que lo 

archivó de forma definitiva el 1 de septiembre de 1979. Este órgano judicial 

carecía de competencias para gestionar un crimen terrorista en virtud del 
Real Decreto Ley de 4 de enero de 1977, por el cual la exclusividad en ese 
ámbito recaía sobre la Audiencia Nacional. 

Nunca se volvió a instruir diligencia alguna, a pesar de que en 2011, a 
petición de la Presidencia de la Audiencia Nacional —que por entonces 

buscaba indagar sobre los crímenes sin resolver—, la Guardia Civil informó 
de que uno de los presuntos autores del crimen fue Carlos Alberto Lucio 
Fernández, terrorista de origen gallego que murió el 15 de julio de 1980 en un 

enfrentamiento a tiros con el Instituto Armado en Guipúzcoa, en el que también 

murieron el etarra Ignacio María Gabilondo y los agentes Aurelio Navío Navío y 

Antonio Gómez Ramos. 

Por tanto, las Fuerzas de Seguridad tenían información contrastada que 

apuntaba hacia un etarra que presuntamente había perpetrado el atentado de 

Lemóniz que acabó con la vida de Ángel Baños. El hecho de que el 

 
60 Ibid. 
61Ibid. 
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sobreseimiento del caso en 2012 siguiese fechado en junio de 1979 parece 

indicar algo importante: pese a que había datos policiales que apuntaban 
hacia supuestos autores, no se instruyó ninguna diligencia que reactivase 
el asunto a nivel judicial. 
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17. Héctor Abraham Muñoz Espinoza 

 

 

19 de junio de 1979 

 

ETA asesinó a Héctor Abraham Muñoz en Irún. Lo 
abatieron a tiros, cuando se encontraba tras el 
mostrador en el interior de una de las dos tiendas de 
antigüedades que había instalado en la localidad, 

concretamente en la calle Luis Mariano. Recibió seis impactos de bala, los 

primeros de frente y costado, para ser finalmente rematado en la nuca. En el 

lugar de los hechos se encontraron diez casquillos del calibre 9 mm 

Parabellum. Héctor Abraham tenía 39 años, era chileno y padre de un hijo. 

Debido a las amenazas de muerte recibidas en varias ocasiones, estaba a 

punto de irse del País Vasco, ya que además había mantenido relación con el 

concejal del Ayuntamiento de Irún Julio Martínez, asesinado por ETA en 

noviembre de 197762. 

Los asesinos huyeron en un vehículo en el que esperaba un tercer terrorista al 

volante. Se trata de otra crónica más de un asesinato anunciado y nadie ha 

sido condenado por asesinarle63. 

 

Expediente judicial: 

 

 
62 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Hector Abraham Muñoz Espinoza. https://mapadelterror.com/victims/hector-
abraham-munoz-espinoza/ Ordóñez, C. (19 de junio de 2023). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
63 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/hector-abraham-munoz-espinoza/
https://mapadelterror.com/victims/hector-abraham-munoz-espinoza/
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El asesinato de Héctor Abraham está impune por las gravísimas 
negligencias judiciales. El sumario tiene una extensión de 29 folios, de los 

que diecinueve corresponden a la instrucción realizada por el Juzgado de 

Instrucción de San Sebastián y dos al Juzgado de Instrucción de la Audiencia 

Nacional, que dictó sendos Autos de incoación y conclusión de sumario en 

fecha 29-04-1979. El resto de los folios son solicitudes de copias a diferentes 

efectos administrativos. 

No se practicó ninguna diligencia de investigación, ni por los juzgados de 

Irún y menos por el órgano competente que fue el Juzgado Central de 

Instrucción nº1 de la Audiencia Nacional, a pesar de que los terroristas no 
pudieron dejar más huellas y testigos. 

En el estudio efectuado por COVITE del sumario abierto por el asesinato del 

guardia civil Aurelio Prieto, existe un informe elaborado tras la detención del 

comando “Zorrotza Axio” de ETA, en junio de 1985, con motivo de la 

intervención de diversas armas a un miembro de la banda, Juan Carlos Urrutia 

Aizpitarte. Una de las pistolas incautadas es la misma con la que se asesina a 

Héctor Abraham y este informe de la Guardia Civil debería haber servido 
para reabrir su sumario. Sin embargo, jamás se hizo. 

Se ha de destacar el deficiente informe balístico obrante en autos, en el 

que no se aportan las pruebas realizadas y se habla de dos pistolas, 

denominando a una de ella “Fire-Brid”, por “Firebird” y a la otra “Hi-Power”. Por 

otros informes estudiados, se sabe que se trata de una pistola F.N. Browning, 

modelo “H.P.” o “1935". Este informe establece que con la pistola “Firebird” se 

han disparado las 7 vainas "FN 73 9 PARA". Lo que no resalta el informe es 

que esta pistola tenía un cargador de 7 disparos, es decir, que el autor, vació el 

cargador. Tampoco dilucida, pese a lo claro de la intervención de dos armas y 

de que una disparó toda su munición, si intervinieron uno o dos tiradores, lo 

que sería normal. 

Por otro lado, es ejemplar la autopsia realizada, que incluso opina 

sucintamente sobre la sucesión de los hechos, lo que arroja luz sobre lo 

sucedido, aunque, lamentablemente, las irregularidades mencionadas en 
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el curso de este expediente han conducido a que el crimen permanezca 
impune. 
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18. Miguel Ángel Saro Pérez y Emilio López de la 
Peña 

 

 

28 de julio de1979 

 

ETA asesinó al cabo de la Policía Nacional Miguel 
Ángel Saro, de 30 años y natural de Santander, y a su 
compañero de la misma edad, el agente Emilio López, 
originario de Segovia. Ambos se encontraban prestando servicio en 

un control policial instalado en la carretera Bilbao-Las Arenas, a la altura de la 

empresa Tubos Reunidos, a dos kilómetros de Bilbao. Los hechos se 

produjeron sobre las 11:15 horas, cuando los dos jóvenes policías decidieron 

hacer unas compras en el estanco Larrea, en el número 18 de la calle Duque 

Larrea, a unos 200 metros del control. En ese momento no se percataron de 

que el establecimiento estaba lejos del control y les dejaba, por tanto, 

completamente aislados del resto de sus compañeros por una curva que 

separaba el estanco del lugar donde estos seguían apostados. Además, el 

intenso tráfico de aquel día imposibilitaba que los agentes del control policial 

pudieran escuchar a Miguel Ángel y a Emilio, en caso de que estos reclamasen 

ayuda64. 

ABC recogió en su edición impresa las declaraciones de un empleado del local: 

“Serían las once y cuarto cuando entraron en el estanco. Venían con uniformes 

y la gorra puesta. Esta, cuando cruzaron la puerta, se la quitaron, sujetándola 

con la mano. No pidieron tabaco, como podía pensarse, sino dos postales, 
 

64 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 71-
73. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Miguel Ángel Saro: https://mapadelterror.com/victims/miguel-angel-saro-
perez/ Emilio López de la Peña: https://mapadelterror.com/victims/emilio-lopez-de-la-pena/  

https://mapadelterror.com/victims/miguel-angel-saro-perez/
https://mapadelterror.com/victims/miguel-angel-saro-perez/
https://mapadelterror.com/victims/emilio-lopez-de-la-pena/
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sellos para las mismas, jabón de tocador, champú y cordones para los zapatos. 

Nos pareció que venían fumando, y como arma solamente llevaban la pistola 

reglamentaria en la cintura, aunque uno de ellos tenía al cinto una porra. No 

hicieron ningún comentario y salieron del estanco. Poco después oímos unas 

detonaciones. Primero pensamos en cohetes y fuego en posibles disparos que 

habían hecho los policías”65. 

La realidad es que los tiros no los habían efectuado los policías, sino de dos a 

tres terroristas que dispararon contra ellos, huyendo después en un Renault 5 

con matrícula BI-5639-O, robado a punta de pistola en el barrio de Las Arenas. 

Los atacantes dejaron a Miguel Ángel, que había recibido ocho impactos de 

bala, y a Emilio, que había recibido nueve, tirados en el suelo y aun respirando. 

Todos los disparos fueron efectuados en el pecho y en el vientre, y sin que sus 

compañeros pudieran hacer nada para impedirlo, ingresaron muertos en el 

hospital de Basurto. Emilio estaba casado y tenía tres hijos. Miguel Ángel iba a 

contraer matrimonio en Segovia el 2 de septiembre de ese mismo año66. 

 

Expediente judicial67: 

 

Los investigadores policiales pusieron su atención sobre este doble 
crimen desde la comisión del mismo hasta el 25 de enero de 1980; es decir, 

durante poco más de cinco meses y con un verano de por medio. Por 

entonces, el Juzgado Central de Instrucción número 1 de la Audiencia 
Nacional dictó el sobreseimiento provisional del caso y, según el informe 
elaborado por la Fiscalía de la Audiencia Nacional en 2010, el expediente 
judicial nunca volvió a abrirse, prescribiendo el delito en el año 2000. 

 

 

 

 
65 Ibid. 
66 Ibid. 
67 Ibid. 
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19. José Manuel Amaya Pérez, José Manuel Juan 
Boix, Dorothy Fertig, Juan Luna Azol, Jesús 
Emilio Pérez Palma, Guadalupe Redondo Vian y 
Dionisio Gonzalo Rey Amez 

 

29 de julio de 1979 

 

La mañana del 29 de julio de 1979 la facción 
político-militar de la banda terrorista ETA asesinó a 7 
personas e hirió a más de 300 mediante la colocación 
de tres bombas simultáneas en las estaciones de 
Atocha y Chamartín y en el aeropuerto de Barajas. Fue 

uno de los atentados más brutales en la historia de la banda terrorista. El 

primer escenario de terror fue el aeropuerto de Barajas. Los etarras llenaron 

una maleta de 6 kilos de explosivos y la dejaron en la consigna de equipajes68. 

La primera explosión se registró a las 13.01 en la terminal de vuelos nacionales 

de Barajas. Los terroristas habían dejado en la consigna una maleta bomba 

cargada con seis kilos de amonita. La explosión hizo cundir el pánico entre los 

viajeros que esperaban en unas butacas contiguas, entre ellos los miembros de 

un equipo de submarinismo de Tenerife que se disponía a regresar a casa tras 

participar en el Campeonato Subacuático celebrado en Asturias. Uno de ellos, 

José Manuel Amaya, de 32 años, casado y padre de dos hijos, resultó muerto, 

y varios de sus compañeros, heridos de gravedad. La familia de la víctima se 

enteró de su fallecimiento por televisión, cuando el presentador mencionó a 

José Manuel como uno de los fallecidos en los atentados69. 

 
68 Ordóñez, C. (29 de julio de 2023). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
69 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, José Manuel Amaya Pérez. https://mapadelterror.com/victims/jose-manuel-amaya-
perez/ Ordóñez, C. (29 de julio de 2023). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/jose-manuel-amaya-perez/
https://mapadelterror.com/victims/jose-manuel-amaya-perez/
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A las 13:11 horas se produjo una segunda explosión en la estación de 

Chamartín. Una maleta bomba cargada con seis kilos de amonita estalló en el 

interior de una taquilla de la consigna, junto a la sala de espera de viajeros. La 

explosión mató en el acto a la estudiante danesa Dorothy Fertig, de 20 años. 

Un turista marroquí que fue testigo del atentado declararía después, 

refiriéndose a la joven: “Oí un tremendo ruido, caí contra el suelo y junto a mí 

había una cabeza de una joven, separada de su cuerpo”. En esta segunda 

explosión resultaron heridas cincuenta personas, entre ellas al deportista de 

élite José Manuel Juan, 18 años y natural de Zaragoza. A este estudiante y 

prometedor atleta se le vaticinaba un gran futuro como corredor de fondo. Era 

el atleta aragonés de fondo con mayor proyección internacional y acababa de 

ganar el Campeonato de España junior de tres mil metros lisos. Poco antes se 

había proclamado campeón del mundo en Limerick. Agonizó hasta el 18 de 

agosto, fecha en la que falleció70. 

A las 13:15 horas estalló la tercera bomba en la estación de Atocha. La 

explosión mató en el acto al guardia civil retirado Juan Luna Azol, de 53 años y 

natural de Jaén, y a Guadalupe Redondo Vian, 59 años, e hirió gravemente a 

su marido Dionisio Rey Amez, 63 años, policía nacional retirado, que agonizó 

hasta fallecer a los cuatro días del atentado, así como al joven estudiante 

Jesús Emilio Pérez, que falleció horas después de perpetrarse el mismo. Entre 

los más de cuarenta heridos que dejó este atentado se encontraba también la 

hija del matrimonio, Carmen Rey Redondo71. 

 

Expediente judicial: 

 

Estos terribles crímenes quedaron impunes. El expediente judicial se 
orientó a solventar la cuestión de los daños personales y materiales 

 
70 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Dorothy Fertig. https://mapadelterror.com/victims/dorothy-fertig/ José Manuel Boix. 
https://mapadelterror.com/victims/jose-manuel-juan-boix/ Ordóñez, C. (29 de julio de 2023). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
71 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas: 
Juan Luna Azol.  https://mapadelterror.com/victims/juan-luna-azol/ Dionisio Rey Amez. https://mapadelterror.com/victims/dionisio-
gonzalo-rey-amez/ Guadalupe Redondo Vian.  https://mapadelterror.com/victims/guadalupe-redondo-vian/ Jesús Emilio Pérez 
Palma. https://mapadelterror.com/victims/jesus-emilio-perez-palma/ Ordóñez, C. (29 de julio de 2023). X (antes Twitter). 
#TalDiaComoHoy. 
 

https://mapadelterror.com/victims/dorothy-fertig/
https://mapadelterror.com/victims/jose-manuel-juan-boix/
https://mapadelterror.com/victims/juan-luna-azol/
https://mapadelterror.com/victims/dionisio-gonzalo-rey-amez/
https://mapadelterror.com/victims/dionisio-gonzalo-rey-amez/
https://mapadelterror.com/victims/guadalupe-redondo-vian/
https://mapadelterror.com/victims/jesus-emilio-perez-palma/
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ocasionados, dejando de lado la averiguación de las responsabilidades 
penales. Dichas responsabilidades podrían haberse depurado, como 

seguidamente se va a relatar.  

A los autos se incorporó el reconocimiento fotográfico realizado el 18-10-1978 

por una persona a la que los etarras Izaskun Arrazola Mallona y Juan María 

Alcorta Oyarbide secuestraron y liberaron el 17-09-1978 y que en esos 

momentos era el Delegado en funciones del Ministerio de Educación, utilizando 

para ello un el vehículo Dyan 6, que posteriormente se demostró que era 

propiedad de Arrazola Mallona. 

Izaskun Arrazola Mallona, reconoció ante la Guardia Civil su participación en 

los hechos y la de un segundo terrorista, aunque posteriormente lo negó en 

presencia judicial el 21-10-1981. Sin embargo, existe prueba documental de 

que la terrorista alquiló uno de los dos vehículos utilizados en los atentados, el 

cual declaró utilizar para trasladarse con el objetivo de cometerlos, y de que 

tenía un Dyane 6 de su propiedad, lo que podría vincular a Alcorta Oyarbide 

con estos atentados. 

El 26-11-1979 se dictó auto de procesamiento contra Arrazola Mallona y su 

ingreso en prisión provisional, pero consta en autos que se fugó de prisión el 

21-01-1981, declarándose rebelde el 05-11-1981. 

El 05-11-1982, se procesó a Alcorta Oyarbide y se decretó su ingreso en 

prisión, así como su busca y captura. Sorprendentemente, el 19-04-1985 se 

produce la comparecencia voluntaria de este mismo etarra, negando los 

hechos y alegando que en esas fechas se encontraba estudiando en Francia, 

sin aportar prueba alguna. Pese a que también existe una acusación por 

secuestro, se le pone en libertad. 

Declarada la conclusión del sumario, la Sección 2ª de Sala de lo Penal, en 

fecha 15-10-1985, dictó auto confirmando la conclusión del mismo y acordando 

el sobreseimiento provisional, por no existir indicios suficientes para acusar a 

Alcorta Oyarbide. 

En los autos consta la providencia de 26-04-2004 en la que se refleja la 

existencia del auto de 30-07-2003 por el que se acuerda el sobreseimiento libre 
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de Arrazola Mallona, sin que conste el testimonio de dicho auto, siendo parte 

de la pieza de situación, de la que no se tiene copia. 

En definitiva, nadie fue juzgado por esta masacre, pese a que se conocen 
sus autores. El 17 de julio, Arrazola, se reunió en Hendaya con los etarras, 

Juan María Alcorta Oyarbide, Miguel Antonio Machinea “y tres desconocidos”, 

dos de ellos iban encapuchados y el tercero fue identificado por Arrazola como 

Miguel Ángel Amilibia Urcelay. En ese encuentro fue donde se decidió atentar 

en Madrid, Costa Brava y Alicante. La etarra Izaskun Arrazola y otro más (la 

Guardia Civil nunca dio su nombre) serían los encargados de Madrid. Según un 

fragmento de la declaración de la propia Arrazola ante la Guardia Civil, tanto 

ella como el terrorista que la ayudó a colocar las bombas, viajaron un día antes 

desde San Sebastián en dos coches diferentes, ambos con matrícula de 

Madrid, y prepararon las bombas en la Plaza de Castilla, dentro del Ford 

Fiesta. Esperaron hasta las 5:30 horas y fueron colocando los artefactos en los 

tres escenarios donde los iban a explosionar. Cuando estaban en el aeropuerto 

de Barajas, Arrazola telefoneó a Juan María Alcorta Oyarbide y le dijo: “Iremos 

13 a comer a tu casa”. Así fue como comunicó a su jefe que las bombas 

explotarían a las 13:00 horas. A las 7:00 de la mañana regresaron a San 

Sebastián. 

Es la confesión de una masacre. Sin embargo, ninguno de los cinco 
etarras mencionados por Arrazola fue imputado ni enjuiciado, ni tan 
siquiera ella misma después de confesar que había asesinado a 7 
personas y herido a cientos. El motivo del atentado, atacar la voluntad de los 

vascos expresada con la aprobación de su Estatuto. 
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20. Moisés Cordero López y Antonio Pastor 
Martín 
 
  
 

 

29 de julio de 1979 

 

ETA asesinó a los guardias civiles Antonio Pastor, 
castellanoleonés de 24 años, y Moisés Cordero, 
onubense de 51 años, casado y padre de tres hijos. El 

atentado se produjo sobre las 22.45 horas en la casa-cuartel de la Guardia Civil 

del barrio donostiarra de Herrera, cuando varios etarras abrieron fuego con 

armas largas desde un Peugeot 404 en el que circulaban a gran velocidad 

contra tres agentes que se encontraban de guardia en la entrada de las 

instalaciones. Antonio y Moisés fallecieron a las horas del atentado en la 

residencia Nuestra Señora de Aránzazu, mientras un tercer agente, José 

Álvarez Hillos, resultó herido72. 

El ataque a la casa-cuartel se había visto antecedido ese mismo día por el 

asesinato de dos policías nacionales en Bilbao. El contexto era de gran 

violencia después de que ETA comenzase una nueva ofensiva terrorista en 

respuesta a la aprobación del Estatuto de Guernica en su primer trámite y tras 

un mes sin causar víctimas. En Pamplona dos policías también fueron heridos 

intentando desactivar una bomba y se produjo el ametrallamiento de dos 

guardias civiles de tráfico, que resultaron heridos. Además, ese mismo día 

explotó un artefacto en un puente colgante de Portugalete y en el barrio 

 
72 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 73-
75 y 330. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Moisés Cordero López. https://mapadelterror.com/victims/moises-cordero-
lopez/ Antonio Pastor Martín. https://mapadelterror.com/victims/antonio-pastor-martin/  

https://mapadelterror.com/victims/moises-cordero-lopez/
https://mapadelterror.com/victims/moises-cordero-lopez/
https://mapadelterror.com/victims/antonio-pastor-martin/
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bilbaíno de Urioste los ocupantes de un vehículo intentaron atropellar a los 

agentes de un control de carretera. 

 

Expediente judicial73: 

 

Tras el atentado contra Moisés, Antonio y José, reivindicado por ETA Militar, 

las Fuerzas de Seguridad encontraron en San Sebastián el Peugeot 404 
desde donde dispararon los etarras. En el interior del vehículo aparecieron 

casquillos de fusil Cetme y del calibre 9 milímetros Parabellum. Sin embargo, 

un dato al que quizá no se le dio demasiada importancia y que aparece casi de 

forma anecdótica en las piezas periodísticas publicadas por aquel entonces es 

que el coche presentaba varios impactos de bala en la parte izquierda del 

cristal trasero. Aunque se señaló que no se encontraron restos de sangre 
en el vehículo, dichos impactos de bala evidencian que los agentes 
tiroteados repelieron la agresión y dispararon contra los terroristas que 
iban en el vehículo. Este dato es importante.  

Las Fuerzas de Seguridad detuvieron en marzo de 1982 al médico de la 
localidad guipuzcoana de Oyarzun Esteban Muruetagoyena. Ningún 

organismo público anunció su arresto, aunque fuentes no oficiales de las 

Fuerzas de Seguridad filtraron que se le había apresado después de que este 
hubiera prestado atención médica a un militante de ETA herido. La 

Guardia Civil le mantuvo retenido durante nueve días, sirviéndose de la ley 

antiterrorista. El 29 de marzo, Muruetagoyena fue puesto en libertad sin cargos 

por orden de la Audiencia Nacional y a los tres días de abandonar las 

instalaciones policiales, el médico, de 38 años, falleció a consecuencia de un 

infarto. El entorno de ETA, a través de su brazo político, denunció torturas y 

acusó al Instituto Armado de haber abusado de Muruetagoyena hasta el 

extremo de haber provocado su muerte. 

Una nota oficial del Gobierno Civil de Guipúzcoa informó de que el doctor fue 

sometido a cuatro reconocimientos médicos mientras estuvo retenido, sin que 
 

73 Ibid. 
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se observasen “señales de violencia de ningún tipo” y tras su fallecimiento la 

autopsia determinó que su cadáver no presentaba “signo aparente de violencia 

física”. 

De forma extraoficial, una filtración anunció que el médico había sido detenido 

después de que investigadores de la Policía sospechasen que Muruetagoyena 

había atendido a un etarra herido. Esta información se publicó en la edición 

impresa de El País del 1 de abril de 1982, refiriéndose a una nota oficial 

publicada por el Gobierno Civil de Guipúzcoa: “Muruetagoyena, siempre según 

la nota oficial, reconoció en sus declaraciones (ante la Guardia Civil) haber 

colaborado, bajo amenaza, en la cura del activista de ETA Militar, Tomás 

Linaza, herido tras haber asesinado al brigada de la Guardia Civil de Herrera 

(Guipúzcoa), Moisés Cordero, el 29 de julio de 1979”. 

Esto quiere decir que según consta en los informes de la Guardia Civil sobre 

los interrogatorios a Muruetagoyena, el médico no se limitó a admitir que 
había curado a un etarra, sino que desveló que el terrorista al que atendió 
bajo amenaza fue Tomás Linaza, quien además le reveló que había 
resultado herido durante el atentado que costó la vida a Moisés Cordero y 
a Antonio Pastor. Toda esa información obraba en poder de la Guardia 
civil en abril de 1982, por lo que debió incluirse el expediente de los 
agentes asesinados y producir la reapertura del sumario. Sin embargo, en 
lugar de esto, la causa de Moisés Cordero y de Antonio Pastor fue 
archivada el 19 de septiembre de 1979, tal y como aparece en el informe 

presentado en 2011 por la Fiscalía de la Audiencia Nacional sobre crímenes de 

ETA no resueltos y en los informes posteriores que redactó la Presidencia de la 

Audiencia Nacional, el último en diciembre de 2013. Por tanto, el expediente no 

se reabrió. Ni siquiera después de que el Instituto Armado anunciase que tenía 

informes que colocaban a Linaza en el lugar del crimen. 

El terrorista, destacado miembro de ETA Militar, fue detenido en Biarritz 

(Francia) en septiembre de 1984, acusado de participar en varios crímenes. 

Bajo vigilancia policial, disponía de libertad de movimientos y de 

comunicaciones, y, según fuentes citadas por El País el 3 de agosto de 1986, 

también recibía visitas de familiares y amigos, así como dinero para “sus 

gastos particulares”. Al etarra se le perdió la pista en 1997, en el momento 
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en el que, después de permanecer en Cabo Verde, se marchó a Cuba para 
estudiar Enfermería becado por el Gobierno de La Habana. Reapareció 
públicamente el 15 de junio de 2013 en un acto de huidos de ETA 
celebrado en Biarritz (Francia). 
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21. Carlos Sanz Biurrun 

 

 

8 de octubre de 1979 

 

ETA asesinó en Pamplona al inspector de la 
Policía Nacional Carlos Sanz. Ocurrió a plena luz del 
día, poco antes de las 15.00, y en pleno centro de 
Pamplona. El policía estaba destinado en la Brigada de Investigación 

Criminal y solía aparcar su coche en la Bajada del Labrit para, a continuación, 

acudir a comer a su casa en el Casco Antiguo de la ciudad. El 8 de octubre de 

1979, cuando descendió de su vehículo, dos terroristas del comando Nafarroa 

le descerrajaron cinco tiros y lo remataron en el suelo. Después, huyeron en un 

vehículo que los esperaba a escasos metros74. 

Ya lo habían intentado antes. Todos, incluso los propios detenidos, describían 

a la víctima como un hombre bueno, abierto y comprensivo, todo amabilidad y 

simpatía. Cuentan que mientras estaban velando su cadáver se acercó un 

hombre de aspecto un tanto desaliñado, probablemente un delincuente 

habitual, abrazó el ataúd y exclamó: “tú eres como mi padre”75. 

Su hermana María declaró en COPE que “era muy cariñoso, atento y muy 

protector”. Tenía los estudios de magisterio, pero “ser policía, ayudar a los 

demás es lo que más le llenaba”76. 

 

 
74 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Carlos Sanz Biurrun. https://mapadelterror.com/victims/carlos-sanz-biurrun/ Ordóñez, 
C. (8 de octubre de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
75 Ibid. 
76 Ruiz de Azúa, S. (18.03.2021). “Escuchábamos un atentado en la radio y pensábamos: que no digan Carlos, que no digan Carlos”, 
COPE, Memoria, Dignidad y Justicia. https://www.cope.es/emisoras/pais-vasco/vizcaya/bilbao/853-memoria-dignidad-
justicia/noticias/escuchabamos-atentado-radio-pensabamos-que-digan-carlos-que-digan-carlos-20210318_1193562 

https://mapadelterror.com/victims/carlos-sanz-biurrun/
https://www.cope.es/emisoras/pais-vasco/vizcaya/bilbao/853-memoria-dignidad-justicia/noticias/escuchabamos-atentado-radio-pensabamos-que-digan-carlos-que-digan-carlos-20210318_1193562
https://www.cope.es/emisoras/pais-vasco/vizcaya/bilbao/853-memoria-dignidad-justicia/noticias/escuchabamos-atentado-radio-pensabamos-que-digan-carlos-que-digan-carlos-20210318_1193562


P á g i n a  | 107 
 

Expediente judicial: 

 

Sus asesinos fueron cinco, tres autores materiales y dos colaboradores 
necesarios. Solo condenaron a estos últimos: Mercedes Galdós y Martínez 

de la Fuente.  

El Juzgado Central de Instrucción nº2 incoó sumario por auto de 01-02-1980 y 

declaró su conclusión por auto de 04-02-1980 sin realizar investigación alguna. 

Tras recibir un testimonio de particulares del Juzgado Central de Instrucción 

nº1 el 21-10-1980, declaró procesados a Pedro Antonio Garcés Irarragorri, 

José Antonio Adrián Molta, Félix Ignacio Barbarín Gorraiz, Jesús Santos 

Larrondo Osta, Juan Ramon de la Fuente Inchaurregui, Mercedes Galdós 

Arsuaga, José Joaquín Razquin Reparaz y Jesús Razquin Mendinueta, 

decretando su ingreso en prisión. Este sumario fue acumulado a otro incoado 

en el 11-09-1979. Por auto de 19-06-1989, se rectificó el auto de 

procesamiento y se declaró procesado a José Ramón Martínez de la Fuente 

Inchaurregui. 

Al carecer de las actuaciones de la Sala, se ignora por qué razón únicamente 

se juzgó a Mercedes Galdós Arsuaga y a José Ramón Martínez de la Fuente. 

La primera fue condenada por la sentencia 4/87 de 05-02-1987, como cómplice 

no autora de un delito de atentado con resultado de muerte a 24 años de 

reclusión mayor y el segundo, por la sentencia 7/91 de 24-01-1991, como 

cómplice no autor de un delito de atentado con resultado de muerte a la pena 

de 18 años de prisión. 

Los autores conocidos del atentado y miembros de comando Nafarroa eran 

José Martín Sagardía Zaldúa —que murió el 31-12-1981 por un atentado con 

explosivos colocados bajo su vehículo en Biarritz (Francia)—; José María 

Zaldúa Corta, alias “Aitona” —quien falleció a causa de un infarto al corazón en 

Aix-en-Provence, Marsella (Francia), el 22-09-2010—, y Pedro María Gorospe 

Lertxundi, alias “Txato el Viejo” —que falleció en un hospital de Bayona 

(Francia) el 01-02-2008—, datos todos ellos que constan en los autos. 
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Esto no es justicia. La lentitud del sistema impidió que se pudiera procesar 
a los autores del atentado, pese a ser conocidos.  

Dos testigos presenciales contaron que los terroristas estaban dentro de un 

Simca 1.200 de color gris aparcado en la Bajada de Labrit y que habían robado 

esa misma mañana. Su propietario fue encontrado encadenado a un árbol. 

Cuando vieron que Carlos descendía de su vehículo, dos de ellos salieron y le 

dispararon desde ambos lados de la calle. A continuación, regresaron corriendo 

al coche donde les esperaba un tercer terrorista con el motor en marcha y 

terminaron dejando el vehículo abandonado en la Chantrea. 
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22. Juan Manuel Román Moreno 

 

 

27 de enero de 1980 

 

ETA tendió una trampa al paso de un convoy de la 
policía al que ametrallaron desde un montículo situado 
a un lado de la carretera que va de Bilbao a Basauri. En 
el acto asesinaron a Juan Manuel Román, que fue 
alcanzado en cabeza y cuello, e hirieron a 5 
compañeros: José Luís Murillo Moreno, con dos impactos de bala en un 

brazo, José Quintero González, herido en una pierna, José Manuel Marín, 

Eduardo Aneiro Castro y Eustaquio Calzada Calzada, con heridas calificadas 

como graves77. 

Juan Manuel tenía 23 años y pertenecía a la Reserva General con base en 

Logroño, habitualmente desplazada en Bilbao para reforzar los efectivos de 

esta provincia. Era de Rota y tiene una calle en su localidad78. 

Para perpetrar el atentado y a fin de evitar ser descubiertos, los etarras 

secuestraron al personal que se encontraba trabajando en el interior de la Casa 

Control de los túneles de Malmasín de la Autopista Bilbao-Behovia-Solución 

Sur, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, y a otro trabajador que no 

se encontraba en la Casa Control y que habitaba junto con sus familiares en un 

Caserío sito frente a la misma.  

 

 
77 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Juan Manuel Román Moreno. https://mapadelterror.com/victims/juan-manuel-roman-
moreno/ Ordóñez, C. (27 de enero de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
78 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/juan-manuel-roman-moreno/
https://mapadelterror.com/victims/juan-manuel-roman-moreno/
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Expediente judicial: 

 

La tramitación de este expediente judicial es terrible. En febrero de 1980 el 
Juzgado de Instrucción nº 5 de Bilbao, cumpliendo con su obligación 
legal, dictó auto de inhibición a favor de la Audiencia Nacional, que era el 
órgano competente para conocer delitos de terrorismo. Sin embargo, 
asombrosamente, cuando la Audiencia Nacional recibe los autos, su 

Sección 1ª de la Sala de lo Penal dictó auto de fecha 07-04-1980, 

devolviendo los citados autos a Bilbao para que siguiera conociendo del 
asunto y que, si lo consideraba oportuno, iniciara una cuestión de 
competencia. Esta actuación de la Audiencia Nacional es enormemente 
grave. Ante esta situación, el Juzgado de Bilbao siguió instruyendo la causa, 

no inició ninguna cuestión de competencia y dictó auto de sobreseimiento 

provisional en julio de 1980. 

En enero de 1990 la Audiencia Nacional detecta esta grave negligencia, 

gracias a la aparición del informe balístico de 28-11-1989, y dicta auto de 
reapertura, requiriendo por exhorto al Juzgado de Instrucción de Bilbao 
las Diligencias Previas practicadas. En este informe balístico sobre las 

armas encontradas en el domicilio de dos terroristas, se identifica un fusil de 

asalto CETME como el utilizado en este atentado. De no ser por este informe, 
los autos aún seguirían en el Juzgado de Bilbao. 

El 20-02-1990 se dictó auto de incoación de sumario y el 22-02-1990 auto 
de conclusión y archivo del mismo. Está claro que no se realizó 
investigación alguna, ni tan siquiera se acuerda tomar declaración a las 
personas a las que se les ha intervenido las armas. No se solicitó 

información de la operación que dio lugar a la intervención de dichas armas, 

demostrando tanto el Juez Instructor como el Fiscal, un total desinterés por 

realizar cualquier averiguación. 

Se ha de destacar que, pese a que se recogieron múltiples vainas o 
casquillos, no consta un informe balístico de los mismos, ni el resultado 
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de la búsqueda de huellas en la Casa Control de los túneles o que se 
realizara prueba de reconocimiento fotográfico a los secuestrados en 
dicha Casa Control, que tuvieron que ver la cara a sus secuestradores. 

Por tanto, siete personas, unos trabajadores de la Casa Control situada sobre 

el túnel cercano al lugar del atentado y otros vecinos de un chalet próximo a los 

hechos, fueron encerradas por los terroristas en dicho recinto. De igual forma, 

el propietario del Seat 127 utilizado para hacer parar al convoy fue trasladado a 

dicha Casa Control. Tras el atentado, una parte de los autores emprendieron la 

fuga en un turismo R-8 de color amarillo y el resto desapareció por el monte. 

Sin embargo, a pesar de las numerosísimas pruebas que los asesinos 
dejaron a su paso, este crimen también está impune. 
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23. Jesús Vidaurre Olleta y José Oyaga Marañón 

 

 

1 de mayo de 1980 

 

Eran las tres de la madrugada del 1 de mayo de 
1980 y los vecinos de la calle San Antón, en el Casco 
Viejo de Pamplona, se despertaron por el estruendo de 
varios disparos. En la confluencia de la calle San 
Miguel y la plaza de San Francisco acababan de ser 
asesinados José Oyaga y Jesús Vidaurre. Tres terroristas de 

ETA, sin mediar palabra y disparándoles en la nuca a quemarropa, mataron en 

el acto a estos dos amigos que charlaban tranquilamente en la plaza de San 

Francisco de Pamplona. Como a otras tantas víctimas, los remataron 

justificando su crimen con el comodín de estar relacionados con el 

narcotráfico79.  

Jesús Vidaurre tenía 32 años, era viudo y tenía cuatro hijos que quedaron 

huérfanos de padre y madre. José Oyaga tenía 49 años, estaba casado y tenía 

tres hijos.  

 

Expediente judicial: 

 

 
79 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Jesús Vidaurre Olleta. https://mapadelterror.com/victims/jesus-vidaurre-olleta/ José 
Oyaga Marañón. https://mapadelterror.com/victims/jose-oyaga-maranon/ Ordóñez, C. (1 de mayo de 2024). X (antes Twitter). 
#TalDiaComoHoy. 
 

https://mapadelterror.com/victims/jesus-vidaurre-olleta/
https://mapadelterror.com/victims/jose-oyaga-maranon/
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Nadie ha sido condenado por este doble crimen y en ese resultado han 
sido determinantes las graves negligencias cometidas en el 
procedimiento judicial. Dos de los etarras autores del mismo fueron 
detenidos y uno de ellos efectuó una minuciosa confesión firmada sobre 
cómo lo planearon y ejecutaron. Sin embargo, pese a los claros indicios, 
pruebas y confesiones de sus asesinos, el asunto no llegó a la Audiencia 
Nacional. El 5 de mayo del mismo año, Europa Press hizo pública una 

información de la Policía, un informe de balística redactado en torno al 
doble asesinato, donde se concluía que una de las pistolas utilizadas era 
la misma con la que ETA intentó asesinar al militar Jesús Larrondo. Este 

dato nunca fue tenido en cuenta por las autoridades judiciales. El juzgado de 
instrucción nº1 de Pamplona dictó sobreseimiento el 29 de julio y en 
agosto lo archivó definitivamente.  

Sin embargo, no todo termina aquí. La ineficacia del Estado de Derecho fue 

especialmente sangrante en este caso. Cuando en 2012 se publicó el 
informe de la Audiencia Nacional sobre crímenes sin esclarecer de ETA y 

salió la cifra de más de 349 impunes posteriores a la amnistía, uno de los 

crímenes era el de Jesús Vidaurre y José Oyaga. En la documentación enviada 

por la Guardia Civil a la Audiencia Nacional en 2012 aparecían identificados 
como presuntos autores los siguientes miembros del comando Iruña 
Artapalo: Ignacio Erro Zazu; Fermín Ancizar Tellechea; Vicente Celaya y 
María Yolanda Berruete. 

Este informe no solo vinculaba a todos ellos con el doble asesinato, sino que 

también albergaba la confesión del etarra Fermín Ancizar cuando fue detenido 

el 22 de mayo de 1981, contando con todo detalle cómo prepararon y 

ejecutaron el crimen. Sin embargo, este informe nunca se incorporó al 
sumario que la Audiencia Nacional debió haber abierto inmediatamente, 
reclamando las actuaciones del juzgado de instrucción de Pamplona. Un 
dato muy importante: el informe consta como enviado por la Guardia Civil 
a la Audiencia Nacional. La pregunta, por tanto, es: ¿Por qué no actuó la 

Audiencia Nacional? 

Estos crímenes quedaron impunes y se dejó que prescribieran en un 
juzgado de Pamplona sin competencia. 
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24. Jesús Argudo Cano 

 

 

2 de mayo de 1980 

 

La tarde del 2 de mayo de 1980, el vigilante jurado 
Jesús Argudo se encontraba a las puertas las oficinas 
de la General Motors en Zaragoza prestando sus 
servicios. Jesús era un guardia civil retirado, tenía 58 
años, tres hijos y llevaba 15 días en su nuevo empleo. 
Pasadas las 19.00 horas, varios individuos 
encapuchados entraron en el edificio y dispararon 
contra él. La víctima quedó tendida en la silla y murió camino del hospital80.  

Dos grupos terroristas reivindicaron el asesinato: el Frente Revolucionario 

Antifascista y Patriota (FRAP), que ya había desaparecido, y el Frente 

Revolucionario Antifascista Vasco Aragonés (FRAVA), siendo este último la 

hipótesis más probable. Sin embargo, el caso estuvo rodeado de mentiras y 

calumnias desde el primer momento, ya que no parecía interesar en el contexto 

político que había por aquel entonces reconocer que se trataba de terrorismo81. 

Aunque los propios terroristas reivindicaron el atentado hasta dos ocasiones, 

los medios de comunicación y las autoridades insistían en que el asesinato de 

Jesús era por un ajuste de cuentas, lo cual ahondaba más el dolor de sus 

familiares, que tenían que soportar además cómo era mancillada la memoria de 

Jesús. Paradójicamente, en una respuesta en el Congreso 8/05/80, el entonces 

 
80 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Jesús Argudo Cano. https://mapadelterror.com/victims/jesus-argudo-cano/ Ordóñez, 
C. (2 de mayo de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
81 Ordóñez, C. (2 de mayo de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/jesus-argudo-cano/


P á g i n a  | 115 
 

ministro del Interior, Juan José Rosón, dijo: “Se ha producido la aparición, 

afortunadamente, hasta el momento como embrión, de otros grupos como, al 

parecer, fue la reactivación del FRAP con un atentado en Zaragoza”82. 

Su hijo Jesús acudió hace unos años al Archivo Histórico Provincial y solicitó 

información sobre el asesinato de su padre. Fue entonces cuando le sacaron 

una carpeta con abundante documentación y con una única palabra en la 

portada: “Sensible”. Solo le permitieron leer una página, la que contenía la 

reivindicación del FRAVA, pero era sobre otro atentado83.  

El atentado hizo que cinco directivos regresaran a su país poco después. Jesús 

dijo que “un ejecutivo de la General Motors se personó en nuestra casa y le dijo 

a mi madre que la muerte de mi padre no tenía nada que ver con su empresa”. 

Cuando el juez les citó el 14 de mayo, ya se habían ido84. 

Cuando al año siguiente Jesús volvió al Archivo Histórico Provincial le 

reconocieron que había desaparecido toda la información policial del 2 al 8 de 

mayo. En las diligencias judiciales nunca se aportó el informe de balística. 

Tampoco se ha encontrado el expediente policial. Está claro que algo se quiso 

ocultar en el asesinato de Jesús. No se puede obviar el hecho de que la 

General Motors, la mayor empresa americana y del mundo, en aquellos 

momentos se estaba instalando en Zaragoza85. 

Jesús Argudo ya tiene su placa que le recuerda en el lugar de su vil asesinato 

gracias al Ayuntamiento de Zaragoza. Su viuda, Soledad, falleció el 29 de 

diciembre de 2022 sin respuesta a sus preguntas: quiénes fueron los que 

habían destrozado a su familia para siempre y por qué. Tres palabras han 

definido a su familia: dolor, soledad y lucha.  

 

Expediente judicial: 

 

 
82 Ibid. 
83 Ibid. 
84 Ibid. 
85 Ibid. 



P á g i n a  | 116 
 

El atentado de Jesús nunca se investigó. El Juzgado de Instrucción 
número 3 lo archivó a los veinte días y la Audiencia de Zaragoza, un mes 
y medio después. 

En 2018, tras mucho esfuerzo, desde COVITE se consiguió que la 
Audiencia Nacional abriera unas diligencias informativas y requiriera 
información a la Guardia Civil. Esta aportó un exhaustivo informe de casi 
1.000 páginas, pero la Audiencia Nacional archivó esas diligencias. Desde 
entonces esta se niega a abrir un sumario por Jesús, aunque lo tengan 
que sobreseer por falta de autor conocido, al igual que ocurre con los 
sumarios de buena parte de las víctimas del terrorismo. También le niegan 

al hijo de la víctima el acceso a ese extenso informe de la Guardia Civil. La 

lucha de este por esclarecer la verdad ha sido un auténtico calvario lleno de 

obstáculos, viendo una y otra vez cómo la Audiencia Nacional, que es la que 

debería salvaguardar sus derechos a la verdad y a la justicia, es precisamente 

la que se los niega. Jesús hijo encarna los valores que representan las víctimas 

del terrorismo: diques de contención contra el fanatismo y ejemplo de 

convivencia desde el momento en que no respondieron a la violencia con 

violencia. 

Tras fracasar en este intento, se presentó denuncia con el fin de que se 
incoara sumario por asesinato terrorista, como establece la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal (LECrim). Incomprensiblemente, el Juzgado Central 
de Instrucción nº6 incoó las Diligencias Previas 126/2023, sin realizar el 
preceptivo ofrecimiento de acciones del artículo 109 de la LECrim, y el 12-
04-2024 dictó auto acordando el archivo de la denuncia interpuesta, 
basándose en que los hechos denunciados habían prescrito. 

El auto se recurrió en reforma, siendo uno de los motivos la inadecuada 
forma en la que se tramitó procesalmente la denuncia (Diligencias 
Previas), cuando la ley impone que en un delito como es un asesinato 
terrorista tendría que haberse abierto el correspondiente sumario, que no 

se abrió. Eso implica necesariamente hacer ofrecimiento de acciones al 

denunciante, que era el hijo de la víctima. En su lugar, archivaron las 

Diligencias Previas con un auto con el que le daban tan solo tres días para 

apelar. 
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De manera aún más sorpresiva, el Juzgado, por auto de 11-04-2024, 

desestimó el recurso de reforma argumentando que el mismo se había 

interpuesto fuera de plazo, al no haberse dictado un auto de sobreseimiento del 

artículo 636 de la LECrim, sino de archivo por inadmisión de denuncia del 

artículo del artículo 269 de la LECrim.  

Al haber tramitado unas Diligencias Previas, conforme a la dicción literal del 

artículo 269 LECrim este resulta inaplicable. Por ello, la defensa del 
denunciante, hijo de la víctima, ha interpuesto recurso de apelación ante 
la superioridad, que se encuentra en tramitación actualmente. 

El Instructor no podía ignorar que nunca se tuvieron que incoar unas 

Diligencias Previas, sino un sumario. Se trata de un delito de asesinato 
terrorista que está penado por la ley con más de nueve años y esto obliga 
a los jueces de la Audiencia Nacional ante una denuncia a incoar un 
sumario con todas las garantías previstas por la ley para estos casos. 

El trato que está sufriendo la víctima por el órgano judicial podría 
constituir una grave vulneración de su derecho a la tutela judicial efectiva.  
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25. Julio Santiago Expósito Pascual 

 

 

20 de junio de 1980 

 

ETA asesinó en Sestao al joven de 23 años Julio 
Santiago Expósito, cuando salía del negocio familiar, 
una sastrería, acompañado de su padre para ir a comer 
a casa. Dos encapuchados apartaron al padre y acto seguido uno de ellos se 

situó a la espalda de Julio, disparándole una ráfaga de ametralladora, a pesar 

de que la víctima se dio cuenta de la intención de los atacantes e intentó 

ocultarse detrás de un coche. A continuación, el otro terrorista lo remató con 

varios disparos cuando el cuerpo del joven estaba ya tendido en el suelo. El 

padre de Julio se acercó al cuerpo ensangrentado de su hijo y comprobó que 

estaba muerto. Recientemente había perdido a otro hijo de 14 años. En el lugar 

de los hechos se recogieron trece casquillos del calibre 9 milímetros86.  

Los etarras emprendieron la huida con toda tranquilidad, montándose en un 

Renault-18 de color azul en dirección a la vecina localidad de Portugalete. El 

coche utilizado para huir, donde les esperaban otros dos terroristas, había sido 

robado media hora antes a punta de pistola en Gabeamendi, ordenando al 

dueño que no avisase del robo hasta las 18 horas. A última hora de la noche 

fue encontrado el vehículo en la travesía de Abatxolo de Portugalete. Tras el 

asesinato vinieron los rumores, las calumnias, los señalamientos de los propios 

vecinos simplemente por pensar diferente o por ser amigo de alguien que se 

 
86 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Julio Santiago Expósito Pascual. https://mapadelterror.com/victims/julio-santiago-
exposito-pascual/ Ordóñez, C. (20 de junio de 2023). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy.  

https://mapadelterror.com/victims/julio-santiago-exposito-pascual/
https://mapadelterror.com/victims/julio-santiago-exposito-pascual/
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atrevía a pensar diferente. Vinieron las justificaciones: el repetido “algo habrá 

hecho” 87.  

 

Expediente judicial: 

 

La investigación judicial del asesinato de Julio es inexistente, basta con 
ver la escasa extensión del Sumario 4/80 instruido por el Juzgado Central de 

Instrucción nº4: 46 folios. Además, el hecho de que fuera incoado el 24-10-

1980 y declarada su conclusión el 28-10-1980, indica que no se realizó 
ninguna diligencia de investigación, ni se dio tiempo a que pudiera 
aparecer alguna prueba nueva. 

En el vehículo utilizado en el atentado, la Policía encontró una huella dactilar en 

el retrovisor interior, cuyo resultado no consta en los autos, y que no se 

reclama ni por el Instructor de Bilbao, ni por el de la Audiencia Nacional. Es una 

prueba relevante y, como tal, los instructores judiciales deberían haber pedido 

a la Policía el informe de la huella dactilar encontrada, imprescindible para la 
búsqueda de los culpables.  

Por su parte, el Informe de Autopsia es uno de los peores y menos 
rigurosos que se han estudiado en este proyecto de investigación. No 

establece el número de heridas que presenta la víctima, sino que indica tan 

solo “múltiples orificios de bala”, no los describe y, como consecuencia, no se 

sabe si son de entrada o de salida, ni su trayectoria. Llama especialmente la 

atención la falta de referencia a la herida que se observa en la parte posterior 

del cuello, zona vital que tampoco describe. En la autopsia solo se identifica 

una herida y se hace de manera indirecta: 

“La bala que penetró por zona preauricular no afecta a centros nerviosos 

vitales, saliendo por hemitórax izdo.” 

El hecho de que el informe establezca, cuando han disparado a la víctima 
en 13 ocasiones, que: “nada se opone a que haya sido homicida” −se 

 
87 Ordóñez, C. (20 de junio de 2023). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy.  
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analizaron 13 vainas por el Gabinete Central de Investigación− y ni se 
contabilice el número de heridas, es definitorio de la falta de rigor del 
mismo y la absoluta falta de profesionalidad de quien practica la autopsia y 

redacta el informe. 

Esto debió de ser corregido por el Juez Instructor presente en ese 
momento, pero no lo hizo, lo que también es una grave negligencia. 
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26. Luis María Hergueta Guinea 
 
 
 

 

25 de junio de1980 

 

Cuando, tras haber salido de la factoría Michelin 
en la que trabajaba, Luis María Hergueta, casado y con 
dos hijos de 20 y 16 años, iba a entrar en su domicilio, 
tres terroristas del comando Araba se le acercaron por 
detrás y uno de ellos le descerrajó dos tiros en la nuca, 

causándole la muerte en el acto. El atentado se produjo en pleno centro de 

Vitoria, en la transitada calle Dato y a la altura del número 40, por lo que hubo 

numerosos testigos del asesinato. En ese momento, un agente de la Policía 

Municipal se encontraba a unos diez metros de donde cayó muerta la víctima. 

Intentó detener a los terroristas, pero uno de ellos le encañonó. El agente sacó 

su arma para disparar, pero se le encasquilló y los etarras huyeron a pie por las 

calles Manuel Iradier y Fueros. En esta última el policía municipal les perdió de 

vista88. 

En el lugar de los hechos, al que se desplazaron efectivos de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad media hora después del atentado, se recogió un 

proyectil blindado y semiaplastado del calibre 9 milímetros Parabellum. La 

banda terrorista justificó el asesinato de Luis María por ejercer una “política 

represiva” contra los trabajadores de la fábrica Michelin, inmersos por aquel 

entonces en un conflicto laboral con la patronal. Los terroristas de ETA habían 

 
88 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 18 y 
19, 104-109, 279, 330. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Luis Hergueta Guinea: https://mapadelterror.com/victims/luis-hergueta-
guinea/  

https://mapadelterror.com/victims/luis-hergueta-guinea/
https://mapadelterror.com/victims/luis-hergueta-guinea/
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observado la rutina diaria de la víctima y esto les permitió perpetrar el 

atentado89. 

La investigación inicial llevada a cabo por la Policía Judicial y por la Brigada de 

Información de la Guardia Civil determinó que habían sido tres jóvenes de entre 

20 y 22 años quienes habían actuado. Según el detallado informe policial 

elaborado tras el asesinato, uno de ellos medía de 1’75, tenía el pelo moreno, 

“semilargo” y liso; vestía zapatos de suela de goma ancha, pantalón oscuro, 

camiseta gris claro de manga larga y cazadora beige, era “de andares poco 

estéticos” porque “corría con los pies abiertos”, de complexión fuerte, “de cara 

redonda”. El segundo medía 1’80, era delgado, tenía el pelo corto y algo rizado. 

Vestía un anorak azul oscuro. El tercero medía 1’70, llevaba el pelo corto y era 

moreno. Vestía un pantalón azul oscuro y un jersey granate, era de 

“complexión normal”. Uno de los tres disparó dos veces a quemarropa en la 

base del cráneo de Luis María, aunque no se pudo especificar cuál de los tres 

individuos lo hizo90. 

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad no tardaron en dar con colaboradores de 

ETA radicados en Vitoria. Un año después del asesinato apresaron al 

matrimonio formado por Modesto García Marañón y Miren Edurne García Artal. 

Modesto era un trabajador de la fábrica Michelin de la que la víctima era 

directivo. Durante el juicio reconocieron que habían mantenido encuentros con 

destacados miembros de la organización para, entre otras cosas, 

proporcionarles información sobre Luis María, de modo que en 1982 la pareja 

fue condenada por colaborar con ETA.  

 

Expediente judicial91: 

 

En los dos interrogatorios que tuvieron lugar el 4 de abril de 1981 en Vitoria, en 

los locales de la Brigada Provincial de Información de la Policía y en la 

Comisaría del Cuerpo Superior de Policía (JCI nº1, Sumario 24/2005, p. 3-11), 

 
89 Ibid. 
90 Ibid. 
91 Ibid. 
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esta pareja relató con todo lujo de detalles su paso por ETA, las 
reuniones que tuvieron con dirigentes de la banda y cómo dejaron a 
disposición de la organización su propio domicilio familiar en la calle 

Vicente Aleixandre de la capital alavesa92. 

Sabiendo que Modesto trabajaba en la fábrica de Michelin de Vitoria y que en 

ella estaba teniendo lugar la negociación del convenio colectivo, los etarras le 

solicitaron una fotografía de Luis Hergueta, que era el directivo encargado de 

negociar en nombre de la patronal. Modesto entregó a los etarras una revista 

editada por el comité de la empresa Michelin en la que aparecía Luis María 

Hergueta y también facilitó una fotografía del directivo recortada de otra revista. 

Los dirigentes de la banda, por su parte, dieron a Modesto y a Miren la mitad 

de un calendario, un almanaque de bolsillo editado por Caja Laboral. Esa sería 

la contraseña. La pareja debía portar esa parte del calendario y los etarras que 

en próximas fechas fuesen al domicilio del matrimonio en Vitoria se 

identificarían enseñándoles la segunda parte del almanaque. Esos terroristas, 

además de presentar la mitad del calendario, debían decir que llegaban “de 

parte de Julián”. 

Esa última reunión tuvo lugar el 5 de mayo. A Luis María lo asesinaron el 25 de 

junio. La Brigada Provincial de Información de la Comisaría Provincial de Vitoria 

investigó y hasta logró la confesión de Modesto y de Miren después de que 

estos fueran detenidos en un operativo policial contra el comando Araba, en 

abril de 198193.  

La Policía instruyó las diligencias oportunas y las remitió al Juzgado de 
Instrucción número 1 de Vitoria. Modesto y Miren fueron condenados en 
1982 y a partir de ahí, no hubo nada más. Las diligencias, las 
transcripciones de los interrogatorios, las revelaciones incriminatorias de 
los condenados, todo permaneció catorce años olvidado en un cajón.  

Hasta 1996 la Audiencia Nacional no recabó una información que tenía a 
su alcance desde 1981, en la que aparecía la confesión de los dos 

colaboradores de ETA que dejaban claro que tanto Josu Urrutikoetxea 

Bengoetxea, alias “Josu Ternera”, como Juan Lorenzo Lasa Mitxelena, alias 
 

92 Ibid. 
93 Ibid. 
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“Txikierdi”, estuvieron implicados en el asesinato de Luis María, o que, al 

menos, pretendían atentar contra él. La Audiencia Nacional se topó con 
innumerables problemas para encontrar su sumario, tanto es así que el 26 

de diciembre de 1996 la Fiscalía reclamó al Juzgado Central de Instrucción 

número 1 que pidiese al Registro Civil de Vitoria la certificación del fallecimiento 

de Luis María y a la Brigada Provincial de Información que averiguase el lugar 

de enterramiento de la víctima. Entre otros requerimientos también solicitó a la 

Comisaría General de Información dos fotografías de “Josu Ternera” y otras 

dos de “Txikierdi”. De cada uno reclamó una instantánea tomada en 1980 o en 

años próximos a esa fecha y otra reciente. 

El 22 de abril de 2003 Modesto García Marañón y Miren García Artal, quienes 

en sede policial habían implicado a “Ternera” y a “Txikierdi” en el asesinato de 

Luis María, fueron requeridos de nuevo para que se reafirmasen en sus 

declaraciones pese a que ya lo habían hecho en sede judicial a principios de 

los años 80. De nuevo en abril de 2003 y en dependencias de la Audiencia 

Nacional, Miren resaltó que había pasado “mucho tiempo” desde su 

declaración ante los investigadores policiales, pero, por tercera vez en veinte 

años, insistió en que sí, en que todo lo dicho en 1981 era “verdad”. Modesto 

declaró que no se acordaba de “aquella declaración” en la que incriminó a dos 

dirigentes de ETA. “Si en mi declaración pone que entregué esa revista, será 

verdad”, dijo en referencia a la publicación con fotos de Luis María Hergueta 

que dio a “Ternera” y a “Txikierdi”. Pero añadió: “La gente con la que me reuní 

en el hospital de Bayona eran milis [de ETA Militar]. Y por lo visto los que 

mataron a Hergueta Guinea eran polimilis [de ETA Político Militar]”. También en 

abril de 2003, a Modesto se le presentaron fotografías de “Ternera” y de 

“Txikierdi”, pero dijo que no era capaz de reconocer a ninguno de ellos en 

dichas imágenes. 

Habían pasado 23 años desde el asesinato. En ese tiempo el etarra “Josu 

Ternera” había accedido a la jefatura de ETA entre 1987 y 1988, cumplió once 

años de cárcel tras ser capturado y llegó a ser diputado del Parlamento Vasco 

bajo las siglas de Euskal Herritarrok (EH). Es más, EH designó a “Ternera” 

como miembro de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara 

autonómica cuando este aún se encontraba en prisión preventiva. 
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Precisamente por su condición de parlamentario vasco fue el Tribunal Superior 

de Justicia del País Vasco (TSJPV) el que decretó prisión provisional para 

“Ternera” en diciembre de 2004. Lo hizo después de analizar una 

documentación que ya estaba en manos de la Administración de Justicia en 

1981; información que salió a relucir en el juicio en el que fueron condenados 

por colaboración con ETA Modesto García Marañón y Miren García Artal, 

celebrado en 1982; información que la Audiencia Nacional ya había rescatado 

del olvido en 1996, antes de que “Ternera” fuese parlamentario vasco con total 

impunidad. 

Además de todo lo anterior, en 2005 el juez de la Audiencia Nacional 
Santiago Pedraz ordenó a la Interpol la búsqueda y captura de “Josu 
Ternera”. Sin embargo, el Gobierno mantuvo la inmunidad diplomática del 
terrorista y le concedió ‘salvoconducto’ para que tuviera libertad de 
movimientos entre Ginebra y Oslo, que es donde por entonces el 
gobierno estaba negociando con la banda terrorista ETA. Ese alto el fuego 

que se aprovechó para la negociación fue roto por la banda con nuevos 

atentados y cuando ETA declaró el “cese definitivo” de sus acciones violentas 

en octubre de 2011, “Ternera” aún seguía fugado.  
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27. Basilio Altuna Fernández de Arroyabe 

 

 

6 de septiembre de 1980 

 

Un terrorista de ETA político-militar mató en el 
acto de un disparo en la cabeza al capitán Basilio 
Altuna mientras se encontraba viendo un partido de 
pelota en las fiestas del municipio alavés de Erentxun, 
junto a su mujer y otros familiares. ETA reivindicó el crimen en 

un comunicado en el que vertía mentiras sobre la víctima y la relacionaba con 

la extrema derecha. Su mujer respondió con una valiente carta pública en la 

que anunció que ella y sus cuatro hijos no callarían ante las falsedades que 

manchaban el honor de su marido94. 

Su hijo Ángel fue clave en la fundación de COVITE y, años más tarde, otro hijo, 

Fernando, formó parte de la Junta Directiva de la entidad hasta su fallecimiento 

en 2017. Este último llegó a ser expulsado de la AVT por denunciar 

públicamente sus pactos con las “X” de ETA para evitarles la cárcel. En una 

carta a su padre a los treinta y cinco años de su asesinato, titulada “Las heridas 

siguen abiertas”95, Fernando (Fer) Altuna, afirmaba con rotunda claridad: “… Lo 

único que sé con toda seguridad que pasó, y no es un retrato ni una opinión, es 

que: 

• Unos dictaron tu muerte. 

• Otros te siguieron y anotaron tus costumbres, tus usos, tus itinerarios… 

 
94 COVITE. (s.f.) Mapa del Terror, Víctimas, Basilio Altuna Fernández de Arroyabe. https://mapadelterror.com/victims/basilio-
altuna-fernandez-de-arroyabe/ Ordóñez, C. (6 de septiembre de 2023). X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 
95 Altuna, F. (s.f.) “Las heridas siguen abiertas: Carta de Fernando Altuna a su padre”, COVITE. https://covite.org/comunicados/las-
heridas-siguen-abiertas-carta-de-fernando-altuna-a-su-padre/ 
 

https://mapadelterror.com/victims/basilio-altuna-fernandez-de-arroyabe/
https://mapadelterror.com/victims/basilio-altuna-fernandez-de-arroyabe/
https://covite.org/comunicados/las-heridas-siguen-abiertas-carta-de-fernando-altuna-a-su-padre/
https://covite.org/comunicados/las-heridas-siguen-abiertas-carta-de-fernando-altuna-a-su-padre/


P á g i n a  | 127 
 

• Alguien muy cercano a ti informó de que aquella tarde, casualmente, 

estabas en Erenchun. 

• Uno ejecutó la acción. 

• Otros dieron cobertura de fuga al ejecutor. 

• Otros cobijaron y protegieron a los anteriores… 

• Una inmensa mayoría de la sociedad y parte de sus instituciones 

callaron ante tu asesinato… (Ni siquiera ningún representante del 

Gobierno vasco acudió a tu sepelio y funeral”) 

Lo único que sé y esto no es una opinión es que el estado de derecho y sus 

instituciones: 

• No te protegieron como ciudadano, en tiempo de paz y no de conflicto 

armado. 

• No han investigado tu crimen. 

• No han identificado, ni detenido, ni juzgado al autor material, al “hombre 

de la camisa verde”, que te asesinó. 

• No ha identificado, ni detenido, ni juzgado a los autores necesarios (ni 

materiales, ni intelectuales) de tu asesinato. 

• La Audiencia Nacional…archivó tu sumario el 24 de diciembre de 1980, 

24 horas después de haberlo incoado. 

• Lo único que sé, y esto no es una opinión, es que ETA (Político Militar) 

organización terrorista (perfectamente jerarquizada y estructurada) fue 

quien reivindicó la autoría del asesinato de mi padre. 

… 

Lo único que sé y esto no es un retrato, es que después de 35 años el estado 

de derecho por el cual te asesinaron no hizo, ni ha hecho a día de hoy, su 

trabajo (como sí, insisto, lo hicieron perfectamente tus asesinos)”. 

Basilio tenía 57 años, estaba casado y tenía cuatro hijos. 

 

Expediente Judicial: 
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El crimen de Basilio nunca se investigó. Su sumario se cerró en 24 horas. 

En ese momento el gobierno estaba negociando con la banda terrorista. 
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28. José Ignacio Ustarán Ramírez 

 

 

29 de septiembre de 1980 

 

En Vitoria, varios terroristas secuestraron a José 
Ignacio Ustarán en su propio domicilio a las nueve de 
la noche cuando preparaban el cumpleaños de una de 
sus hijas, ya que al día siguiente iban a celebrar una fiesta. Una joven 

llamó a la puerta para entregar un paquete, cosa que no les extrañó, ya que 

pensaron que se trataba de algún regalo. En ese momento, dos terroristas de 

ETA aparecieron armados en el umbral, entraron hasta el despacho de Jose 

Ignacio y le obligaron a tumbarse en el suelo. A su mujer, la concejal de UCD 

Rosario Muela, y a sus cuatro hijos los llevaron a la cocina y les advirtieron de 

que no avisaran a la policía hasta las doce de la noche96. Charo, angustiada, 

les preguntaba ‘¿qué vais a hacer?’ Le contestaron que iban a interrogarle y le 

pidieron si tenía cuerdas para atarlo, obligándole a volver con sus hijos 

pequeños. Transcurrió media hora de terror hasta que arrancaron el teléfono, 

se llevaron a José Ignacio, bajaron al garaje y le obligaron a coger su propio 

coche97.  

Hora y media más tarde llegaría la fatal noticia. Unos vecinos encontraron el 

cadáver de José Ignacio en el interior de su propio vehículo con un disparo en 

la cabeza. ETA reivindicó el asesinato y en un comunicado señalaron que iban 

a continuar contra los militantes y dirigentes de UCD. Sin embargo, no era José 

 
96 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, José Ignacio Ustarán Ramírez. https://mapadelterror.com/victims/jose-ignacio-
ustaran-ramirez/ Ordóñez, C. (29.09.2023), X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 
97 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/jose-ignacio-ustaran-ramirez/
https://mapadelterror.com/victims/jose-ignacio-ustaran-ramirez/
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Ignacio quien estaba metido en política, sino su mujer, que no paró de pedir a 

los terroristas que se la llevaran a ella98. 

Nunca se detuvo a nadie. Por aquel entonces se estaba negociando con la 

banda terrorista. No se practicaron ni las más elementales diligencias de 

prueba. La viuda no tuvo nunca noticias ni del juzgado ni de la policía desde 

que fue a declarar días después del atentado. Tuvo que sacar sola adelante a 

sus cuatro hijos, marcharse del País Vasco y empezar de cero sin ayuda de 

ningún tipo, ni institucional ni social99. 

José Ignacio tenía 51 años, era perito industrial, su vida profesional estaba 

relacionada con la industria del automóvil. Casado con Charo Muela, era padre 

de cuatro hijos. 

 

Expediente Judicial: 

 

La investigación judicial no existe y la escasa extensión del Sumario nº 
72/83 instruido por el Juzgado Central de Instrucción nº 1 así lo demuestra: 41 
folios. Además, el hecho de que fuera incoado el 25-11-1983 y declarada su 
conclusión al día siguiente, el 26-11-1983, indica que no se realizó ninguna 
diligencia de investigación, ni se dio tiempo para que pudiera aparecer 
alguna prueba adicional o solicitarse diligencia de prueba nueva por 
algún hecho trascendente. 

El informe balístico realizado, más que ofrecer respuestas, crea dudas. Se 

analizan dos vainas y dos balas, llegando a la conclusión de que las vainas han 

sido percutidas por una carabina o rifle de fabricación francesa y las dos balas 

presentan marcas producidas “por los campos del cañón del revolver que las 

disparó”. Pese a que a José Ignacio lo asesinaron en el interior de su vehículo, 

no se encontraron proyectiles del calibre 22, ni se da explicación a la 

discordancia entre los calibres de las vainas y las balas encontradas. Pese a lo 

 
98 Ibid. 
99 Ibid. 
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llamativo de la contradicción, ni los instructores, ni los fiscales 
intervinientes pidieron aclaración alguna. 

La autopsia no ayudó a esclarecer este extremo, debido a la falta de rigor 
del médico forense que la practicó, quien no midió las heridas producidas, lo 

que hubiera aclarado si las mismas habían sido provocadas por un arma del 

calibre 22 Long-Rifle o del calibre 38 Especial. Esto tampoco llamó la 
atención de jueces o fiscales intervinientes. 

Conforme informó la Comisaría de Vitoria al Juez Instructor el 30-09-1980, se 

barajaba la hipótesis de que se produjera un disparo involuntario antes de la 
muerte de José Ignacio, al encontrarse evidencias del mismo desde la parte 

trasera del vehículo hacia la delantera, lo cual, unido a que se encontraron 

restos de sangre en diferentes partes del automóvil, lleva a la posibilidad de 
que uno de los autores resultara herido antes de asesinar a la víctima. La 
Policía buscó y encontró el local donde los terroristas estuvieron después 
de asesinar a la víctima, el Club Holiday, y hallaron rastros de sangre, 
tomando muestras y realizando los oportunos análisis, que no fueron 

concluyentes entonces. Lo cierto es que esto no llevó a que se investigara por 

los instructores, ni por los fiscales, si los terroristas habían acudido 

posteriormente a algún hospital o médico en busca de ayuda especializada. 

Al tener una prueba biológica, de no haberse concluido el sumario de una 
manera precipitada, se podría haber contrastado esa prueba con las 
muestras obtenidas tras las detenciones de los terroristas que se 
hubieran realizado con posterioridad, pero el sumario estaba archivado. 
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29. Aurelio Prieto Prieto 

 

 

21 de noviembre de 1980 

 

ETA asesinó en Ibarra al joven guardia civil Aurelio 
Prieto. Aurelio tenía 23 años, estaba adscrito al 
Servicio de Información de la Comandancia de San 
Sebastián y se encontraba junto a sus compañeros, Eduardo Izquierdo 

Marfil y José Blasco Aranda, investigando la zona en la que había permanecido 

secuestrado durante 45 días el industrial de origen cubano Pedro Abreu. Se 

trataba de la zona de la ermita de la Virgen de Izaskun, en Tolosa100. 

Los guardias civiles iban en un Seat 124 sin distintivos oficiales, conducido por 

José Blasco. Al llegar a las inmediaciones de la ermita vieron a dos individuos 

sospechosos sentados en el pretil. Aurelio y Eduardo se apearon del vehículo 

para proceder al trámite de identificación, mientras José aparcaba el coche. Sin 

mediar palabra, uno de ellos sacó un arma y disparó contra los dos guardias 

civiles, hiriendo gravemente a Aurelio, que fue alcanzado en un hombro, y a 

Eduardo que, herido en el brazo derecho, vio impotente cómo remataban a su 

compañero de un disparo en la cabeza, por la espalda y mientras trataba de 

reincorporarse. Para evitar que le sucediera lo mismo, Eduardo rodó para 

alejarse de los terroristas que se dirigían hacia él para dispararle. Consiguió 

sacar su pistola y disparar a los atacantes, que se dieron a la fuga. Por su 

parte, José Blasco trató de disparar también contra los terroristas, pero no su 

arma se encasquilló dos veces y fue inefectiva. 

 
100 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Aurelio Prieto Prieto. https://mapadelterror.com/victims/aurelio-prieto-prieto/  
Ordóñez, C. (21 de noviembre de 2022). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/aurelio-prieto-prieto/
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Aurelio estaba casado con una joven de 20 años, Concepción Fernández 

Galán (Conchi), y tenía con ella una bebé de 4 meses, Laura. Conchi es de 

Alsasua y tras quedar viuda, su familia no quiso que volviera al pueblo y así lo 

hizo. Como explica el historiador Gaizka Fernández, cuando se casaron, “casi 

toda la familia de la novia les hizo el vacío. Conchi había cometido un delito de 

lesa patria: enamorarse de un guardia civil”101. Siempre ha estado en primera 

línea defendiendo los derechos de las víctimas del terrorismo. Cada vez que 

quiere reunirse con Aurelio tiene que recorrer 700 km y resignarse a visitarlo en 

el cementerio de Mérida102. 

 

Expediente judicial: 

 

Este crimen está impune. Con fecha 02-12-1980, el Juzgado Central de 

Instrucción nº1 incoó el Sumario 143/1980 y, poco después, el 22-06-1981, el 
Instructor de la Audiencia Nacional, sin haber ninguna diligencia que no 
sea de las ordenadas por la Ley, dictó auto de conclusión de sumario. No 
constaba realizado el informe de Balística, sobre las vainas encontradas 
en el lugar de los hechos. 

El 08-05-1984, el Fiscal solicitó la reapertura del sumario en base a las 

declaraciones realizadas por Ramón Agra Alonso en el Sumario 62/83 del 

Juzgado Central de Instrucción nº5, en las que afirma que Jesús Urteaga 

Repullés, alias “Txetxu” y Eugenio Barrutiabengoa Zabarte, alias “Arbe”, 

miembros de los Comandos Autónomos Anticapitalistas (CCAA) fueron los 

autores de este atentado. 

Tras acordar la reapertura del sumario, el 13-06-1984 se dictó auto de 

procesamiento contra Urteaga Repullés y Barrutiabengoa Zabarte, se volvió a 

declarar la conclusión del sumario y la Sala lo devolvió, a petición del Fiscal, al 

faltar la prueba balística, solicitando también que se tramitaran órdenes 

internacionales de detención contra los dos procesados. El informe de 

 
101 Fernández Soldevilla, G. (21.11.2022). “El pasado que no pasa”, El Correo. https://gaizkafernandez.com/2020/11/21/gfs-el-
pasado-que-no-pasa-el-correo-21-xi-2020/ 
102 Ibid. 

https://gaizkafernandez.com/2020/11/21/gfs-el-pasado-que-no-pasa-el-correo-21-xi-2020/
https://gaizkafernandez.com/2020/11/21/gfs-el-pasado-que-no-pasa-el-correo-21-xi-2020/
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Balística se realizó el 14-08-1984 y el cotejo fue positivo con otros cinco 
asesinatos. 

En autos consta que se solicitó a Venezuela la extradición de Urteaga 

Repollés, cuya tramitación fue denegada por razones políticas, conforme 

certificó la Dirección General, Altos Cargos del Ministerio de Asuntos Exteriores 

y del Ministerio del Interior de España de fecha 22-10-1990, que finalmente se 

tramitó en el año 1991. 

Pese a solicitarse a Venezuela reiteradamente la extradición de Urteaga 

Repullés y Barrutiabengoa Zabarte, estos nunca han sido entregados a 

España. Las órdenes de extradición permanecen vivas gracias al empeño 
y esfuerzo de la viuda de Aurelio, Concepción Fernández Galán. En el año 

2015, ella misma se personó como acusación particular y trató de reactivar la 

extradición de ambos terroristas. Gracias a su perseverancia, Barrutiabengoa 

es de los pocos etarras huidos que no han regresado al País Vasco, porque 

sabe que tiene vigente su orden de extradición. Urteaga falleció en Venezuela 

en 2020. 

El 08-10-1990 se dictó auto ampliando el procesamiento contra Juan Carlos 

Arruti Azpitarte y Francisco José Zaldúa Gutiérrez, dictando mandamiento de 

prisión para el primero y requisitoria para el segundo. 

En fecha 11-12-1990, la Sección 1ª Sala de lo Penal Audiencia Nacional, 

comunicó al Juez Central de Instrucción nº1 que en esa fecha se había dictado 

auto decretando el sobreseimiento libre para el procesado Juan Carlos Arruti 

Azpitarte por prescripción de los delitos. Al no tener acceso a los autos de Sala, 

no se puede informar del mencionado auto. 

El informe forense está manuscrito, con las dificultades que eso genera, 
como ya se ha resaltado a lo largo de este estudio. Pese a ello, se 

establece la trayectoria de las heridas y se miden las mismas, aunque tiene 

pasajes ilegibles y no se puede saber con seguridad si se extrajo el proyectil 

que se alojó en el hombro de Aurelio y del que no se encuentra descripción en 

dicho informe. 
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30. Vicente Sánchez Vicente 
 
 

 

8 de abril de 1981 

 

Vicente Sánchez era un joven policía nacional de 
32 años, adscrito a la Unidad de Desactivación de 
Explosivos de la Jefatura Superior de Policía de Bilbao.  
A las tres de la tarde del 8 de abril de 1981, ETA lo 
asesinaba en la localidad vizcaína de Baracaldo. Dos 

encapuchados le dispararon instantes después de haber dejado a la puerta del 

colegio de Santa Teresa a su hija menor, Olga, de cuatro años de edad. 

Vicente se dirigió a su vehículo, un Seat 127 de color naranja aparcado en una 

cuesta. Ya había quitado el freno de mano y aún no había cerrado la puerta del 

coche para arrancar, cuando, dos encapuchados, que habían salido de un 

coche aparcado en las inmediaciones, efectuaron varios disparos a bocajarro. 

ETA le había estado vigilando y sabía que uno de sus quehaceres diarios era 

llevar a una de sus dos hijas, la más pequeña, al colegio situado en la calle 

Gabriel Aresti del barrio de Santa Teresa, en Baracaldo (Vizcaya)103. 

El automóvil del policía, que estaba aparcado en una subida, se deslizó sin 

control por la pendiente por espacio de unos quince metros, estrellándose 

finalmente contra otro vehículo. Durante todo el recorrido, el cuerpo de Vicente 

osciló por la puerta abierta, golpeándose contra el suelo y sin llegar a salirse 

totalmente del automóvil, escena contemplada desde la parte alta de la cuesta 

 
103 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 122-
125 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Vicente Sánchez Vicente: https://mapadelterror.com/victims/vicente-
sanchez-vicente/  
- Altuna Ucelay, F. (s.f.). Mapa del Olvido, Vicente Sánchez Vicente (Baracaldo, Vizcaya, España): 
https://mapadelolvido.blogspot.com/2012/03/vicente-sanchez-vicente-baracaldo.html  

https://mapadelterror.com/victims/vicente-sanchez-vicente/
https://mapadelterror.com/victims/vicente-sanchez-vicente/
https://mapadelolvido.blogspot.com/2012/03/vicente-sanchez-vicente-baracaldo.html
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por otros padres y niños que se disponían a entrar en el colegio.  El coche 

terminó chocando contra otro turismo aparcado en esa misma calle104. 

La víctima fue trasladada al Hospital de Cruces, donde los médicos únicamente 

pudieron certificar su fallecimiento. El cuerpo presentaba once impactos de 

bala y tras realizarle la autopsia, fue trasladado al cuartel de la Policía Nacional 

de Basauri, en una de cuyas dependencias se instaló la capilla ardiente. 

Vicente era de la localidad salmantina de Fuentes de San Vicente. Llevaba 

ocho trabajando en el País Vasco y estaba adscrito al equipo de desactivación 

de explosivos de la Jefatura Superior de Policía de Bilbao. Estaba casado y 

tenía dos hijas de 7 y 4 años. Tras el funeral, fue trasladado a Salamanca, 

donde fue enterrado105. ETA reivindicó el atentado el 11 de abril.  

 

Expediente judicial106: 

 

La gestión judicial de este atentado fue desastrosa. En 2011 la Audiencia 
Nacional no tenía constancia documental de que tan brutal asesinato se 
hubiera producido. De hecho, la Audiencia Nacional no supo nada de lo 
acontecido aquel día en Baracaldo hasta 2012, cuando la Presidencia de 
la Audiencia Nacional localizó el expediente perdido. 

Tras las indagaciones pertinentes, iniciadas a petición de la Fundación de 
Víctimas del Terrorismo, la Presidencia redactó un informe en el que 
informó de cómo las gestiones judiciales, de forma irregular, corrieron a 
cargo del Juzgado de Instrucción número 3 de Bilbao, cuando 
correspondían a la Audiencia Nacional. 

Posteriormente, el juzgado bilbaíno remitió el caso a la Audiencia Provincial 
de Vizcaya y fue este órgano el que, sin competencia para hacerlo, dictó el 
sobreseimiento provisional el 6 de diciembre de 1981, ocho meses 
después del crimen. Ni la Guardia Civil ni la Policía Nacional pudieron aportar 

 
104 Ibid. 
105 Ibid. 
106 Ibid. 
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datos sobre posibles autores. La Administración de Justicia no cumplió y la 

Audiencia Nacional no se hizo cargo del caso. 
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31. José María Latiegui Balmaseda 

 

 

14 de abril de 1981 

 

Tras terminar su jornada laboral, en torno a las tres de la tarde, el 

directivo de la empresa Moulinex en Usurbil (Guipúzcoa) José María Latiegui 

se dirigía con un compañero hacia su automóvil, estacionado en una calle 

contigua a la fábrica, para regresar a su casa en San Sebastián. En ese 

momento un terrorista perteneciente a los Comandos Autónomos 

Anticapitalistas (rama escindida de ETA) se le acercó y le disparó en la sien un 

único proyectil. A continuación, se montó en un vehículo conducido por un 

segundo terrorista y se dio a la fuga. Latiegui se desplomó en el suelo. Fue 

inmediatamente atendido por su compañero y una enfermera de la fábrica que 

este avisó, taponándole la herida y trasladándole rápidamente en una 

ambulancia de la DYA a la residencia sanitaria Nuestra Señora de Aránzazu, 

donde ingresó cadáver. José María tenía cuarenta años y dos hijos de catorce 

y nueve años107. El compañero de José María identificó el vehículo como un 

Ford Fiesta amarillo matrícula de San Sebastián, no pudiendo identificar con 

precisión los dos últimos números de la matrícula “13 o 31” y la letra “M o N”. 

 

Expediente judicial: 

 

El 26-04-1981, se incoó el Sumario 114/1981 por el Juzgado Central de 

Instrucción nº1 de la Audiencia Nacional, al recibir el atestado de la Guardia 

Civil, y requirió a esta para que le comunicara a qué Juzgado correspondieron 

 
107 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, José María Latiegui Balmaseda. https://mapadelterror.com/victims/jose-maria-
latiegui-balmaseda/ Ordóñez, C. (14 de abril de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
 

https://mapadelterror.com/victims/jose-maria-latiegui-balmaseda/
https://mapadelterror.com/victims/jose-maria-latiegui-balmaseda/
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las diligencias relativas al citado asesinato. Recibidas las Diligencias Previas 

del Juzgado de Instrucción nº 2 de San Sebastián, el Instructor, sin ordenar 
ninguna diligencia de investigación más, dictó auto de conclusión de 
sumario y sobreseimiento provisional el 29-05-1981, es decir, en poco 
más de un mes desde la comisión del atentado, pese a que el vehículo se 
podría haber identificado con los datos proporcionados por el compañero 
de José María y los investigadores no lo habían hecho. 

En octubre de 1982 el Juzgado Central de Instrucción nº2, remitió testimonio de 

las declaraciones de Joaquín Zubeldia Goristi, alias “Txumbel”, y de su pareja 

sentimental Mª Aránzazu Carrera Carrera, reconociendo su participación en el 

asesinato de José María al proporcionar el vehículo que usaron los autores 

materiales, un Renault 5 de color amarillo, que alquilaron a un particular, 

Agustín Artola Goicoechea, por 70.000 pesetas. Pese a que el compañero de 

José María había identificado otro vehículo, un Ford Fiesta y no un Renault 5, 

nadie se percató de esa discordancia, ni se volvió a preguntar al testigo 
presencial.  

Asimismo, Zubeldia Gorosti y Carrera Carrera identificaron a José 
Antonio Zurutuza Sarasola y a Francisco Imaz Martiarena, como autores 
materiales del asesinato de José María. Esto llevó a la reapertura el Sumario 

y el 25-10-1982, se declararon procesados a Zubeldia Gorosti, Carrera Carrera, 

Zurutuza Sarasola e Imaz Martiarena, estos dos últimos en paradero 

desconocido. 

El 15-11-1982 se dictó auto declarando la conclusión del sumario respecto a 

Zubeldia y Carrera y se elevaron los autos a la Sección 1ª de la Sala de lo 

Penal de la Audiencia Nacional. Por Sentencia de 23-05-1983, Zubeldia Goristi 

y Carrera Carrera, fueron condenados por un delito de asesinato, en concepto 

de cómplices, a la pena de 12 años y 1 día de reclusión menor para cada uno, 

con las accesorias que marca la Ley. 

En mayo de 1984, el Fiscal puso en conocimiento del Juzgado la 
existencia de unas declaraciones de un miembro de los Comandos 
Autónomos Anticapitalistas, Ramón Agra Alonso, realizadas ante el 
Juzgado Central de Instrucción, en las que afirmaba que quienes 
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intervinieron en los hechos objeto del presente informe, fueron José 
Antonio Zurutuza Sarasola, alias “Acuya”, Ignacio Javier San Sebastián 
Goicoechea, alias “Piti”, y Primitivo Alfonso Portilla Martínez, alias 
“Satarra”. 

En su testimonio Agra Alonso confeccionó un listado de cuatro páginas 
relativo a diversas acciones cuya autoría aseguraba conocer, pese a no 
haber intervenido en ellas, identificando a los tres terroristas más arriba 
indicados. Estas declaraciones y el listado son ratificados en sede 
judicial, aclarando que tenía conocimiento de ello por los comentarios de 
los miembros de los CCAA. 

Además, en dicha declaración mostró su arrepentimiento por los hechos 

perpetrados y afirmaba estar seguro de que su vida corría peligro por esas 

declaraciones y los datos facilitados, e incluso que temía represalias contra su 

familia, solicitando que su prisión se llevara a cabo en un establecimiento 

penitenciario en el que no hubiera terroristas. 

Agra declaró que él quería desvincularse de la banda en Francia, pero que no 

podían cruzar a España sin permiso de la “Organización” y que lo contrario “... 

estaba castigado con la muerte.”. De hecho, Agra tuvo la oportunidad de 

desvincularse por estar cumpliendo el servicio militar. También declaró su 

voluntad de “pagar la deuda que tiene con la sociedad por los actos terroristas 

realizados” y de cooperar para convencer a los jóvenes de que no siguieran su 

camino. En resumen, Agra parecía estar totalmente arrepentido de sus actos 

delictivos. 

De los tres identificados por Agra, Javier Ignacio San Marín Goicoechea, alias 

"Piti", falleció el 13-08-1983 junto a José Luis Segurola Mayol, alias “Nazcas“, 

al manipular un explosivo en Usurbil, constando su certificado de fallecimiento. 

El 04-06-1984 el Juzgado Central de Instrucción nº1 dictó Auto declarando 

procesado a Primitivo Alfonso Portilla Martínez, decretó las órdenes generales 

de busca, captura e ingreso en prisión y la Orden Internacional de Detención, 

dictando auto de terminación de sumario y el archivo provisional 07-07-1984. 
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En abril de 1986 se tuvo noticia, a través de Interpol, de la detención en Francia 

de Portilla Martínez. A fin de evitar una extradición que no llevara a una 

posterior condena, el Fiscal optó por solicitar una comisión rogatoria a Francia 

que se vio obstaculizada por los requisitos legales exigidos por las autoridades 

francesas y la hicieron ineficaz, al ser puesto en libertad Portilla con 

anterioridad al cumplimiento de todos los requisitos exigidos. 

En octubre de 1986, el servicio de Interpol informó de que Imaz Martiarena 

había sido condenado a seis meses de prisión en Francia, por lo que se 

iniciaron los trámites para su extradición a España. Sin embargo, en agosto de 

1987 Interpol informó de que la extradición había sido denegada por cuanto, 

entre el 14-02-1981 y el 14-11-1981, Imaz Martiarena se encontraba 

cumpliendo pena en una prisión francesa y, por tanto, no podía haber 

intervenido en los hechos. 

Este hecho pesó enormemente tanto sobre el Instructor como sobre el Fiscal. 

Tras solicitar a Interpol información sobre Zurutuza, Imaz y Portilla, con 

resultado negativo, el Fiscal solicitó cancelar la Orden Internacional de 

Detención contra Portilla en septiembre 1987, lo que se acordó el 21-09-1987, 

siendo cancelada en diciembre del mismo año, cuando Interpol informó al 

Juzgado de la entrega de Imaz a España por Francia. 

En el año 2004, Primitivo Portilla intentó personarse en los autos, solicitando el 

sobreseimiento libre por prescripción del delito, lo que le fue denegado por 

encontrarse en rebeldía. Sin embargo, pese a rechazarse la personación, se 

admitieron y tramitaron los recursos de Portilla contra la denegación, que 

también se desestimaron. Devuelto el sumario al Juzgado se declaró concluso 

y se elevó a la Sala de lo Penal. 

La defensa de Portilla se personó, lo que fue rechazado por las acusaciones 

particulares y, finalmente, fue requerida por la Sala en el año 2010 para que "... 

en el término de tres días presente a su representado ante este tribunal, pues 

vigente la declaración de rebeldía no puede realizarse acto procesal alguno con 

él." 

Pese a los esfuerzos de la familia de José María, por Auto de 20-05-2010, 
la Sección 1ª acordó declarar extinguida la responsabilidad criminal por 
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prescripción del delito imputado a Primitivo Alfonso Portilla Martínez, 

respecto de quien se acordó el sobreseimiento libre de las actuaciones y el 

archivo definitivo del procedimiento. 

No fue menor el esfuerzo empleado en la búsqueda de Justicia con respecto a 

José Antonio Zurutuza Sarasola. Como ya se ha dicho, la familia de José María 

Latiegui se personó como acusación particular en abril de 2004. 

En julio de 2004 el Instructor informó a la Unidad de Policía Judicial de la 

Audiencia Nacional (UPJAN) de la reapertura del Sumario y dicha Unidad 

señaló que Zurutuza se encontraba en prisión en Francia desde su detención 

en ese país el 4-02-2004. Esto llevó a la familia de José María a solicitar que se 

procediera a reclamar la extradición del terrorista. 

Al hallarse Zurutuza en proceso de extradición por el Juzgado Central de 

Instrucción nº5 y que la misma ya se había decretado por Francia, pero no se 

conocía la fecha de entrega, se estimó que lo más conveniente era preguntar al 

Magistrado de Enlace español en Francia, para no interferir en dicha entrega. 

Zurutuza recurrió y el procedimiento se alargó. Se solicitó su extradición por el 

asesinato de José María, la cual fue concedida, y el etarra fue entregado a 

España el 13-12-2006, habiendo intentado que se declarara la prescripción del 

delito en el proceso de extradición sin conseguirlo.  

Zurutuza fue procesado y condenado en otro sumario. Sin embargo, tras 

múltiples dilaciones procesales impulsadas por la defensa del terrorista y 

planteada por esta la prescripción del delito, fue estimada por auto de 24-11-

2009, acordándose el sobreseimiento libre por prescripción de dicho delito. Sin 

embargo, este Auto contaba con un voto particular disidente, que consideraba 

que entre la fecha del primer auto de archivo provisional de Zurutuza el 16-11-

1987 y la de concesión de su extradición el 15-10-2007, no habían transcurrido 

los 20 años de prescripción. Recurrido en casación el anterior Auto por el Fiscal 

y la acusación particular, el Tribunal Supremo desestimó el recurso por 

Sentencia de 25-05-2010, confirmando el auto de la Sección. 

La familia de José María luchó lo indecible por conseguir justicia, sin 
obtenerla, y acabaron siendo víctimas también de la propia 
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Administración de Justicia, única responsable de que no se juzgara y 
condenara a los asesinos de José María, identificados e imputados. 

La lentitud del aparato Judicial y una interpretación equivocada de la 
institución de la prescripción, impidieron que los dos autores conocidos 
del asesinato de José María fueran juzgados por este crimen108. 

Se trata de un caso más de impunidad que la Justicia da por resuelto, 
porque en 1983 condenó a Joaquín Zubeldia Gorodisti y María Aránzazu 
Carrera a doce años como cómplices, condena insignificante de la que no 
cumplieron ni la mitad. 

La hija de José María, Amai, declaró a El Diario Vasco: “Duele vivir consciente 

de que a nadie en el fondo le importa, que ya no se acuerdan de los que 

murieron, y menos de los que seguimos viviendo”109. 

 

 

 
108 Vicente, A. (17 de febrero de 2010). “Ramona Garrido, viuda de Féliz Latiegui: «Nos han tratado como si fuéramos una 
porquería», La Voz de Cádiz. https://www.lavozdigital.es/cadiz/20100217/espana/tratado-como-fueramos-porqueria-20100217.html 
109 González Egaña, A. (14 de abril de 2021). “He soportado cuarenta años de olvido y silencio tras el asesinato de mi padre”, El 
Diario Vasco. 

https://www.lavozdigital.es/cadiz/20100217/espana/tratado-como-fueramos-porqueria-20100217.html
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32. Ángel Pascual Múgica 

 

 

5 de mayo de 1982 

 

ETA asesinó a Ángel Pascual en Bilbao delante de 
su hijo Íñigo que iba con él en el coche y al que llevaba 
a la parada del autobús escolar. Ángel había salido conduciendo 

su propio vehículo para dirigirse a las oficinas centrales de Iberduero.  Al llegar 

a la altura del número 22 de la calle Médico Pedro Cortés, dos terroristas se 

situaron en el lateral del coche por el lado del conductor y abrieron fuego contra 

él, que falleció en el acto, y contra su hijo, que resultó herido. Aunque detrás 

del coche de la víctima circulaban dos escoltas con otro vehículo, eso no 

impidió el atentado. En el lugar se recogieron 21 casquillos de 9 milímetros 

Parabellum110.  

El asesinato de Ángel Pascual se produjo el día en el que se formó la Sociedad 

de Gestión de la Central Nuclear de Lemóniz y el lehendakari Carlos 

Garaikoetxea aseguró que se seguirían llevando a cabo los proyectos 

energéticos previstos. En cambio, los trabajadores de Lemóniz se negaron a 

volver a su trabajo mientras continuase el acoso por parte de ETA. 

Milagrosamente, el hijo de Ángel, Íñigo, logró salvarse. Asegura que fue la 

carpeta del colegio la que le protegió y a partir de ahí comenzó su nueva vida. 

En un primer momento, recuerda el apoyo de sus amigos y vecinos, pero 

asegura que aquello duró muy poco. Recuerda cómo, en un encuentro fortuito 

con un amigo, este le dijo que lamentaba mucho la muerte de su padre, pero 

que aquél era un mal necesario. Íñigo hace memoria de su respuesta entonces: 

 
110 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Ángel Pascual Múgica. https://mapadelterror.com/victims/angel-pascual-mugica/  
Ordóñez, C. (5 de mayo de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
 

https://mapadelterror.com/victims/angel-pascual-mugica/
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“Al principio, no supe qué responder. Luego le dije que si esto le hubiera 

pasado a su padre o a él no pensaría igual. Y me marché”111.  

Íñigo describe el impacto que el atentado tuvo en la familia: “Nos afectó 

muchísimo a todos los hermanos y todavía más a mi madre. La recuerdo 

llorando a los pies de mi cama preguntándose por qué nos había pasado algo 

así”. Pero también recuerda cómo era su padre. Poco antes del atentado, le 

pidió que le acompañara a la habitación y sacó un papel que tenía escondido. 

Era una carta de ETA advirtiéndole que era el último aviso. Su padre le 

preguntó qué haría él e Íñigo respondió que “dejarlo ahora mismo”. A lo que su 

padre respondió: “Pues yo no voy a hacerlo por dos motivos. El primero es que 

creo en lo que hago y me ha costado mucho llegar hasta aquí”112. 

Ángel Pascual era director de proyectos de la central nuclear de Lemóniz. 

Había sustituido en el cargo a José María Ryan que, quince meses antes, 

había sido secuestrado, torturado y asesinado por la misma banda terrorista. 

Por tanto, vivía sabiendo que le iban a matar. 

Íñigo vivió un infierno que le llevó a “tocar fondo con un intento de suicidio” a 

los cuatro años de producirse el atentado: “Viví junto a ti tu asesinato cobarde. 

Fue duro, pero no ha sido lo más duro en mi vida. Después vino un calvario de 

años en los que no sabía quién era, qué hacía o por qué me había ocurrido lo 

que me ocurrió…Nunca he odiado y quizás eso me salvó incluso de quitarme la 

vida. O quizá fue la suerte. No lo sé bien”. Desde entonces comenzó a 

cuidarse, a tratar aquel dolor enorme con un profesional, a salir del pozo: 

“Cuando abracé en aquel coche a mi padre, que había muerto en el acto, 

aunque ya no podía escucharme, le dije que le quería mucho. Luego salí del 

coche y me fui a casa. Quería ser yo quien se lo contara a mi madre. No quería 

que se enterase de otra manera”. 

ETA consiguió doblegar a una nación con Lemóniz. Luego volvió a hacerlo con 

la autovía de Leizarán. Hoy vivimos un final de ETA negociado y, 

 
111 González Egaña, A. (01.05.22). “Nunca olvidaré la imagen de mi padre apoyado en mi hombro tras recibir 25 balas”, El Diario 
Vasco. 
112 Ordóñez, C. (5 de mayo de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
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afortunadamente, definitivo, pero el precio de la paz lo han pagado las víctimas, 

como Ángel113. 

Su asesinato sigue impune y su familia sigue luchando por su derecho a 

esclarecer la verdad, porque la verdad no prescribe. 

Ángel Pascual tiene ya su placa en Bilbao, en la que se le recuerda en el lugar 

donde fue asesinado. Tenía 45 años y había nacido en la localidad francesa de 

Mecon. Estaba casado y tenía cuatro hijos. Tenía una carrera brillante, una 

familia y, hasta ese día, una vida. 

 

Expediente judicial: 

 

El 05-05-1982 se incoó el Sumario 41/1982 por el Juzgado de Instrucción nº3 

de Bilbao. Se llevaron a cabo numerosas declaraciones policiales, pero en 
ninguna de ellas se observaron las contradicciones que existen entre las 
declaraciones de los escoltas que había proporcionado la empresa y la 
declaración de Íñigo, el hijo de la víctima, que presenció los hechos. Íñigo 

declaró que el atentado se inició cuando se les cruzó un vehículo y les disparó 

un terrorista que se encontraba en la calle, momento en el que se bajaron del 

mismo otros dos más que también dispararon, permaneciendo un cuarto 

terrorista al volante. Asimismo, señaló que acto seguido se montaron los tres 

en el coche dándose a la fuga. Sin embargo, los escoltas relataron que los 

cuatro terroristas se encontraban en el interior del vehículo, por lo que da la 

impresión de que trataban de eludir algún tipo de responsabilidad profesional 

por no haber detectado o repelido al terrorista que estaba fuera del vehículo e 

inició los disparos. 

El 21-08-1982, el Juzgado de Instrucción de Bilbao se inhibió a favor de la 

Audiencia Nacional y el 18-10-1982 por el Juzgado Central de Instrucción nº5 

se dictó auto de incoación de sumario sobre atentado terrorista con resultado 

de muerte. La única diligencia que se realizó es la tasación de los daños 
del vehículo en el que fue asesinado Ángel Pascual. Practicada dicha 

 
113 Ibid. 
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diligencia, el 09-12-1982, el Instructor dictó auto por el que declaró el 
sumario concluso y sobreseyó las actuaciones provisionalmente. Resulta 
claro que, en esta primera época, este Juzgado no realizó investigación 
alguna. 

En octubre de 1987, se unió el testimonio de las Diligencias Previas 
151/87 del mismo Juzgado, sobre la detención de Ángel Luis Hermosa 
Urra e Inés del Río Prada, lo que provocó el desarchivo del sumario y que 
se mandara practicar pruebas de reconocimiento fotográfico por los 
testigos del asesinato de Ángel Pascual, así como la prueba balística de 
las armas intervenidas a Hermosa Urra y a Del Río. Inexplicablemente al 
Instructor no se le ocurrió citar a Íñigo Pascual, quien vio frontalmente a 
los asesinos de su padre. Todas las pruebas realizadas resultaron negativas, 

ninguno de los testigos reconoció a nadie en las fotografías exhibidas y la 

prueba balística fue, asimismo, negativa, por lo que el 15-01-1988 se dictó auto 

declarando la conclusión del sumario y el sobreseimiento provisional del 

mismo. 

En febrero de 1995, se unió el testimonio de las Diligencias Previas 
156/1993, en las que Sebastián Echaniz Alcorta declaró que el asesinato 
lo cometieron Francisco Javier Zabaleta Urretavizcaya, alias “Jatorra”, 
Enrique o Endika Iztueta Barandica, alias “Endika”, y Angel Luis Hermosa 
Urra, alias “Koldo”, aunque, posteriormente, no se ratificó en la 
declaración judicial. Pese a ello el Fiscal no interesó actuación alguna y el 
21-03-1995 se dictó nuevo auto de conclusión de sumario y 
sobreseimiento provisional. 

En el año 2019 se solicitó por el Fiscal que se aportara el informe de 

inteligencia de 23-10-2019 elaborado por el Centro de Inteligencia contra el 

Terrorismo y el Crimen Organizado, Secretaría de Estado de Seguridad, 

Ministerio del Interior, y, aportado dicho informe el 13-03-2020, se acordó la 

reapertura del procedimiento. Tras el fallecimiento de Zabaleta Urretavizcaya y 

Iztueta Barandica, en julio de 2023 falleció Echaniz Alcorta, por lo que solo 

permanece vivo Hermosa Urra. 
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Así las cosas, en el año 2023 se citó a declarar, entre otros testigos a Íñigo 
Pascual Ramos, a quien no se le había notificado la reapertura del 
procedimiento y se personó como acusación particular en julio de 2023, 
cuando se solicitó que se efectuara la prueba de reconocimiento 
fotográfico que se debió de realizar en 1995. En esta prueba reconoció a 

Enrique Iztueta Barandica, alias “Endika”, como uno de los autores de la 

muerte de su padre y, dada la pésima calidad del resto de las fotografías, se ha 

solicitado que se repita el reconocimiento fotográfico con fotografías de mejor 

calidad, como las que hay en los autos. 

Aunque hayan pasado 41 años, al menos el derecho a la verdad se ha visto 

satisfecho en parte, al tener la certeza de que uno de los asesinos de Ángel 

Pacual ha sido identificado, lo que debió de ocurrir en 1995, cuando “Endika” 

estaba vivo y podía ser procesado. 
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33. Alberto López Jaureguizar 

 

 

16 de julio de 1982 

 

ETA asesinó en Getxo a Alberto López-
Jaureguizar, 42 años, trabajador de Tabacalera y, desde 
hacía dos semanas, militante de Alianza Popular. Ese 

mismo día iba a llevar a su mujer, Viki Vidaur, y a sus cuatro hijos de 

vacaciones. Cuando se montó en el coche para llevarlo a la revisión, un etarra 

se acercó por detrás y le disparó dos veces a corta distancia, la segunda vez 

en la nuca. La pasión de Alberto eran sus hijos. Su viuda lo explica así: “Les 

quería con locura. Habíamos tenido tres niñas y luego un niño. La víspera de 

que le mataran pasó toda la tarde con él enseñándole a montar en bici”. 

Alberto había sido testigo presencial de un atentado en Bilbao y esa 

circunstancia le había marcado para siempre. Empezó a ir a funerales. Cuando 

mataban a alguien, manifestaba su repulsa sacando la bandera española con 

un crespón negro. Eso, incluso más que la política, fue lo que le costó la vida. 

Quince días después la familia abandonó el País Vasco, según declaró su 

viuda “con una tristeza y una sensación de soledad enorme”. Las secuelas en 

sus hijos fueron saliendo después114. 

 

Expediente judicial: 

 

 
114 Hernández, J.J. (19.07.22). “Vio matar a dos militares y me dijo: ‘Son asesinos. Hay que tomar partido’”, El Correo. 
https://www.elcorreo.com/politica/memoria-del-terrorismo/victimas-de-eta/matar-militares-dijo-20220718201025-nt.html 
 

https://www.elcorreo.com/politica/memoria-del-terrorismo/victimas-de-eta/matar-militares-dijo-20220718201025-nt.html
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En el expediente judicial no se produce investigación alguna, ni por los 
jueces, ni por los fiscales intervinientes, que no demostraron el mínimo 
interés por encontrar a los culpables de este crimen. 

Tras recibir los autos del Juzgado de Instrucción nº5 de Bilbao, el Juez titular 

del Juzgado Central de Instrucción nº5, el 09-09-1982, dictó auto de incoación 
de sumario por el procedimiento de urgencia y como única diligencia 
reclamó la certificación de fallecimiento, cuando no constaba realizado el 
informe balístico. El 20-09-1982 en el Juzgado de Instrucción nº 5 no 

constaba realizado el informe balístico. El 20-09-1982 el Juzgado de 

Instrucción nº4 de Bilbao remitió el informe balístico obtenido y, una vez 

recibido el certificado de fallecimiento, el 28-09-1982, dictó auto de conclusión 

de sumario y sobreseimiento provisional de las actuaciones. 

De la observación conjunta del informe de autopsia y la prueba balística, se 

observa que en el informe de autopsia se describe una herida con entrada y 

salida y otra herida con entrada y sin salida, pero no se dice que se extraiga el 

proyectil y en la prueba de balística sólo se analiza un proyectil o bala y la 

camisa de la víctima, de donde deduce, sin dificultad alguna, que no se extrajo 

el proyectil alojado o que el mismo no fue entregado por el Forense al Juez. 

Ambos casos suponen una grave negligencia en la investigación y no 
fueron advertidos por ninguno de los jueces o fiscales intervinientes, lo 
que demuestra una dejadez en sus funciones. 

El 02-04-1986 el Juzgado Central de Instrucción nº2, remitió testimonio de 

particulares de las declaraciones policiales y judiciales de Juan Manuel 

Gaztelumendi Uribarren. Se trataba de dos declaraciones policiales. La primera 

se inició el 14-01-1986 y se alargó al 15-01-1986, sin reconocer su 

participación en los hechos. En la segunda de 16-01-1986, cambió la primera 

notablemente y reconoció delitos que no reconoció en la anterior, incluido este 

asesinato, que antes no se mencionaba. 

La declaración judicial del etarra se ajustaba más a la declaración policial 

iniciada el 14-01-1986. En aquella declaró que permaneció en Francia entre 

enero de 1981 y otoño de 1986. Ante el Juzgado Central de Instrucción nº 2 

declaró que regresó a España en septiembre de 1985 para el secuestro del 
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industrial Juan Pedro Guzmán Uribe, negando su participación en el asesinato 

de Alberto López Jaureguizar de manera expresa. El 10-01-1986, durante la 

operación para liberar al empresario, fueron detenidos Gaztelumendi Uribarren, 

José Manuel Azcárate Ramos, alias “Rafa”, y Joaquín Urain Larrañaga, alias 

“Antxon”. 

El 07-04-1986 se ordenó la reapertura del sumario y, ante la falta de ratificación 

judicial, pasaron las actuaciones al Ministerio Fiscal a fin de que dictaminara 

sobre la procedencia de acordar el sobreseimiento provisional de las mismas. 

El Fiscal interesó el sobreseimiento de la causa por considerar que no existía 

autor conocido y el 14-04-1986 se dictó auto de conclusión de sumario, no 

volviéndose a reabrir dicha causa. 

Independientemente de la falta de ratificación judicial de Gaztelumendi en su 

declaración policial, también se detuvo a los otros dos miembros de comando 

que secuestraron a Juan Pedro Guzmán, y en su declaración policial señaló a 

Alfonso Etxegaray Atxirika, alias “Zamora”, y a José Lorenzo Ayestarán 

Legorburu, alias “Pedro”, por lo que se podría haber pedido una ampliación de 

la investigación policial sobre estas cuatro personas. Además, al comando que 

secuestró al industrial se le intervinieron las armas, que podrían haber sido las 

mismas que las utilizadas en el asesinato de Alberto López. Parece ser que, 
sin una confesión del autor, ni el Instructor, ni el Fiscal estaban 
dispuestos a hacer nada más. 

Este crimen quedó impune por la desidia y graves negligencias judiciales. 
El 9 de septiembre se incoó sumario en la Audiencia Nacional y el día 29 
se dictó auto declarando concluso el sumario sin investigación alguna, 
existiendo negligencias en la autopsia realizada que no se detectaron y 
posibilidades posteriores de ampliar la investigación que se desdeñaron. 
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34. Enrique Rúa Díaz y Rafael Gil Marín 

 

 

31 de julio de1983 

 

Los Comandos Autónomos Anticapitalistas de 
ETA (CCAA) asesinaron en la localidad guipuzcoana de 
Guetaria a los guardias civiles Rafael Gil y Enrique Rúa, 
adscritos a la Comandancia de Zarauz. Los guardias se 

encontraban de paisano en el puerto de Guetaria en tareas de vigilancia de dos 

embarcaciones capturadas hacía cinco semanas en una operación contra el 

contrabando de tabaco americano. Las lanchas habían sido aprehendidas por 

el servicio de información fiscal de la Guardia Civil en la ría de Deba y 

trasladadas al puerto de Guetaria. Pero los chivatos, siempre necesarios para 

perpetrar los crímenes, ya se habían encargado de pasar la información a los 

asesinos115. 

El agente Rafael Gil se encontraba en el interior de un coche Seat 131, en el 

asiento situado junto al conductor, con el respaldo reclinado cuando fue 

asesinado. Su compañero, Enrique Rúa, que estaba en traje de baño, apareció 

junto al coche, en el borde de uno de los diques del puerto. Al parecer, se 

encontraba sentado de espaldas al vehículo, mirando al mar y dispuesto a 

darse un chapuzón. Uno de los terroristas disparó contra Enrique a quemarropa 

con una escopeta, mientras el segundo tiroteaba con una pistola a Rafael. Los 

dos murieron en el acto116. 

 
115 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Enrique Rúa Díaz. https://mapadelterror.com/victims/enrique-rua-diaz/ Rafael Gil 
Marín. https://mapadelterror.com/victims/rafael-gil-marin/ Ordóñez, C. (31 de julio de 2023). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
116 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/enrique-rua-diaz/
https://mapadelterror.com/victims/rafael-gil-marin/
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Enrique tenía 27 años, era de Verín (Orense), estaba casado y era padre de 

una niña llamada Ynma. Rafael tenía 30 años y era de Valencia de las Torres 

(Badajoz), estaba casado y era padre de dos niños y una niña.  

 

Expediente judicial: 

 

En el presente expediente judicial se han cometido numerosas 
negligencias que llevaron a la impunidad del asesinato de Enrique y 
Rafael. 

A raíz de este atentado se instruyeron las Diligencias nº  93/1983, de fecha 

31/07/1983, por el Equipo de Investigación y Atestados del Servicio de 

Información de la Guardia Civil Guipúzcoa, que fueron entregadas el 03-08-

1983 en el Juzgado de Instrucción de Azpeitia de Guipúzcoa, que incoó las 

Diligencias Previas nº 415/1983, sin llegar a inhibirse al Juzgado Central de 

Instrucción competente de la Audiencia Nacional, al constar que estos 

asesinatos fueron reivindicados por los Comandos Autónomos Anticapitalistas 

en la edición de diario EGIN del 02-08-1983.  

En los autos están las diligencias policiales 373 de fecha 22-03-1984 de la 

Brigada Central de Información del Cuerpo Superior de Policía de Bilbao, que 

fueron entregadas en el Juzgado Central de Instrucción nº5. José Luis Merino 

Quijano, alias “Coronel”, declaró que este atentado fue cometido por Pedro 

José Guridi Iriarte, alias “Atos”, y José Luis Segurola Mayoz, alias “Nazcas”, 

con su colaboración en labores de apoyo. Lo que no consta, es que estas 
diligencias policiales dieran lugar a alguna diligencia judicial y que, por lo 
tanto, debieron dar lugar al procesamiento de Merino Quijano, como 
cooperador y Pedro José Guridi Iriarte, como autor, del asesinato de 
Enrique Rúa y Rafael Gil, al haber fallecido Segurola Mayoz. 

También se incorporaron a los autos, las diligencias policiales nº 88/1986, de 

fecha 26/08/1986, instruidas por el Servicio de Información de la Guardia Civil 

de Gipuzkoa, entregadas en el Juzgado Central de Instrucción nº 4 y que 
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dieron lugar al Sumario 78/1984, con motivo de la entrega a España de Pedro 

José Guridi Iriarte, en las que reconocía su participación en el atentado, así 

como la de Segurola Mayoz y Merino Quijano en labores de apoyo. 

Cuando en 1984, Merino Quijano es detenido en el Puerto de Pasajes, José 

Luis Segurola Mayoz, había fallecido, junto a otro miembro de los CAA, Javier 

Ignacio San Martín, el 13-08-1983 al hacer explosión el artefacto que estaban 

manipulando. 

Pese a que dos Juzgados Centrales de Instrucción tuvieron conocimiento 
de las declaraciones de los autores del doble asesinato, no se inició 
procedimiento judicial contra los autores confesos. Esto no sólo supone 
una grave negligencia por parte de los Instructores, sino también por 
parte de los Fiscales, que deberían de haber solicitado la incoación de los 
oportunos procedimientos judiciales. 

En el año 2017, a raíz de las Diligencias de Investigación 76/2017 de la Fiscalía 

de la Audiencia Nacional, esta solicitó la apertura del procedimiento penal 

oportuno y el Juzgado Central de Instrucción nº5 incoó Sumario Ordinario el 30 

de julio de 2018. El sumario, en un principio, se orientó hacia el reconocimiento 

de los familiares, viuda e hijos, como víctimas del terrorismo, por lo que gran 

parte del mismo está dedicado a la localización y ofrecimiento de acciones, 

conforme al artículo 109 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Simultáneamente, se intentaron esclarecer los hechos y por el Juzgado se 

exhortó al Juzgado de Instrucción nº2 de San Sebastián a fin de que remitiera 

testimonio de las Diligencias Previas 734/84, en las que constaba la detención 

de Merino Quijano el 23-04-1984 y su declaración de 27-03-1984. Además, se 

remitió todo lo relativo al conocido como “Incidente del Puerto de Pasajes”, en 

el que fallecieron cuatro integrantes de los CAA, cuando intentaban 

desembarcar en una lancha neumática que pilotaba el propio Merino Quijano y 

del que este salió prácticamente ileso. 

Se requirió de inhibición al Juzgado de Instrucción de Azpeitia, respecto a 
sus Diligencias Previas 415/1983, lo que resultó infructuoso, puesto que 
el Juzgado requerido contestó que “no consta la existencia de dicho 
expediente ni en el archivo de gestión ni en el archivo territorial”. Es 
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decir, al Juzgado de Instrucción de Azpeitia ni siquiera le constaba que 
existieran esas Diligencias Previas, por lo que cabía la posibilidad de que 
no se instruyera actuación judicial alguna. 

Por el Juzgado se requirieron informes de inteligencia tanto a la Policía 
Nacional, como a la Guardia Civil, quienes los emitieron y reiteraron la 
autoría de Guridi Iriarte, Segurola Mayoz y Merino Quijano. La Guardia Civil 

remitió la copia del atestado 88 de 1986 sobre la detención de Guridi Iriarte. 

En 2018, fruto de los acuerdos entre España y Francia, por los que se entregó 

documentación y armamento incautado a ETA, se solicitó que se cotejara dicho 

armamento con el proyectil encontrado en el cuerpo de Rafael Gil, lo que se 

acordó, arrojando resultado negativo y sin que del llamado Archivo Histórico de 

ETA, se obtuviera mejor resultado. 

Lo cierto, es que las diligencias de investigación oportunas hubieran sido 
acordar las declaraciones de Guridi Iriarte y Merino Quijano, aunque fuera 
para atender al derecho a la verdad que asiste a toda víctima. 

En abril de 2021, previo informe del Fiscal, por el Juez Instructor se dictó 
auto de conclusión de Sumario sin procesamiento alguno, al considerar 
que no existían indicios de criminalidad contra persona determinada, 
pese a constar en los hechos del mismo auto que se había reconocido su 
autoría por Merino Quijano y Guridi Iriarte, lo que es un perfecto 

contrasentido y no respeta el derecho a la verdad de la víctima. 

La conclusión es que por la hora en que se cometió el doble asesinato, 
debió haber numerosos testigos, pero nadie quiso colaborar en su 
esclarecimiento y, pese a las confesiones de los asesinos, nadie ha sido 
condenado por él. 

Un juzgado de Azpeitia, sin competencia para ello, en el mejor de los 
casos, guardó en un cajón las diligencias, cuando su obligación era 
remitirlas a la Audiencia Nacional, que era el órgano competente para ello. 
De hecho, ya en 1983 la Audiencia Nacional debió reclamarlas, pero no lo 
hizo hasta 2018. El cúmulo de negligencias en esta causa es inasumible, 

incluso desde 2018. 
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Cuando fueron detenidos los terroristas José Gudiri Iriarte (1986) y José Luis 

Merino Quijano (1984), el primero confesó que participó directamente en el 

doble crimen y el segundo reconoció que realizó labores de vigilancia. A pesar 
de sendas confesiones, la Audiencia Nacional no efectuó diligencia 
judicial alguna por los crímenes de Enrique y Rafael, por lo que la causa 
siguió hasta 2018 sin resolver. Además, cuando la Audiencia Nacional se 
percató de esta grave negligencia en 2018 y abrió el sumario que debió 
haber incoado 33 años antes, no ordenó la práctica de diligencias de 
prueba esenciales, aunque solo fuera para garantizar el derecho a la verdad 

de las víctimas. 
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35. Aniano Sutil Pelayo 

 

 

27 de marzo de 1983 

 

ETA asesinó al TEDAX (Técnico Especialista en 
Desactivación de Artefactos Explosivos) de la Policía 
Nacional Aniano Sutil en San Sebastián, mediante una 
bomba trampa que se activó, tras creer Aniano que había conseguido 

desactivar con éxito un artefacto explosivo, al haber separado el detonador 

eléctrico que, aparentemente, lo componía. Cuando su compañero, Juan 

Manuel Martínez Aguiriano se acercó a recoger el detonador eléctrico y 

material empleado, se produjo una enorme explosión, al estar dotado el 

aparato explosivo de un sistema de ignición eléctrica de doble circuito, uno 

falso y otro real, siendo el real una trampa de tracción oculta en el explosivo 

que se activó en ese momento, causando la muerte instantánea a Aniano y 

resultando gravemente herido José Manuel. La virulencia de la explosión fue tal 

que desplazó el cuerpo de Aniano unos doce metros, quedando el mismo 

gravemente mutilado, hasta el punto de que no fue posible la práctica de la 

autopsia y días después del atentado, en el balcón de la 7ª planta del número 9 

de la misma calle, se encontró parte de uno de sus brazos. 

La potente bomba fue colocada por el grupo terrorista junto al comercio 

Portobello del barrio donostiarra de Gros. La Policía Municipal había recibido 

una comunicación telefónica anónima sobre la ubicación del artefacto. El 

mismo comercio había sufrido otro atentado terrorista con bomba dos meses 

antes, el 17 de enero de 1983. Aniano murió en el acto y a su compañero Juan 

Manuel le tuvieron que amputar la pierna izquierda. Ambos efectivos iban 

correctamente equipados, pero de nada sirvió dada la potencia del artefacto. 
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Según fuentes policiales de aquel momento, los terroristas utilizaron un 

mecanismo trampa, porque, al parecer, su verdadero objetivo era “asesinar a 

los artificieros de la Policía encargados de la desactivación”117. 

Aniano vio el explosivo y al ver que si lo explosionaba a distancia iba a 

ocasionar numerosos daños materiales, se acercó a él solo para comenzar a 

desactivarlo. La explosión destrozó el cuerpo de Aniano, por lo que apenas 

enterraron unos pocos restos. Su hija Tania, que por entonces tenía 3 años, 

contó cómo hasta los 8 años no supo qué le había pasado a su padre: “El peor 

día del año era siempre el mismo: cuando tenía que rellenar la ficha escolar al 

principio del curso y escribir ‘fallecido’ en el hueco para los datos del padre … A 

mi padre lo recuerdo como un héroe. Pero la heroína ha sido mi madre: una 

niña que se quedó viuda con otra niña a su cargo. No rehízo su vida. Sigue 

enamorada de él”118.  

Aniano tenía 26 años y era natural de La Hiniesta (Zamora), al igual que su 

mujer, Chelo, que quedó viuda con 23 años y a cargo de su hija Tania de 3 

años. En su pueblo hay una calle que lleva su nombre. 

 

Expediente judicial: 

 

No existió investigación judicial alguna en este caso. Los autos que se 
han conseguido recuperar están incompletos, comienzan en el folio 139 y 

finalizan en el folio 227. 

El Juez Instructor puso más su atención en cuantificar los daños 
materiales producidos por la potente explosión que en aclarar la autoría 
material del asesinato de Aniano, por lo que ni siquiera preguntó a los 

testigos si vieron quién colocó el artefacto explosivo. 

El dueño de la tienda Portobello, el 28-03-1983, denunció en comisaría que en 

la prensa del 27-03-1983 se había publicado que la reivindicación del atentado 

 
117 COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Aniano Sutil Pelayo. https://mapadelterror.com/victims/aniano-sutil-pelayo/ 
Ordóñez, C. (27 de marzo de 2024). X (antes Twitter). #TalDiaComoHoy. 
118 Ordóñez, Consuelo. (27 de marzo de 2023). X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/aniano-sutil-pelayo/
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había sido realizada por ETA en una llamada telefónica en la que habían 

manifestado que dicho atentado iba dirigido contra su persona y contra la 

Policía Nacional. Además, denunció que hacía unos tres años, había recibido 

dos cartas de ETA militar exigiéndole el pago de 15.000.000 de pesetas y que 

hacía dos meses fue colocado otro artefacto explosivo en su tienda, el cual no 

llegó a hacer explosión, pero que también fue reivindicado en la prensa por 

ETA militar. 

Pese a constar en los autos que ETA reivindicó el atentado y que así 
había aparecido publicado en la prensa el 27-03-1983, el titular del 
Juzgado de Instrucción nº 2 de San Sebastián  dictó Auto el 1 de abril de 
1985, en base al artículo 789, norma primera de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, considerando que los hechos “… no son constitutivos de 
infracción penal” y ordenó su archivo. 

Por el tipo de artefacto explosivo, resulta obvio que los terroristas conocían la 

forma de actuar del Equipo de Desactivación de Explosivos, por lo que el 

primer circuito (falso) no activa el explosivo y busca que TEDAX esté 

convencido de que el artefacto está neutralizado, al separar el detonador del 

explosivo, y que se puede manipular sin peligro. De ese modo, avisa a su 

compañero para que recoja el detonador, este se acerca a recogerlo junto con 

el equipo utilizado, y el TEDAX manipula el explosivo pensando que es inerte, 

activando el circuito trampa oculto en el explosivo y produciéndose la explosión 

que alcanza a ambos. Esto supone que se buscaba matar a los dos 
policías actuantes, por lo que se produjo un delito de asesinato y otro de 
asesinato en grado de tentativa. 

Por los daños producidos, está claro que se produjo otro delito de 
estragos o la circunstancia agravante en el doble asesinato y se dejó al 
dueño de la tienda en una grave desprotección, quien denunció que no 
era el primer atentado con explosivos y que había sido objeto de dos 
intentos de extorsión por ETA. Por todo ello hay que realizar un gran 

esfuerzo para pensar que el Instructor desconocía lo errado de su resolución. 

Tampoco cabe explicación al hecho de que, constando la reivindicación 
de ETA, el Juzgado de Instrucción nº2 de San Sebastián no se inhibiera a 
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favor de la Audiencia Nacional, cuando la competencia exclusiva para 
conocer de los delitos de terrorismo viene atribuía a dicho órgano judicial 
desde su creación en 1976. Por lo que también hay que hacer un gran esfuerzo 

para pensar que el Instructor ignoraba las normas procesales y no actuara a 

sabiendas de que su proceder era contrario a la ley. 

En 2019 COVITE solicitó a la Audiencia Nacional que reclamara las diligencias 

al juzgado de San Sebastián que las retuvo indebidamente y abriera el sumario 

que debió abrir en 1983. Así se hizo, aunque los hechos siguen sin 

investigarse. La hija del artificiero asesinado, Tania Sutil, ha asegurado que 

reabrir la causa “va más allá de un mero acto judicial, porque lo que se reabre 

son, sobre todo, heridas mal curadas. Y de esas hay muchas”. Para ella, “el 

maremágnum emocional que conlleva un paso de estas características, se 

encuentra en el deseo último de esclarecer la verdad: Vivir con porqués es dar 

la espalda a una realidad probablemente mucho más dura que la que nos 

contaron. Pero queremos -y exigimos- justicia. Saber quiénes y cómo, poner 

nombres a quienes pusieron esa maldita bomba trampa, a los ejecutores y a 

las mentes pensantes que había detrás. A todos. Y que se les juzgue”119. 

 

 

 
119 González Egaña, A. (23.03.19). “Leer en un auto que el asesinato de tu padre no fue una infracción penal roza el absurdo”, El 
Diario Vasco. https://www.diariovasco.com/politica/leer-auto-asesinato-20190328001701-ntvo.html 

https://www.diariovasco.com/politica/leer-auto-asesinato-20190328001701-ntvo.html
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36. José Verdú Ortiz 
 
 
 

18 de abril de 1984 

 

Pasadas las once de la noche, dos pistoleros de la 
banda terrorista ETA herían de gravedad al policía 
nacional José Verdú Ortiz, que, vestido de paisano, se 
disponía a entrar en su domicilio de la calle Guipúzcoa en la  

localidad vizcaína de Galdácano. El agente se percató de la presencia de los 

dos terroristas y llegó a sacar la pistola de su cinturón para intentar repeler la 

agresión, pero esta se encasquilló y no pudo evitar recibir dos impactos de bala 

en la cabeza. Así quedó evidenciado cuando sus compañeros hallaron junto al 

cuerpo su Star 9 milímetros Parabellum con nueve balas en el cargador y una 

percutida y encasquillada en la ventana de expulsión de la pistola. Gravemente 

herido, fue trasladado al hospital de Basurto, donde falleció doce días después 

de ser tiroteado. José, valenciano, tenía 31 años, estaba casado y era padre de 

dos hijos120. 

 

Expediente judicial121: 

 

Consta que hubo testigos presenciales que pudieron ver cómo un hombre y 

una mujer dispararon dos ráfagas, una corta y otra larga, en el número 17 de la 

calle Guipúzcoa de Galdácano. Los investigadores policiales recogieron del 

 
120 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp.209, 
212 y 217. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, José Verdú Ortiz: https://mapadelterror.com/victims/jose-ortiz-verdu/  
121 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/jose-ortiz-verdu/
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lugar seis casquillos de 9 milímetros Parabellum de la marca Santa Bárbara, y 

tres del mismo calibre de la marca FN, de uso habitual en ETA.  

Por los testimonios se sabe, asimismo, que los terroristas huyeron en un 

Renault 5 y se dirigieron hacia el barrio de Andra Mari, de la misma localidad. 

El coche había sido robado horas antes y el dueño, ya en comisaría, declaró 

que el vehículo le había sido sustraído a punta de pistola por un hombre y una 

mujer, que posteriormente le condujeron a un pinar cercano y le encadenaron a 

un árbol. El dueño del vehículo dio todo lujo de detalles sobre quienes le 

robaron el coche: “El hombre puede tener entre 30 y 40 años […]. Sobre un 

metro sesenta de estatura; de cara rellena, no grueso pero fuerte, usaba gafas 

de cristales blancos, de tez blanca, bigote grueso negro, barba cerrada pero 

afeitado, de buen aspecto en general, vestía camisa blanca sin corbata, 

americana de sport color marrón claro y pantalón de vestir”. También ofreció 

una descripción de su acompañante: “La mujer puede tener sobre 30 años, de 

un metro sesenta y cinco de estatura, delgada, pelo corto, castaño, bien 

parecida y vestía un jersey de punto azul celeste y pantalón de pana blanco, 

portando un bolso blanco” (JCI nº1, sumario 41/85, p. 12). 

Sin embargo, el Juzgado Central de Instrucción número 1 de la Audiencia 
Nacional dictó el sobreseimiento provisional cinco meses después del 
fallecimiento de José y no volvió a reabrirse el caso hasta octubre de 
1998, catorce años después. Se mantuvo abierto durante dos años y 
volvió a archivarse de forma provisional. En 2013, el sobreseimiento 

provisional seguía fechado en mayo de 2000. Nunca se requirió el testimonio 
de la arrepentida Carmen Guisasola, presunta colaboradora potencial de 
las autoridades tras su renuncia a la actividad terrorista. 

En el informe de Balística que se emitió el 14 de agosto de 1984, apenas 

cuatro meses después del asesinato, el Gabinete Central de Identificación de la 

Dirección General de la Policía concluyó que las balas que acabaron con la 
vida de José salieron de la misma pistola con la que ETA mató a tres 
personas en Sestao (a 15 kilómetros de Bilbao) el 22 de marzo de 1982; a un 
coronel de Infantería en Bilbao el 3 de junio de 1982; al jefe de la Policía 
municipal de Baracaldo el 30 de junio de 1982 (el informe afirma de forma 

equivocada que el atentado se produjo el 2 de julio); y a dos policías y la 
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mujer de uno de ellos, que estaba embarazada, también en Bilbao el 4 de 
mayo de 1983. 

Por el atentado de Sestao la Audiencia Nacional condenó como autores 

materiales a Enrique Letona Viteri y a Ángel Luis Hermosa Urra (sentencias de 

1994), a Miguel Arrieta Llopis (sentencia de 2001) y a Sebastián Echániz 

Alcorta (sentencia de 2004). La Justicia también condenó como cómplice a 

Juan Carlos Echeandia Zorroza (sentencia de 1984), y como encubridor a Juan 

Ignacio Aldana Celaya (sentencia de 1994). 

Por el asesinato del jefe de la Policía municipal (José Aybar Yáñez) que ETA 

llevó a cabo Baracaldo el 30 de junio de 1982, la Audiencia Nacional condenó a 

Ángel Luis Hermosa Urra a 30 años de reclusión mayor en 1997 y a Juan 

Ignacio Aldana Celaya a 20 años de reclusión menor como cómplice. En 2001 

fue condenado Miguel Arrieta Llopis a 30 años de reclusión mayor, y a la 

misma pena fue condenado en 2004 Sebastián Echaniz Alcorta. 

Por el atentado contra Julio Sagarra Blanco, Pedro Barquero González y su 

mujer María Dolores Ledo García, cometido en Bilbao en mayo de 1983, la 

Audiencia Nacional condenó en 1995 a Enrique Letona Viteri y a José Félix 

Zabarte Jainaga a sendas penas de 29 años como autores del triple asesinato, 

también fueron condenados por el triple atentado mortal los etarras Juan 

Manuel Inciarte Gallardo y Félix Ignacio Esparza Luri. 

En agosto de 1985 se incluyeron en el sumario de José Ortiz Verdú las 

diligencias que contenían una declaración de marzo de 1984 que el etarra José 

Félix Zabarte Jainaga había hecho tras su detención —presenciada por los 

terroristas Carmen Guisasola y Armando Ribeiro, que no se atrevieron a 

socorrerle—. Según dicha declaración, el comando Vizcaya estaba formado por 

dos grupos y uno de ellos lo integraban, al menos, él mismo, Ángel Aldana 

Barrena y Carmen Guisasola. Entre los asesinatos que confesó a los 

investigadores policiales, incriminando a Guisasola y a Aldana Barrena, se 

encontraba el de José Ortiz Verdú. 

En virtud de las diligencias policiales, Zabarte Jainaga no solo anunció que su 

talde —integrado por Guisasola— asesinó a José Ortiz, sino que también 

afirmó haber matado a Antonio Velasco Benito, otro de los crímenes sin 
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resolver que se produjeron en la Vizcaya de los años 80. Según declaraciones 

de Zabarte Jainaga que aparecen en el sumario de José Ortiz Verdú, Jon Karla 

García Gaztelu, hermano de Francisco Javier García Gaztelu, alias “Txapote”, 

“facilitó la información sobre el policía nacional D. José Ortiz Verdú, en 

Galdácano, quien, a consecuencia de esta información fue asesinado”. 

Además, según esa misma transcripción, el hermano de “Txapote” también 

“matizó la información a consecuencia de la cual se produjo el asesinato del 

guardia civil D. Antonio Velasco Benito” (JCI nº1, sumario 41/85, p. 199). 
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37. Antonio Velasco Benito 
 
 
 

21 de abril de 1984 

 

ETA asesinó al guardia civil Antonio Velasco 
Benito el 21 de abril de 1984 cuando estaba prestando 
servicio de vigilancia en la Audiencia Territorial de 
Bilbao, en pleno centro de la ciudad. La víctima era el único que 

se encontraba en el exterior del edificio, custodiando la puerta trasera de la 

Audiencia Territorial de la capital vizcaína junto con un compañero de la 

Guardia Civil y otra pareja de la Policía Nacional. A las 17:35 horas, un Renault 

14 blanco con tres terroristas dentro (dos hombres y una mujer) rodeó el 

edificio y, a la altura del acceso trasero, aminoró la marcha. En ese momento 

uno de los criminales, con su arma automática, disparó una ráfaga contra los 

agentes de guardia. A Antonio le alcanzaron, al menos, seis disparos en la 

pierna y en la cabeza. Fue trasladado al Hospital Civil de Basurto, donde murió 

una hora después122.  

Lo terroristas huyeron hacia el casco antiguo de la ciudad con el mismo coche 

que habían robado previamente a punta de pistola. En el lugar de los hechos 

se encontraron dos casquillos del calibre nueve milímetros parabellum marca 

FN. 

El vehículo fue localizado poco después cerca del lugar del atentado. 

Artificieros de la Policía Nacional registraron el automóvil con sumas 

precauciones, en previsión de que en su interior hubiera sido colocada una 

 
122 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 214-
217. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Antonio Velasco Benito: https://mapadelterror.com/victims/antonio-velasco-
benito/  
- Altuna Ucelay, F. (s.f.). Mapa del Olvido, Antonio Velasco Benito: 
https://mapadelolvido.wordpress.com/2012/03/10/antonio-velasco-benito-bilbao-vizcaya-espana/  

https://mapadelterror.com/victims/antonio-velasco-benito/
https://mapadelterror.com/victims/antonio-velasco-benito/
https://mapadelolvido.wordpress.com/2012/03/10/antonio-velasco-benito-bilbao-vizcaya-espana/
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bomba-trampa similar a la que, el 13 de abril, asesinó a Tomás Palacín 

Pellejero y Juan José Visiedo Calero en Pamplona123. 

Antonio, de 39 años, era de Pedrosilla del Ralo (Salamanca). Estaba casado y 

tenía un niño de siete años. Fue enterrado en su localidad natal, en un acto 

presidido por el ministro del Interior.  

 

Expediente judicial124: 

 

En 2011, cuando la Fiscalía emitió su informe sobre asesinatos de ETA sin 

resolver, anunció que en ese momento no existía constancia documental del 
sumario de esta víctima, al no aparecer ningún número de procedimiento. 

Dos años después la Presidencia de la Audiencia Nacional emitió un informe 

oficial en el que determinó que el Juzgado Central de Instrucción número 5 de 

la Audiencia Nacional fue el encargado de gestionar el asunto a nivel judicial y 

de dictar el sobreseimiento provisional. Lo hizo el 4 de agosto de 1995. 

No tuvo en cuenta la Presidencia de la Audiencia Nacional el informe de 
Balística que redactó el Gabinete Central de Identificación de la Comisaría 
General de Policía Judicial tras el asesinato de Antonio. En el escenario del 

crimen se recogieron seis vainas metálicas y una bala blindada que fue 

extraída del cuerpo del agente asesinado. En ese informe, Balística determinó 

que el arma que percutió cuatro de las seis balas que se dispararon contra la 

víctima fue la misma que se utilizó en el “asesinato de un teniente y de un cabo 

1ª. de la Policía Nacional, y de la esposa, embarazada, de este último, en 

Bilbao, el 4.5.84 [sic]”. 

No aparecen los nombres, pero esas tres personas asesinadas con la misma 

pistola que se disparó contra Antonio Velasco son Julio Sagarra Blanco, Pedro 

Barquero González y su mujer María Dolores Ledo García, embarazada de 

siete meses. ETA los mató el 4 de mayo de 1983 en Bilbao con la misma arma 

que acabó con la vida de Antonio. Lo que sin embargo no aparece en el 

 
123 Ibid. 
124 Ibid. 

http://blogs.libertaddigital.com/in-memoriam/tiro-en-la-nuca-a-un-militar-en-vitoria-y-triple-asesinato-en-pamplona-9450/
http://blogs.libertaddigital.com/in-memoriam/tiro-en-la-nuca-a-un-militar-en-vitoria-y-triple-asesinato-en-pamplona-9450/
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sumario de su asesinato es que la Audiencia Nacional condenó en 1995 a 

Enrique Letona Viteri, alias Masillas, y a José Félix Zabarte Jainaga, alias Juan 

Luis, a sendas penas de 29 años como autores del triple asesinato. El sumario 

de Antonio tampoco refleja que también fueron condenados por el triple 

atentado mortal los etarras Juan Manuel Inciarte Gallardo y Félix Ignacio 

Esparza Luri, alias Buto y Jeremías. 

La Justicia sabía que Antonio Velasco había sido asesinado por dos 
hombres y una mujer el 21 de abril de 1984. Sabía también que en el 
atentado se utilizó el arma que un comando de ETA integrado solo por 
hombres usó para matar a otras tres personas el 4 de mayo de 1984. 
Además, tenía los nombres y apellidos de los etarras que fueron 
condenados por el triple atentado. Pese a todo ello, la Audiencia Nacional 
archivó el caso el mismo año en el que la Justicia condenó a los etarras 
que participaron en el triple atentado.  
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38. Manuel Vicente González Vilorio 

 

 

18 de junio de 1984 

 

El atentado que acabó con la vida de Manuel 
Vicente González tuvo lugar en la plaza de Ispáster, 
poco después de que la víctima hubiese visitado, junto 
con el alcalde, las obras del frontón que se estaba 
construyendo en esa localidad vizcaína. Manuel iba 

acompañado por el alcalde de Ispáster, José María Juaristi, del PNV, y un 

teniente de alcalde. Era Secretario del Ayuntamiento de Ispaster y del de la 

localidad costera de Ea desde 1973, tenía 49 años y era padre de seis hijos de 

entre 6 y 20 años. ETA ya había intentado atentar contra él y por ello llevaba 

escolta cuando se desplazaba a Bilbao. El día del atentado le estaban 

esperando. Manuel y el alcalde se dirigían hacia las obras del nuevo frontón, 

cuando un hombre y una mujer aguardaron a que ambos se adentraran en la 

plaza del pueblo. Se acercaron por detrás, sin llamar la atención, 

desenfundaron sus armas y, por la espalda, le descerrajaron un total de ocho 

tiros con los que le mataron en el acto. El rebote de un proyectil impactó en la 

mano de Juaristi, hiriéndole levemente. Los terroristas huyeron en un coche 

que habían robado previamente a mano armada125. 

 

 
125 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 209-
215 y 217. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Manuel Vicente González Vilorio: https://mapadelterror.com/victims/manuel-
vicente-gonzalez-vilorio/  

https://mapadelterror.com/victims/manuel-vicente-gonzalez-vilorio/
https://mapadelterror.com/victims/manuel-vicente-gonzalez-vilorio/
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Expediente judicial126: 

 

El juez dictó el sobreseimiento provisional del caso de Manuel el 1 de 
octubre de 1985, tras poco más de un año de investigación.  

Se reactivó el 2 de junio de 1995, cuando se incorporó a la causa un 
informe pericial balístico que vinculaba el arma usada en el asesinato de 
Manuel con crímenes anteriores. El Ministerio Fiscal solicitó la conclusión 
de las actuaciones en octubre de 1995 al alegar que no se podían concretar 

“indicios racionales de criminalidad contra persona conocida” (JCI nº4, sumario 

68/84, p. 199). 

No se llegó a procesar a ningún terrorista, a pesar de que, al parecer, 
hubo un testigo que, el mismo día del crimen, estuvo durante horas con 
los etarras que perpetraron el asesinato. Así lo refleja el sumario de la 

víctima y así lo reflejó El País en su edición del 20 de junio de 1984. Casi al 

final, recoge las declaraciones de Luis Aretxabaleta, un lequeitarra de 33 años, 

que fue retenido en contra de su voluntad por los asesinos de Manuel Vicente 

hasta que se produjo el atentado. 

En palabras de Luis, acababa de aparcar su coche, un Renault 12 matrícula B-

1452-KV, en las inmediaciones del puerto de Lequeitio, cuando un hombre y 

una mujer de unos 30 años se le acercaron. “Somos de ETA, ponte en el otro 

asiento”, asegura que le dijeron. Expuso entonces que la pareja de etarras le 

pidió el DNI, aunque al constatar que no lo llevaba encima, los criminales 

anotaron el teléfono del joven. 

Cuenta Luis que, inmediatamente después, se desplazaron los tres a Ispáster y 

que estuvo con la pareja de etarras durante dos horas yendo de bar en bar por 

la localidad vizcaína. Antes de asesinar a la víctima, uno de los criminales 

consumió un bocadillo de chorizo frito y dos Kas de naranja; la otra, un 

bocadillo de jamón  y un café con leche.  “Yo no imaginaba que sucedería 

aquello, puesto que, la verdad, ellos estaban tranquilos y como habían 

expresado que esperaban a un compañero, más bien pensaba yo que sería el 

 
126 Ibid.  
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otro quien estuviera cometiendo alguna acción”, contó Luis a El País. Ella se 

quedó con Luis; el segundo miembro del comando, el hombre, fue el que 

disparó. 

Así describieron los testigos a la pareja de etarras: “El chico era moreno de 

pelo liso, de estatura pequeña, y delgada, vestía pantalón vaquero de color 

azul, una camisa de manga corta de color beige y un jersey de color beige”. “El 

chico de una edad de treinta y dos a treinta y tres años con el pelo peinado 

hacia delante con la raya hacia la derecha y más concretamente hacia arriba”. 

“Y la chica de una edad aproximada de veintiocho a veintinueve años, portando 

un bolso bandolero de color oscuro”.  

Otro crimen más que queda impune, no por la pericia de los asesinos y el 
múltiple rastro de huellas y testigos que dejan, sino por la impericia del 
propio órgano judicial que lo archivó sin practicar ninguna diligencia de 
investigación. 
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39. Jesús Ildefonso García Vadillo 
 
 
 

 

29 de abril de 1985 

 

Jesús Ildefonso García, de 32 años, era Valladolid, 
trabajaba como analista químico en Aceros Echevarría. 
El día del atentado acababa de recoger a su hija Idoia 
de cinco años del colegio. Con ella de la mano se 
dirigió a pie hacia su casa. Sobre las 18:15 horas se percató de que 

algo no iba bien, alguien le seguía. Echó a correr y atinó a dejar a la niña, de 

cinco años, al cuidado de dos señoras con las que se topó en su huida. Tres 

terroristas —dos hombres y una mujer—, le interceptaron a plena luz del día en 

la localidad vizcaína de Galdácano, justo cuando atravesaba la calle Margorali 

Zuloaga e intentaron matarlo por la espalda efectuando dos disparos. 

Finalmente, una bala alcanzó el costado de Jesús Ildefonso en plena carrera. 

La víctima siguió huyendo, pero más despacio. Un terrorista se acercó con una 

pistola y le apuntó a la cabeza. Jesús la emprendió a patadas contra su 

agresor, evitando que le alcanzara el primer disparo. Acto seguido, se acercó 

una mujer y le disparó dos balazos a bocajarro. Malherido, Jesús intentó 

zafarse, mientras su pequeña hija, Idoia, gritaba: ‘¡Dejad a mi papá, dejad a mi 

papá!’. La víctima consiguió recorrer algunos metros antes de resbalar y caer al 

suelo. Se arrastró por el suelo hasta la pared de un supermercado. Allí, delante 

de su hija, la terrorista le remató. Idoia se quedó junto al cadáver de su padre 

hasta que una mujer se la llevó a una farmacia cercana. 

Según las sospechas de la Policía, los etarras confundieron a García Vadillo 

con un policía del cuartel de Basauri al que se parecía físicamente. Al día 
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siguiente, los trabajadores de Acero Echeverría realizaron un paro y se 

manifestaron por las calles de Galdácano127. 

Según los testigos, ella medía 1’65, tenía el pelo castaño y corto y vestía una 

chamarra blanca y un pantalón negro. El bolso del que sacó el arma era de 

color oscuro. El Gobierno Civil relató que el tiro de gracia lo había efectuado la 

mujer. Testigos presenciales citados por la agencia Efe corroboraron que los 

asesinos habían sido dos hombres y una mujer. Y añadieron que, antes de ser 

rematado en el suelo, la víctima advirtió: “Os habéis equivocado, yo no soy”. 

Entre los datos recabados de ese asesinato, además de los aportados por 

testigos, fuentes oficiales trasladaron entonces a la esfera pública que los 

miembros del comando no parecían superar los 23 años128. 

 

Expediente judicial129: 

 

El Juzgado Central de Instrucción número 4 de la Audiencia Nacional 
dictó el sobreseimiento provisional del caso en octubre de ese mismo 
año, tras apenas seis meses de investigación. Lo que nunca trascendió a la 

esfera pública es que el sumario del asesinato de Jesús Ildefonso incluye 
un informe policial extremadamente contundente, redactado tras la 

detención del etarra José Félix Zabarte Jainaga, en julio de 1985 y que dice 

así: “El primer talde del comando Vizcaya lo integraban ahora: José Félix 

Zabarte Jainaga (a) ‘FITI’, y ‘JUAN LUIS’; Carmen Guisasola Solozabal (a) 

‘CARMEN’, y Armando Riveiro Tormo (a) ‘ARMANDO’. Este talde realizó las 

siguientes acciones: 29/04/1985. Asesinato de D. Jesús Ildefonso García 

Vadillo, analista químico industrial, a las dieciocho horas cinco minutos, cuando 

circulaba por la calle Euskadi, de la localidad de Galdácano (Vizcaya) 

acompañado de su hija de cinco años [sic]”. Ante el Juzgado, el propio Zabarte 

Jainaga lo negó todo. Negó incluso que formase parte del comando Vizcaya. 

 
127 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp.220-
221. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Jesús Ildefonso García Vadillo: https://mapadelterror.com/victims/jesus-
ildefonso-garcia-vadillo/  
128 Ibid. 
129 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/jesus-ildefonso-garcia-vadillo/
https://mapadelterror.com/victims/jesus-ildefonso-garcia-vadillo/
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En definitiva, negó la declaración policial y dijo no haber participado en ningún 

asesinato (terminó siendo condenado a 262 años y un día de cárcel por otros 

siete asesinatos). 

El sumario de Jesús Ildefonso permaneció perdido hasta el mes de 
octubre de 1993, cuando el Juzgado Central de Instrucción número 4 de la 
Audiencia Nacional lo reabrió después de que las Fuerzas de Seguridad 

hallasen la pistola FN Browning modelo GP-35, con numeración de serie 

limitada, que se usó en su asesinato. La encontraron en Nantes (Francia) en 

agosto de 1992, en poder del miembro de ETA Faustino Estanislao Villanueva 

Herrera. La Policía no le vinculó con el atentado porque, según apuntó en un 

informe de la Comisaría General de Información, cuando se produjo el 

asesinato Villanueva Herrera era uno de los coordinadores del Comité de 

Refugiados en Francia. No obstante, ese mismo informe insiste: “En el 

atentado aludido que se saldó con la muerte de D. Ildefonso García Vadillo 

participaron los que componían el primer talde del comando Vizcaya de ETA: 

Carmen Guisasola Solozabal, Armando Pibeiro Tormo y José Félix Zabarte 

Jainaga”. El caso volvió a archivarse en enero de 1994. No volvió a 
reabrirse el expediente, al menos hasta 2014, cuando la fecha de 
sobreseimiento provisional seguía siendo enero de 1994. 

A Jesús Ildefonso lo mató un comando integrado por una mujer, lo que no 

quiere decir que Carmen Guisasola tuviera algo que ver con aquel tiro de 

gracia. No obstante, teniendo en cuenta las mujeres que aquel año operaban 

en Vizcaya bajo el paraguas de ETA, la ex terrorista y su compañero de 

arrepentimiento Astarloa bien podrían haberse convertido en potenciales 

fuentes de investigación para la Policía y la Justicia. 

Astarloa fue detenido en Burdeos (Francia) el 24 de marzo de 1987. Guisasola 

fue detenida en una carretera cerca de la localidad francesa de San Martin de 

Seignanx el 14 de noviembre 1990. Pese a ello, la investigación del 
asesinato de Jesús Ildefonso no se reaperturó tras los arrestos. No se 
buscó la colaboración de los detenidos. No se puso a Astarloa ni a 
Guisasola frente a los testigos del asesinato, que los hubo. Ni siquiera se 
solicitó la colaboración de los etarras cuando estos decidieron dejar la 
banda e ingresaron en la vía Nanclares. 
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Una vez más este crimen queda impune, no por la pericia de los asesinos, 
sino por graves negligencias por quienes estaban obligados a perseguir, 
detener y juzgar a sus asesinos. 
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40. Máximo Díaz Barderas y Francisco Rivas 
López 
 
 
 

 

22 de mayo de 1985 

 

Los policías nacionales Máximo Díaz y Francisco 
Rivas eran compañeros y amigos. En torno a las 16:00 
horas del día del atentado, estando fuera de servicio, 
habían salido a pasear a sus perros de ambos por el 
Monte Ulía −entre San Sebastián y Pasajes−, vestidos 
de paisano. Los terroristas abordaron a sus víctimas en 
un paraje aislado y los mataron de un tiro a bocajarro 
en la cabeza. Pasadas las nueve de la noche, los familiares de los 

agentes comenzaron a inquietarse y dieron la voz de alarma. Sobre todo, 

después de que el perro de Francisco regresase solo al domicilio. Entonces, un 

centenar de policías, ayudados por un helicóptero de la Guardia Civil, inició el 

rastreo del monte, especialmente el paraje del Faro de la Plata, un lugar al que 

Francisco y Máximo solían acudir habitualmente con los animales130.  

Los cadáveres fueron localizados pasadas las 10:00 horas del miércoles 22 de 

mayo, tras una noche de intensos rastreos en el monte Ulía y una vez que, en 

torno a las 9:30 horas, un autodenominado portavoz de ETA indicara al 

diario Egin el punto exacto del asesinato. Las labores de búsqueda acabaron 
 

130 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp.241-
242. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Máximo Díaz Bardera: https://mapadelterror.com/victims/maximo-diaz-
barderas/ Francisco Rivas López: https://mapadelterror.com/victims/francisco-rivas-lopez/  
- Altuna Ucelay, F. (s.f.). Mapa del Olvido. https://mapadelolvido.blogspot.com/2012/03/francisco-rivas-lopez-san-
sebastian.html  

https://mapadelterror.com/victims/maximo-diaz-barderas/
https://mapadelterror.com/victims/maximo-diaz-barderas/
https://mapadelterror.com/victims/francisco-rivas-lopez/
https://mapadelolvido.blogspot.com/2012/03/francisco-rivas-lopez-san-sebastian.html
https://mapadelolvido.blogspot.com/2012/03/francisco-rivas-lopez-san-sebastian.html
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después de que los policías desplegados en el monte oyesen los aullidos de la 

perra de Máximo. El animal yacía recostado sobre el pecho del policía nacional 

asesinado, justo al lado del cuerpo sin vida de Francisco. Ambos habían sido 

asesinados. Los indicios evidenciaron lo ocurrido: Los terroristas abordaron a 

sus víctimas en un paraje aislado y las asesinaron de un tiro en la cabeza a 

bocajarro. Aparentemente, los policías no opusieron resistencia, pues sus 

cuerpos no presentaban más señales de violencia que un agujero negro de 

sangre coagulada en la sien. Cerca de ambos, había un pequeño ramillete de 

margaritas, al lado de un casquillo 9 milímetros Parabellum, marca SF131. 

El día del funeral oficial por las víctimas, San Sebastián apareció llena de 

pasquines en los que se podía leer «ETA quiere la guerra, el hambre y el caos 

para Euskadi. Los culpables son los que ayudan a esos asesinos». Francisco 

Rivas López, de 50 años, era de Torremocha (Guadalajara) pero llevaba 26 

años destinado en San Sebastián, su primer y único destino. Estaba casado y 

tenía una hija de 19 años. Máximo tenía 35 años, era de Pedro Bernardo 

(Ávila), estaba casado y era padre de tres hijos pequeños. Ambos vivían con 

sus familias en Pasajes de San Pedro, en una barriada de casas reservada a la 

Policía Nacional que estaba ubicada en la ladera sur del monte Ulía132. 

En mayo de 2008, cuando se cumplían 23 años del asesinato, María del Pilar 

Díaz Ríos, la hija mayor de Máximo, recordaba en una carta escrita al diario El 

Mundo ese terrible día en que quedó huérfana y en el que su padre no llegó a 

recogerla al colegio: "Hoy es martes, 21 de mayo de 1985. Acabo de salir del 

cole y estoy esperando a que mi papá venga a buscarme (...) Es el mejor papá 

del mundo y el mejor policía. En mi familia somos cinco personas: mi papá 

tiene 35 años, mamá tiene 30 años, yo soy la mayor de tres hermanos y tengo 

8 años, y mis dos hermanos tienen 6 y 3 años. Somos una familia feliz (...) Mi 

papá tarda mucho, los demás niños ya se han ido con sus papás y mi papá no 

ha venido todavía. (...) Estoy sola en el patio. No lo entiendo. Mi papá no viene. 

Pero va a venir, porque la palabra de mi papá es ley y si me dijo que venía es 

que va a venir. Pues verán ustedes, mi padre no vino a buscarme esa tarde al 

colegio, tuve que irme sola a casa. Pero tampoco vino a casa esa noche... Mi 

 
131 Ibid. 
132 Ibid. 
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padre no volvió a casa nunca más". Y recordaba que el ramo de margaritas que 

se encontraron al lado de los cuerpos de Francisco y Máximo eran para su 

madre y para ella: "Mi padre había cogido unas flores para mamá y para que 

yo, su hija María del Pilar, le llevara flores a la Virgen, porque el mes de mayo, 

para los católicos, es el mes de María. Y la ETA les asesinó. ETA nos asesinó 

a todos ese día (...) Cuando asesinaron a papá, yo ocupé su lugar, dejando de 

ser una niña de ocho años para ser el cabeza de familia. Mis hermanos y yo no 

tuvimos más alternativa que ingresar en colegios de huérfanos de los Cuerpos 

y Fuerzas de Seguridad del Estado y de las Fuerzas Armadas"133. 

 

Expediente judicial134: 

 

Los asesinatos de Máximo y Francisco nunca fueron resueltos 
judicialmente. Incluso se ha afirmado que jamás se ha encontrado ningún dato 

fidedigno que permitiera identificar a los autores del atentado. Como relataba 

su hija en la carta a El Mundo "mi abogada y amiga, Manuela (Rubio Valero) y 

yo, empezamos a buscar respuestas sobre el atentado de papá, ya que desde 

el asesinato, mi familia y yo nunca hemos recibido información de ningún tipo 

por parte de las instituciones públicas. Y todo para descubrir que el asesinato 

de mi padre ha prescrito, lo que implica que los asesinos nunca serán 

juzgados". Y añadió: "Mi padre juró proteger a España y a los españoles de 

bien, y ¡vive Dios, que cumplió su palabra! A papá le asesinaron por ser 

España, porque su uniforme representa el Estado de Derecho español, el 

Orden y la Ley. Y en agradecimiento a sus servicios prestados a España, ni 

España, ni el Estado de Derecho español, ni el Orden, ni la Ley han hecho 

justicia a un hombre bueno, como papá, ni a otros muchos hombres buenos 

que, además, para mayor indignación, eran sacados en sus féretros por la 

puerta de atrás de las iglesias, a hurtadillas. Con un gran abatimiento y con 

un sentimiento de desolación y desconsuelo absolutos. Con un inmenso dolor 

 
133 Ibid. 
134 Ibid. 
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en mi corazón y en mi alma, me veo en la necesidad de denunciar 

esta aberración legal que permite la prescripción de los delitos de terrorismo". 

Sin embargo, hay al menos dos informaciones publicadas en el 

diario ABC, nueve y diez años después del atentado (03/08/94 y 15/08/95), en 
las que se hace referencia a Ramón Zapirain Tellechea como presunto 
autor del asesinato de Máximo y Francisco. Zapirain integró, junto a 
Arturo Cubillas Fontán, Idoia López Riaño y José Angel Aguirre Aguirre, 
el denominado grupo Oker de ETA. Zapirain y Aguirre fueron detenidos en 

noviembre de 1985 y, pese a ser considerados presuntos autores del asesinato 

de Máximo y Francisco, no se les procesó por este atentado, aunque sí por 

otros asesinatos, como el de Facal Soto, cometido apenas tres meses antes 

que el de Máximo y Francisco. Por ello resulta cuando menos chocante que, 

diez años después, el diario ABC siguiese haciendo alusión a Zapirain 

Tellechea como presunto autor del asesinato de los dos policías. 

Máximo y Francisco fueron asesinados el 21 de mayo de 1985 y el Juzgado 

Central de Instrucción número 2 cerró la causa judicial para no volver a abrirla, 

el 26 de septiembre del mismo año. En cuatro meses de tramitación no se 
pudo realizar investigación alguna.  
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41. Antonio Jesús Trujillo Comino y Juan Merino 
Antúnez 
 
 
 

 

9 de julio de 1985 

 

En torno a las 8:15 horas de la mañana, ETA 
asesinó en San Sebastián a dos jóvenes guardias 
civiles: Juan Merino Antúnez y Antonio Jesús Trujillo 
Comino. Ambos agentes se encontraban prestando servicio de vigilancia en 

la Delegación de Hacienda de San Sebastián, en la calle Oquendo. Dos 

terroristas que llevaban el pañuelo rojo anudado al cuello, típico de las fiestas 

de San Fermín, abordaron el vehículo oficial, que tenía las ventanillas bajadas, 

simulando formar parte de los miles de jóvenes que volvían esos días de las 

fiestas a primera hora de la mañana a las capitales del País Vasco. Uno por 

cada lado, dispararon a quemarropa a través de las ventanillas delanteras y de 

forma simultánea a Antonio Jesús y a Juan, que murieron prácticamente en el 

acto. La mano de uno de los guardias descansaba sobre su muslo derecho, por 

lo que probablemente intentó utilizar el arma, encontrada entre sus piernas. No 

tuvo tiempo de hacerlo. Los cadáveres, uno recostado sobre el otro, 

presentaban impactos de bala en la cabeza, en el cuello y en los hombros135. 

Testigos presenciales citados por la prensa relataron que los etarras huyeron 

pistola en mano al aparcamiento subterráneo de la calle Oquendo, a escasos 

metros del lugar del atentado. De nada sirvió que varios compañeros de los 

guardias civiles caídos fuesen en busca de los terroristas. Lograron escapar. 
 

135 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp.243-
244. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Antonio Jesús Trujillo Comino: https://mapadelterror.com/victims/antonio-
jesus-trujillo-comino/ Juan Merino Antúnez: https://mapadelterror.com/victims/juan-merino-antunez/ 

https://mapadelterror.com/victims/antonio-jesus-trujillo-comino/
https://mapadelterror.com/victims/antonio-jesus-trujillo-comino/
https://mapadelterror.com/victims/juan-merino-antunez/
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Dos horas después de los dos asesinatos, un miembro de ETA Militar telefoneó 

a la DYA de San Sebastián para anunciar que habían abandonado un Renault 

7 (en el que probablemente huyeron los criminales) en la estación de 

autobuses de la ciudad. El propietario del vehículo, Domingo Altuna, después 

de que se le encontrase atado en el maletero del coche, relató a las 

autoridades que había sido abordado a punta de pistola en Pasajes cuando se 

dirigía a trabajar136. 

Juan y Antonio Jesús apenas llevaban dos meses destinados en San 

Sebastián y eran recién graduados del Colegio de Guardias Jóvenes de 

Valdemoro (Madrid). Ambos cubrían la vigilancia de la Delegación de 

Hacienda, edificio que había sufrido varios atentados y frecuentes avisos de 

bomba. Juan era de Llanes (Asturias), tenía 21 años, estaba casado y no tenía 

hijos. Antonio Jesús era de Priego (Córdoba), tenía 22 años, estaba soltero, 

pero tenía fijada la fecha de su boda para el mes siguiente a su asesinato137. 

 

Expediente judicial138:  

 

Estos dos crímenes terroristas quedaron impunes, porque el Juez 

Instructor dictó auto de sobreseimiento provisional por falta de pruebas en 
diciembre del mismo año, es decir, en cinco meses, ninguna diligencia de 
investigación fue practicada. 

 

 

 
136 Ibid. 
137 Ibid. 
138 Ibid. 



P á g i n a  | 181 
 

 

42. Fernando Amor Calvo 

 

 

3 de agosto de 1985 

 

El 3 de agosto de 1985 al TEDAX de la Guardia 
Civil Fernando Amor fue asesinado mientras intentaba 
desactivar una bomba colocada por ETA en un disco-
pub en la localidad alavesa de Luyando. 

Hacia las seis de la mañana de ese 3 de agosto la Ertzaintza recibió un aviso 

de un comunicante anónimo, alertando a la Cruz Roja de Amurrio de la 

colocación en esa localidad de un artefacto explosivo con un kilo de dinamita 

goma 2 EC dentro de una caja de galletas. Sin embargo, como la Ertzaintza 

todavía no disponía de una unidad de artificieros para desactivar explosivos, 

tuvo que llamar a la Guardia Civil139.  

Tras desalojar las viviendas próximas al pub, intentaron en un primer momento 

provocar la explosión del artefacto con agua a presión y efectuando varios 

disparos. Al no conseguirlo, decidieron desactivarlo manualmente. El artefacto 

disponía de dos trampas. Una primera trampa estaba hecha a base de un 

temporizador reloj despertador manipulado, pilas de 4,5 voltios, un detonador 

eléctrico y la circuitería propia; y otra segunda, estaba embutida y oculta dentro 

de la masa explosiva. Por los restos del artefacto explosivo recuperados, 

parece que Fernando consiguió desactivar la primera trampa, haciendo 

explosión la segunda, posiblemente de tipo eléctrico −además del explosivo 

contenía metralla a base de bolas de rodamientos de hierro−. 

 
139 COVITE. (s.f.) Mapa del Terror, Víctimas, Fernando Amor Calvo.  https://mapadelterror.com/victims/fernando-amor-calvo/ 
Ordóñez, C. (3 de agosto de 2023). X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/fernando-amor-calvo/
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Esta explosión hirió gravemente a Fernando Amor. Aunque fue trasladado 

inmediatamente a un centro sanitario, donde fue atendido por un equipo de 

médicos desde las primeras horas de la mañana, no pudieron salvarle la vida y 

falleció a las 12:30 horas mientras era intervenido quirúrgicamente140. 

Fernando era gallego, tenía tan solo 25 años y dejó una joven viuda que tuvo 

que sacar adelante a su hija sin ayuda institucional ni social de ningún tipo. 

 

Expediente judicial: 

 

La investigación judicial de este asesinato fue inexistente y pese a existir 
pruebas que señalaban a sus autores, no se siguieron y nada se investigó 
nunca.  El Juez Instructor, titular del Juzgado Central de Instrucción nº2 de la 

Audiencia Nacional, tras inhibirse el Juzgado de Instrucción nº2 de Baracaldo a 

favor suyo, acordó tramitar Diligencias Previas al advertir que no se había 

realizado el ofrecimiento de acciones a la viuda de Fernando, diligencia 

obligatoria conforme al artículo 109 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Una 

vez cumplimentada esta diligencia, el mismo día 27-11-1985, dictó autos de 
incoación sumario por el Procedimiento de Urgencia y de conclusión de 
sumario decretando el sobreseimiento provisional de la causa y el archivo 
de la misma. 

El 09-10-1989 el propio Juzgado dedujo testimonio de sus Diligencias Previas 

247/89 en las que estaba el acta de manifestación de fecha 19-09-1989, 

realizada ante la Guardia Civil del miembro de ETA José Ángel Viguri Camino, 

en la que identificaba como autores de este atentado a Eusebio Arzallus Tapia, 

alias “Eusebio”, quien fabricó la caja metálica que contenía el artefacto 

explosivo con el que asesinaron a Fernando. En la misma declaración apareció 

que José Javier Arizcuren Ruiz, alias “Arizcuren”, y Soledad Iparraguirre 

Guenechea, alias “Soledad”, fueron los autores materiales del atentado y a 

quienes llevó en su vehículo a Luyando con el artefacto explosivo y luego los 

recogió. 

 
140 Ibid. 
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También consta el acta de manifestación de la misma fecha de la mujer de 

Viguri, María Ángeles Pardo Casado, donde identificaba a José Javier 

Arizcuren Ruiz con el alias de “Navarro”. 

Ambos ratificaron estas declaraciones ante el Juzgado Central de Instrucción 

nº2 el 20-09-1989. 

Además, con fecha 09-10-1989, se dedujo testimonio de las Diligencias Previas 

240/89, del propio Juzgado, en la que obra parte del acta de manifestación de 

Juan Carlos Arruti Azpitarte, en el que reconocía su participación en este 

atentado y la implicación de otras personas. 

El 17-10-1989, se unieron los testimonios, se desarchivó el sumario y se 

ordenó pasar los autos al Fiscal “…para que exponga lo que estime procedente 

acerca de quién sea la persona o personas contra las que pudiera seguirse el 

procedimiento”. Pese a existir las declaraciones testimoniadas, el Fiscal cuyo 

nombre no consta, en un escrito de cinco líneas y dos puntos, solicitó 

acomodar las actuaciones a los trámites del procedimiento ordinario en el 

primer punto y que “…procede dictar auto de conclusión del Sumario y elevar 

las actuaciones a la Sala” en el segundo punto. Este modo de actuar del 
Fiscal, lleva a que en fecha 27-10-1989, se dicte auto de conclusión de 
Sumario, al carecer el instructor de acusación alguna. 

Tras estudiar el sumario en el curso de este proyecto, se ha encontrado que en 

fecha 23-02-2022 por la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la 

Audiencia Nacional, Rollo de Sala: Sumario (Prc. Ordinario 128/1985), fue 
declarada extinguida por prescripción la responsabilidad criminal de la 
presente causa y, en consecuencia, declarado el sobreseimiento libre y el 
archivo de las actuaciones. 

Solo se tiene constancia, por una providencia de 15-07-2022, que el 02-08-

2021, se dictó auto de reapertura y posterior auto de conclusión de fecha 21-

12-2021, no habiendo tenido acceso al Rollo de Sala, ni al expediente digital 

tramitado en 2021, por lo que no se puede conocer la causa de la reapertura, 

pero sí que se declarara prescripción de la responsabilidad penal. 
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Este modo tan negligente de actuación del Fiscal conduce a que el 
Instructor se vea obligado a dictar un auto de sobreseimiento provisional, 
impidiendo que se investigara la responsabilidad penal de quienes 
señalaron a Viguri y a su esposa y, posteriormente, reconoció Arruti 
Azpitarte, dejando el asesinato de Fernando Amor sin investigar, cuando 
se podía haber hecho. Lo que no exonera la negligencia del Instructor, 
que no ordena ninguna diligencia de investigación, como hubiera sido 
ampliar la declaración de Viguri.  
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43. José Expósito Afán 
 
 
 

 

4 de agosto de 1985 

 

A las 13.20, en la localidad guipuzcoana de 
Elgóibar, ETA asesinó de un tiro en la nuca al guardia 
civil retirado José Expósito. Un terrorista le disparó en la nuca 

cuando caminaba en dirección a su domicilio por la plaza más céntrica del 

pueblo, la de la Magdalena. Varios clientes de un bar cercano, el Charriduna, 

oyeron los disparos y se encontraron con el cuerpo de José tendido en suelo ya 

sin vida sobre un charco de sangre141. 

El guardia civil de 62 años llevaba viviendo en Euskadi tres décadas, aunque 

era natural de Aguilar de la Frontera (Córdoba). Estaba casado y tenía cuatro 

hijos. 

 

Expediente judicial142:  

 

El auto de sobreseimiento provisional del caso de José se produjo el 8 de 
octubre de 1985, solo dos meses después de que ETA lo asesinara.  

Fuentes policiales citadas por ABC el 5 de agosto del 85 aseguraron que hubo 
testigos: “Había numeroso público, tanto en los bares próximos como en la 

 
141 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp.243 y 
296. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, José Expósito Afán: https://mapadelterror.com/victims/jose-exposito-afan/  
142 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/jose-exposito-afan/
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calle, si bien nadie quiso aportar a los agentes detalles concretos acerca de las 

circunstancias del asesinato”. 

No hay más que observar que la instrucción para deducir, sin la mínima 
dificultad el absoluto desinterés tanto del Instructor como del Fiscal en 
investigar la autoría de es este crimen, que ha llevado a la impunidad del 
mismo. 

 

 



P á g i n a  | 187 
 

 

 
44. María Luisa Sánchez Ortega 
 
 
 

 

12 de febrero de 1987 

 

ETA colocó un artefacto en el concesionario 
Renault de Muelle de Marzana, en Bilbao. La bomba 
explotó a las 22.40 horas, justo cuando María Luisa 
Sánchez pasaba por allí de regreso a casa tras concluir 
su jornada laboral. La explosión le alcanzó de lleno al pasar junto al 

concesionario. Sufrió la amputación de ambas piernas, heridas graves en el 

pubis, los globos oculares y las costillas. Llegó viva al hospital de Basurto, pero 

murió sobre la una y veinte de la madrugada cuando era intervenida. Su trabajo 

como limpiadora era el único sustento de su familia porque su marido estaba 

enfermo y sus hijos en paro. María Luisa tenía 60 años143. 

Un miembro de la organización criminal había advertido a la Cruz Roja de 

Bilbao, con cuatro minutos exactos de margen, de que ETA había colocado un 

artefacto explosivo en un concesionario de automóviles de la ciudad. Según 

recogió la agencia Efe, el etarra comunicó pasadas las 22:30 horas: “Soy 

portavoz de ETA Militar. Hemos colocado un petardo en la Renault del muelle 

de Marzana que hará explosión sobre las once de la noche. Avisar a la Policía 

[sic]”144. 

El atentado, que se produjo en un ambiente empapado de proclamas radicales, 

sirvió para que la banda se posicionase en contra de los intereses de Francia y 
 

143 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 142-
144. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, María Luisa Sánchez Ortega: https://mapadelterror.com/victims/maria-luisa-
sanchez-ortega/  
144 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/maria-luisa-sanchez-ortega/
https://mapadelterror.com/victims/maria-luisa-sanchez-ortega/
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de España, todo a consecuencia de la política antiterrorista que los dos países 

ponían en práctica de forma conjunta. Pero la muerte de María Luisa también 

llegó en un contexto en el que Herri Batasuna promocionaba las bombas sin 

disimulo desde los escaños del mismísimo Parlamento Vasco145. 

En esas mismas fechas HB presentó como candidato a lehendakari a Juan 

Carlos Yoldi, un etarra que, cuando mataron a María Luisa, se encontraba en 

prisión preventiva acusado de pertenencia a ETA, depósito de armas, estragos 

y lesiones. Así se pronunció la Audiencia Territorial de Pamplona, órgano 

encargado de dar el visto bueno a la presencia de Yoldi en la sesión de 

investidura de la Cámara vasca: “Si la legislación permite a los ciudadanos en 

prisión preventiva, aunque estén acusados de delitos castigados con penas 

severas, su presentación como candidatos a parlamentarios o a presidentes de 

las comunidades autónomas y son elegidos democráticamente, oponer trabas 

al ejercicio de su derecho lesionaría a su vez los derechos políticos de sus 

electores”. El etarra no solo se presentó el Parlamento Vasco para disputarle a 

José Antonio Ardanza (PNV) el puesto de lehendakari aquel 26 de febrero de 

1987, sino que, desde el atril de la Cámara, siete días después del brutal 

asesinato de María Luisa, lanzó a la opinión pública este mensaje: “La lucha 

armada continuará cada vez más fuerte para conseguir el derecho a la 

autodeterminación del pueblo vasco” (ABC, 27 de febrero de 1987). Yoldi fue 

condenado meses después a 25 años de prisión, lo que le obligó a dejar su 

puesto de parlamentario en abril de ese mismo año. Cumplió 16 años de cárcel 

y, ya en 2012, participó en el documental Al final del túnel, producido por el 

guionista y documentalista vasco Elías Querejeta. El trabajo se hizo eco del 

relato que la izquierda abertzale radical buscó asentar desde el “cese definitivo” 

anunciado por ETA el 20 de octubre de 2011. Yoldi, haciendo alusión a la 

“lucha armada”, destacó que “indudablemente ha merecido la pena”. “Estamos 

a punto de conseguir nuestros objetivos políticos, ¿cómo no va a merecer la 

pena?”, añadió a renglón seguido146. 

 

 
145 Ibid. 
146 Ibid. 
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Expediente judicial147:  

 

El Juzgado Central de Instrucción número 1 de la Audiencia Nacional 
dictó el sobreseimiento provisional del caso el 19 de octubre de 1987, 
ocho meses después. Se archivó definitivamente dos días después, el 21 
de octubre y el sumario no volvió a reactivarse jamás. 

Como en los anteriores expedientes, la falta de investigación lleva a la 
impunidad de los autores. 

 

 

 
147 Ibid. 
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45. Vicente Montoya Salazar 
 
 

 

2 de octubre de 1987 

 

Vicente Montoya era agente de la Policía Nacional 
destinado en el Servicio de Escolta de la Jefatura de 
Bilbao tenía 42 años, estaba casado y era padre de dos 
hijos. Hacia las 23.00 horas del 25 de septiembre de 
1987, se disponía a poner en marcha su coche para 
acudir a su trabajo. El vehículo estaba aparcado en las 
inmediaciones de su domicilio, situado en el barrio de 
La Paz de Baracaldo (Vizcaya). Al girar la llave, estalló 
la bomba-lapa adherida a los bajos del turismo, un 

Renault-12 gris con matrícula de Bilbao. Según indicó el Gabinete de 

Identificación de la Jefatura Superior de Policía de Bilbao el 25 de septiembre 

en su informe, la bomba fue colocada debajo del coche, ligeramente por 

delante del asiento del conductor, y provocó un boquete en el vehículo de más 

de medio metro. Destrozó salpicadero, volante, lunas, techo, etc. Más tarde, la 

Unidad de Desactivación de Explosivos matizó que el artefacto estaba ubicado 

en el suelo, entre la rueda delantera izquierda y el asiento del conductor. 

Vicente resultó herido de extrema gravedad. La explosión le había amputado 

ambas piernas, le quemó gran parte del cuerpo, le produjo graves 

traumatismos craneales y una contusión pulmonar. Su esposa, Crescencia 

García, que en ese momento estaba asomada al balcón, también resultó herida 

por la metralla, que los servicios sanitarios le tuvieron que extraer de la cara y 

de la pierna izquierda. Presenció el atentado desde el balcón de casa, porque 

en ese momento se encontraba despidiéndose de Vicente. Él murió días más 
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tarde, concretamente el 2 de octubre en el hospital de Cruces debido a las 

heridas del atentado148. 

 

Expediente judicial149: 

 

El recorrido judicial de este caso de asesinato —Sumario 75/87— duró tan 
solo ocho meses. El atentado se produjo el 25 de septiembre de 1987 y el 

Juzgado Central de Instrucción número 5 dictó el auto de sobreseimiento 

provisional el 11 de mayo de 1988.  

Entre tanto, la Policía francesa detuvo en Francia el 2 de abril de 2004 a 

Esparza Luri junto con Félix Alberto López de la Calle, alias “Mobutu”. La 

Policía señaló al primero como jefe del aparato logístico de ETA y miembro de 

la Ejecutiva de la banda desde hacía tres años y fuentes del Ministerio del 

Interior, según recogieron numerosos medios de comunicación de fuentes 

policiales, señalaron que en el historial de Esparza Luri aparecía el asesinato 

de Vicente Montoya Salazar (Vasco Press, 2 de abril de 2004; ABC, 28 de 

diciembre de 1993). No obstante, nada de esto sirvió para que se reabriera 
el Sumario de Vicente y se pidieran los informes policiales que apuntaban 
dichas autorías para proceder a la investigación de estos hechos, ni 
parece ser que la Policía hiciera llegar estos informes al Juzgado Central 
de Instrucción para que reabriera la causa, lo que supone una grave falta 

coordinación entre los órganos judiciales y policiales, que llevaron a la 

impunidad de los autores de este asesinato. 

 

 

 

 
148 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, p.144-
146. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Vicente Montoya Salazar: https://mapadelterror.com/victims/vicente-
montoya-salazar/  
149 Ibid. 

https://mapadelterror.com/victims/vicente-montoya-salazar/
https://mapadelterror.com/victims/vicente-montoya-salazar/
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46. Jose Luis Barrios Capetillo  
 
 

 

17 de septiembre de 1988 

 

José Luis Barrios Capetillo, de 34 años de edad, 
nacido en Santurce, Vizcaya, el 17-10-1953, regentaba 
el bar Jateche-San Jorge, junto a su padre, Próspero 
Barrios García, donde residía, casado con Rosa Cuevas 
Cruz, con quién tenía 4 hijos, Nerea, Aihoa, Rakel y 
Aintzane. 

El 16-09-1988, sobre las 23:50, mientras José Luis Barrios Capetillo se 

encontraba trabajando en el bar Jateche-San Jorge de Santurce, Vizcaya, dos 

individuos entraron en el mismo y pidieron a su padre, Próspero Barrios García, 

quien se encontraba sólo en la barra del establecimiento, dos cervezas y un 

paquete de tabaco. Próspero les atendió y observó que uno de ellos se 

introducía en el interior del local, procediendo a realizar el arqueo de la caja. A 

continuación, oyó una detonación y observó al anterior individuo portando un 

arma de fuego y a una persona tendida en el suelo, en la entrada de la barra, 

sin darse cuenta de que era su hijo. El que llevaba la pistola le amenazó con 

ella, por lo que él se arrojó al suelo y los individuos se dieron a la fuga. 

Cuando los autores abandonaron el local, Próspero trató de alcanzarlos sin 

lograrlo. Al volver al local comprobó que quien estaba en el suelo era su hijo, 

aún con vida. Ayudado por un amigo, lo llevó al Hospital de Cruces Baracaldo, 

donde falleció. 
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Expediente Judicial: 

 

Este es de los pocos sumarios de los que, tras su estudio, se ha podido 

comprobar que hubo investigación por el órgano judicial y policial, aun así, se 

han detectado algunas actuaciones que denotan falta de interés en el órgano 

judicial y en las diligencias policiales. 

Es grave que, habiendo reconocido, aún con dudas, Próspero Barrios 
García, padre de la víctima, a Juan Carlos Iglesias Chouzas, como uno de 
los posibles autores del asesinato de su hijo, cuando se detuvo a este 
terrorista, no se citara a Próspero para que le identificara en rueda de 
reconocimiento, lo que podría haber supuesto su incriminación. 

Solo se dictó auto de procesamiento contra Juan Carlos Iglesias Chouzas y se 

dice que actuó "... en unión de otra persona desconocida...", cuando en las 

declaraciones policiales de Felipe González Baños y de Juan Francisco Gómez 

López, consta que actuó junto a Félix Ignacio Esparza Luri. 

No se procesó a Juan Francisco Gómez López, ni a Felipe González Baños, 

pese a que constaba la confesión de ambos en la que se auto-implicaban, en 

sus declaraciones policiales —realizadas con abogado—, aunque no las 

ratificaran en presencia judicial. 

Respecto a la investigación policial, toda ella ha sido a instancias del 
órgano judicial, careciendo de iniciativa propia. Llama la atención el informe 

sobre Iglesias Chouzas, en el que se relata que para identificar el cadáver de 

José Luis Isasa Lasa, muerto mientras colocaba un artefacto explosivo en el 

vehículo de un Policía Nacional, se tuvo que realizar la identificación 

contrastando sus huellas dactilares con su ficha del D.N.I., lo que no se hizo 

para identificar las huellas encontradas con las de Félix Ignacio Esparza Luri. 

En este caso, los órganos policiales se limitaron a contestar que no tenían 

reseña de dichas huellas, por lo que nunca se contrastaron. 

En ese momento, se incoó el Sumario 59/1988, el 13-04-1989, por el juez titular 

del Juzgado Central de Instrucción nº5, ordenando las diligencias de 

investigación oportunas, como el nuevo cotejo de las huellas dactilares 
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halladas, informe de balística y el reconocimiento fotográfico por los testigos 

presenciales, hasta que en el 20-05-1991 se dictó auto de procesamiento 

contra Juan Carlos Iglesias Chouzas, declarado rebelde el 07-10-1991. El 07-

10-1991 se dictó auto de conclusión de sumario, que se reaperturó por auto de 

04-07-2003, cuando Iglesias Chouzas fue entregado a España. 

Se constató la existencia en los autos de dos testimonios que pudieran 

incriminar a Iglesias Chouzas y Esparza Luri en estos hechos, pero al ser estos 

ilegibles, en enero de 2007, el Fiscal solicitó nuevo testimonio legible. Unido el 

nuevo testimonio, al tratarse este de un testimonio de referencia, en marzo de 

2007, el Fiscal solicitó que se contrastaran las huellas encontradas en el lugar 

de los hechos con las de estos. Siendo el resultado negativo, el Fiscal solicitó 

que se comprobaran los restos de ADN con los que pudiera haber en los vasos 

y latas que los asesinos de José Luis dejaron tras consumir dos cervezas, a lo 

que la Policía respondió que no disponía del material solicitado, por lo que no 

se pudieron realizar estas pruebas. 

Tras esto solicitó la conclusión del sumario y el Juzgado Central de Instrucción 

la acordó, mandando elevar el sumario a la Sección 3ª, con emplazamiento a 

las partes ante la misma, sin que en los autos conste actuación procesal 

posterior al no tener el Rollo de Sala. Por lo tanto, no se puede saber si se 
juzgó o no a los procesados. 
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47. Juan Bautista Castellanos Martín 
 
 

 

25 de abril de 1989 

 

ETA asesinó en Bilbao al teniente de Farmacia 
Juan Bautista Castellanos Martín cuando salía del 
garaje de su casa, en el 33 de la calle María Díaz de Haro, para dirigirse 

al Gobierno Militar de la capital vizcaína. Minutos antes de que dieran las 9:00 

horas, un Citroën con dos terroristas a bordo le cerró el paso. Uno de ellos se 

apeó del vehículo y sin darle tiempo a reaccionar, le disparó tres veces −en el 

corazón, en la nuca y en el brazo izquierdo−, provocando su muerte inmediata. 

Los etarras huyeron en dirección a la calle Pérez Galdós, donde abandonaron 

el coche robado horas antes en Galdácano a punta de pistola. El propietario del 

Citroën lo oyó todo, ya que los etarras lo habían esposado y encerrado en el 

maletero. Juan Bautista estaba casado y era padre de dos hijos150. 

 

Expediente judicial151:  

 

La Policía atribuyó el asesinato a uno de los grupos de apoyo al comando 

Vizcaya (ABC, 26 de abril de 1989; El País, 26 de abril de 1989), entonces 

integrado por Julián Atxurra Egurrola y Carmen Guisasola Solozabal, por un 

lado, y Juan Carlos Iglesias Chouzas y Félix Ignacio Esparza Luri, por otro. 

Todos ellos fueron detenidos en Francia cuando ya eran dirigentes de la 

organización terrorista. El sobreseimiento provisional del sumario de Juan 
 

150 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 227-
228 y 232-275. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Juan Bautista Castellanos Martín: https://mapadelterror.com/victims/juan-
bautista-castellanos-martin/  
151  

https://mapadelterror.com/victims/juan-bautista-castellanos-martin/
https://mapadelterror.com/victims/juan-bautista-castellanos-martin/
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Bautista Castellanos (Sumario 26/89) fue dictado solo ocho meses 
después de su asesinato, en enero de 1990, constituyendo la última 

actuación llevada a cabo en el mismo por el Juzgado Central de Instrucción nº 

2 de la Audiencia Nacional, que fue el encargado, en su momento, de abrirlo. 

En noviembre de 1990 Guisasola fue detenida; en julio de 1996 lo fue Atxurra 

Egurrola; en febrero de 2000, Iglesias Chouzas; y en abril de 2004, Esparza 

Luri. Tras su detención, pese a que las fuentes policiales indicaban la 
autoría de todos ellos en el crimen de Juan Bautista, no se requirió por el 
Juzgado Central de Instrucción el testimonio de las piezas clave del 
comando Vizcaya. De este modo, la falta de investigación llevó a la 
impunidad de los autores. 
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48. Luis Reina Mesonero 
 
 

 

12 de septiembre de 1989 

 

Luis Reina era dueño de una pescadería de Bilbao. 
Minutos antes de las nueve de la noche, la víctima 
había entrado en el portal de su casa y, una vez allí, 
recogió un paquete del buzón. Algunos meses atrás 
había padecido una embolia que le había lesionado el 
oído y la vista. Por esa razón se acercó a la cara el 
paquete que ETA le había enviado, por lo que los 150 gramos de 

explosivo que contenía la bomba trampa le destrozaron el cráneo y el tórax. 

La banda terrorista reconoció su “equivocación” al atentar contra Luis, ya que, 

al parecer, le habían confundido con el propietario de un concesionario de 

coches y motos con el mismo apellido152. 

Narra el periodista José María Calleja en su obra La diáspora vasca (Aguilar, 

1999) que el infortunio de Luis fue, precisamente, apellidarse Reina, como el 

propietario del concesionario de coches al que ETA había colocado en su punto 

de mira solo por haber vendido vehículos a policías y a miembros del Gobierno 

Civil de Vizcaya. En palabras de Calleja, el amenazado se dirigió a personajes 

relevantes de la izquierda abertzale para intentar apaciguar los ánimos de la 

banda. Una de ellas fue Jone Goirizelaia, abogada de presos de ETA, 

parlamentaria de Euskal Herritarrok primero, de Herri Batasuna más tarde y 

número ocho por Vizcaya en las listas de Euskal Herria Bildu en las elecciones 

 
152 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, pp. 229-
230 y 232. 
- COVITE. (s.f.). Mapa del Terror, Víctimas, Luis Reina Mesonero: https://mapadelterror.com/victims/luis-reina-
mesonero/  

https://mapadelterror.com/victims/luis-reina-mesonero/
https://mapadelterror.com/victims/luis-reina-mesonero/


P á g i n a  | 198 
 

autonómicas de 2012. Según este periodista, Goirizelaia trasladó al propietario 

del concesionario que si ETA le había amenazado era porque algo habría 

hecho. Sea como sea, el mayor perjudicado resultó ser Luis Reina, un 

pescadero vasco, de 61 años, casado y padre de un hijo153.  

 

Expediente judicial154: 

 

El caso de Luis Reina fue sobreseído tras apenas cinco meses de 
tramitación. Ante la falta de pruebas policiales que incriminasen a algún 
autor, ni el Fiscal, ni el Instructor ordenaron ninguna otra diligencia de 
investigación que pudiera contribuir a esclarecer los hechos, limitándose a 

dictar un auto de sobreseimiento provisional en febrero de 1990. 

La absoluta falta de investigación en la instrucción que se mantuvo apenas 

cinco meses, provocó la impunidad del asesinato de Luis Reina. 

 

 

 
153 Ibid. 
154 Ibid. 
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49. Miguel Paredes García y Elena Moreno 
Jiménez  

 

 

6 de abril de 1990 

 

ETA asesinó en San Sebastián a la pareja formada 
por Miguel Paredes, 33 años, originario de Zalamea de 
la Serena (Badajoz) y Elena María Moreno, 25 años, 
nacida en la ciudad donde se perpetró el atentado. Tenían 

dos niñas pequeñas, Tamara y Sherezade, que quedaron huérfanas. 

Sobre las 23:00 horas del 6 de abril de 1990, la pareja salía de cenar en el bar 

Txiqui, en la calle San Lorenzo, nº9, de la parte vieja de San Sebastián, cuando 

un individuo se les acercó por la espalda y disparó a Miguel en la nuca, 

causándole la muerte al instante. Acto seguido, el mismo individuo disparó a 

Elena con intención de matarla, causándole inicialmente una herida leve, al 

haberse ella girado. Sin embargo, cuando se agachó, dando la espalda a su 

agresor, recibió un segundo disparo por la espalda, causándole las heridas que 

le provocaron la muerte a los pocos instantes. A ella le dio tiempo a gritar 

“¡Mikel!”, mientras agonizaba en el suelo. Murió sin cerrar los ojos155. 

El rebote de uno de los proyectiles hirió en la espalda al joven de 18 años 

Javier Marcos Espiga, que estaba cumpliendo el servicio militar en la 

Comandancia Marina de Pasajes. En un principio no comprendió lo que le 

había pasado, pero al notarse herido se refugió en el Bar Tixqui y, una vez 

 
155 COVITE. (s.f.) Mapa del Terror, Víctimas, Elena María Moreno Jiménez. https://mapadelterror.com/victims/elena-maria-
moreno-jimenez/  Miguel Paredes García. https://mapadelterror.com/victims/miguel-paredes-garcia/  Ordóñez, C. (6 de abril de 
2024). X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 

https://mapadelterror.com/victims/elena-maria-moreno-jimenez/
https://mapadelterror.com/victims/elena-maria-moreno-jimenez/
https://mapadelterror.com/victims/miguel-paredes-garcia/
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atendido por sanitarios de la Cruz Roja, fue trasladado al Hospital de la Cruz 

Roja de San Sebastián, donde tuvo que ser intervenido quirúrgicamente 156. 

El terrorista huyó a pie por unas calles abarrotadas de gente. El doble crimen 

fue reivindicado por ETA, lo que se publicó en la portada del diario Egin del 20-

04-1990. La banda terrorista les acusó de ser toxicómanos y así es como las 

crónicas periodísticas los recordaron, pese a que la autopsia reveló que los 

cuerpos de ambos no albergaban ningún tipo de sustancia estupefaciente, ni 

marcas que apuntaran a consumo alguno157. 

Al funeral por Miguel y Elena no asistieron autoridades, excepto Gregorio 

Ordóñez que declaró en El Diario Vasco (10.04.1990): “Hasta en los muertos 

hay ciudadanos de primera y de segunda categoría, cuando los muertos son 

una pareja de desconocidos, como Miguel y Elena, no se ve a los políticos 

importantes por ninguna parte”158. 

Elena y Miguel tienen ya sus placas colocadas en San Sebastián. 

 

Expediente judicial: 

 

El entonces titular del Juzgado Central de Instrucción nº5 de la Audiencia 

Nacional, pese a ser el competente para conocer de este atentado, devolvió los 

autos al Juzgado de Instrucción nº5 de San Sebastián, que previamente se 

había inhibido por tratarse de un delito de terrorismo. No asumió tal 

competencia hasta el 3 de julio de 1990, previo informe positivo de la Brigada 

Central Operativa sobre si los hechos fueron reivindicados por la organización 

terrorista ETA, e incoó las Diligencias Previas 215/1990 —hasta ese momento 

se había estado bajo la figura de las “Diligencias Indeterminadas”—. 

Pese a que se une a los autos el informe de Balística de fecha 13-08-1990 

— informe 270-PB-90—, en el que se determina que la pistola que mató a 

Miguel y a Elena fue la misma con la que el 06-10-1989 se asesinó al policía 

 
156 Ordóñez, C. (6 de abril de 2024). X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 
157 Ordóñez, C. (6 de abril de 2024). X (antes Twitter), #TalDiaComoHoy. 
158 Ibid. 
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nacional José Ángel Álvarez Suárez, el instructor no solicita copia de este 
informe, ni se investigan las evidencias que pudieran existir en la causa 

judicial abierta por el asesinato de dicho policía. 

Por el crimen, en el que se utilizó la misma pistola con la que se mató a 
Miguel y Elena, fue condenado como autor en el año 1994 Francisco 
Javier Balerdi lbarguren, empleado de Herri Batasuna en el Ayuntamiento 
de San Sebastián, a 30 años de prisión. Además, en el año 1999 se 
condenó también a Jesús María López González como responsable de 
este mismo asesinato, al considerar probado que encargó a Balerdi el 
crimen de José Ángel, para lo que le entregó la referida pistola. Pese a 
ello, estas sentencias y los autos que las originaron, no se unieron a la 
causa judicial de Miguel y Elena. 

En el sumario aparecen las declaraciones de tres testigos que coincidían 
en la descripción del asesino, pero jamás se tuvieron en cuenta, ni consta 
que se los sometiera a prueba de reconocimiento fotográfico. 

El 02-11-1990 el Juzgado Central de Instrucción nº5 declaró terminadas la 
Diligencias y decretó el sobreseimiento provisional, sin haberse incoado 
el oportuno Sumario por el doble asesinato de Miguel y Elena. 

En 2018 COVITE, a la vista de las graves negligencias detectadas en la 
instrucción de las Diligencias Previas, solicitó la reapertura de la causa 
proponiendo como diligencias de investigación que se unieran las 
Sentencias dictadas por el asesinato del Jose Ángel Álvarez, cuanto 
menos para satisfacer el derecho a la verdad de las víctimas. Sin 
embargo, la Audiencia Nacional se negó a investigar y la declaró prescrita 
la causa. 
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50. Virgilio Do Nascimiento Afonso 
 
 

23 de mayo de 1990 

 

Su asesinato no acaparó páginas de periódicos. 
Virgilio Do Nascimiento Afonso era un joven portugués, 
afincado en el País Vasco. Tenía antecedentes penales, 
por lo que su muerte se asoció con un ajuste de 
cuentas y pasó casi desapercibida. Del atentado solo trascendió 

que el cadáver del joven apareció tiroteado en el barrio donostiarra de 

Buenavista. 

Sin embargo, poco más de un mes después, ETA reivindicó el asesinato. La 

banda terrorista hizo pública una nota que dio un giro radical a la investigación. 

En un comunicado hecho público el 26 de junio de 1990 a través del 

diario Egin, escrito íntegramente en vasco, reivindicaba el asesinato de Virgilio 

y dos más cometidos en el mes de junio: el de Rafael San Sebastián Flechoso 

(10 de junio), que la banda calificó como “asesinado por un fallo involuntario”, y 

el del coronel retirado José Lasanta Martínez (13 de junio). El motivo que alegó 

la banda para asesinar a Virgilio fue que se dedicaba al tráfico de drogas, 

hecho confirmado por los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado159. 

La víctima, efectivamente, era responsable de una banda dedicada al tráfico de 

drogas, vehículos robados y armas. Según información publicada en ABC, 

Virgilio había sido detenido en 1989 y se le había incautado un arma. Por otra 

parte, el Servicio Fiscal de la Guardia Civil investigaba, desde dos años antes 

de su asesinato, las actividades de la víctima. Con todo y con ello, nada de 

todo eso constituía un pretexto o justificación para su asesinato160. 

 
159 La información ha sido extraída de las siguientes fuentes:  
- Calderín, J.F. (2014). Agujeros del sistema: más de 300 asesinatos de ETA sin resolver, Ikusager Ediciones, p. 165. 
- Altuna Ucelay, F. (s.f.). Mapa del Olvido, Virgilio do Nascimento Afonso (San Sebastián, Guipúzcoa, España) 
160 Ibid. 
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Expediente judicial161: 

 

Aun cuando el asesinato fue cometido el 23-05-1990, el Juzgado Central de 

Instrucción nº2 de la Audiencia Nacional abrió sumario en enero de 1991 

(Sumario 1/1991). 

Dentro de ese mismo mes se dictó auto de sobreseimiento provisional, 
por lo que no existió tiempo material para llevar a cabo investigación 
alguna. 

Una vez más, la falta de interés por parte de un órgano judicial condujo 
necesariamente a la impunidad. 

 

 

 

 
161 Ibid. 
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9. Resultados obtenidos en cifras 
 

Pablo P. Cid Fernández 
Consuelo Ordóñez Fenollar 

 
 

• Número de sumarios solicitados a la Audiencia 
Nacional o a otros órganos judiciales 

Se han solicitado 31 expedientes judiciales a la Audiencia Nacional y se han 

recibido 27 procedimientos de Sumario y otros 3 de Diligencias Previas, que 

deberían de haberse tramitado como Sumarios. 

 

• Número de expedientes judiciales analizados 

Se han analizado un total de 50 expedientes judiciales: 27 recibidos de la 

Audiencia Nacional (fuentes primarias) y 23 obtenidos de documentación 

recabada para la investigación (fuentes secundarias). 

 

• Número de expedientes judiciales en los que se 
constata que no hubo investigación  

De los expedientes recibidos, se constata que en 18 de ellos no hubo ningún 

tipo de investigación. Se tramitaron con un absoluto automatismo, 

cumplimentando exclusivamente las diligencias de investigación exigidas por la 

Ley de Enjuiciamiento Criminal, como el ofrecimiento de acciones a los 

perjudicados, expedición de los certificados de defunción, etc. No se 

cumplieron otras diligencias de investigación imprescindibles para la instrucción 

o para completar el sumario. 

A esto hay que añadir el resultado que se deduce de las fuentes secundarias, 

de las que se puede inferir que se produjo esta misma carencia en 16 casos. 
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• Número de expedientes judiciales en los que se 
constata que sí hubo investigación 

En los 9 procedimientos en los que se produce alguna diligencia de 

investigación real, en la mayoría de los casos, se lleva a cabo como 

consecuencia de alguna declaración de un detenido o procesado en otro 

procedimiento, que es testimoniada y llevada a esos autos, sin que provoque 

una mayor o mejor labor investigadora en el instructor de ese sumario. 

Esto, en sí, no puede ser calificado como una investigación, al no realizarse 

más diligencia que unir el testimonio a los autos, sin buscar más prueba que 

ese testimonio, lo que podía resultar insuficiente, a los efectos de esclarecer los 

hechos y condenar al procesado. 

Así, en el Sumario 45/92, este tipo de testimonios lleva al procesamiento de 

cuatro acusados de un delito estragos y asesinato de dos personas, que son 

absueltos por falta de pruebas, la responsabilidad del quinto procesado, fue 

declarada prescrita posteriormente. 

En los procedimientos que se reabren a raíz de la investigación de la Fiscalía 

76/2017, si se intenta realizar una auténtica investigación de los hechos 

(Sumarios 5/2018 y 14/2018), son sumarios que, en su momento, no llegaron a 

la Audiencia Nacional y se quedaron en los Juzgados de Instrucción locales y 

posteriormente son recuperados por la Audiencia Nacional. En estos dos 

últimos sumarios mencionados, sí se intenta realizar una investigación de los 

hechos. 

 

• Número de expedientes judiciales en los que se 
constata que se cometieron negligencias que 
condujeron a sobreseimientos indebidos y, en última 
instancia, prescripción 

Se ha podido constatar la existencia de 9 procedimientos en los que se han 

cometido negligencias que condujeron a sobreseimientos indebidos y, en última 
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instancia, prescripción. 

A esto hay que añadir el resultado que se deduce de las fuentes secundarias, 

de las que se puede inferir que se produjo esta misma carencia en 7 de los 

casos analizados. 

 

• Número de expedientes judiciales de órganos 
judiciales sin competencia  

Se han verificado 3 expedientes judiciales emitidos por órganos judiciales sin 

competencia. 

 

• Número de expedientes judiciales reclamados y no 
encontrados 

Se ha reclamado 1 expediente judicial que fue desglosado de un Sumario 

mayor y no ha sido remitido. 

 

• Número de informes individualizados por cada 
sumario 

Se han realizado 27 informes individualizados de los expedientes judiciales 

recibidos. 

 

• Número de sumarios reaperturados como 
consecuencia de su investigación para satisfacer el 
derecho a la verdad de las víctimas 

Se han podido reaperturar 2 procedimientos judiciales de los 27 recibidos. 

Al ser una decisión de las víctimas, se ha de estar a la voluntad de cada una y 
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sólo dos víctimas han reaccionado en este sentido.  

Se ha procedido a la personación en un sumario en el que la víctima pensaba 

que estaba personada, porque así se lo había ofrecido una asociación. Se ha 

descubierto que esa asociación no estaba personada, pese a que la víctima 

pensaba que dicha asociación lo había hecho. Asimismo, se ha procedido a la 

personación en otro sumario reaperturado en 2021. 

 

• Número de sumarios reaperturados para evitar la 
prescripción de los hechos delictivos  

No ha habido ningún sumario que se haya podido reaperturar para evitar la 

prescripción. 

Una víctima ha solicitado que se intente la reapertura de su sumario en este 

sentido y se está estudiando. 

 

• Número de contactos con víctimas 

El procedimiento que se ha seguido para llevar a cabo esta investigación y el 

contacto inicial con las víctimas ha sido siempre a través, primero de la difusión 

que se ha dado al proyecto a las víctimas socias de COVITE por carta (un total 

de 408) y segundo, a las víctimas que no están asociadas a través de nuestras 

redes sociales (COVITE tiene 30.682 seguidores en ‘X’, antiguo Twitter, y más 

de 12.000 seguidores en Facebook; la presidenta de COVITE, Consuelo 

Ordóñez, tiene 61.005 seguidores en ‘X’, antiguo Twitter). Otro medio muy 

habitual ha sido a través de los contactos que la presidenta de COVITE, 

Consuelo Ordóñez, mantenido con muchas víctimas y ella es la que les ha 

propuesto participar. Una vez que han mostrado su interés, se les ha facilitado 

la forma de pedir los sumarios para que le llegaran al abogado penalista 

responsable de su estudio y posterior informe. Una vez se ha tenido el informe, 

se ha procedido a enviárselo a la propia víctima, teniendo con ella una charla 

para explicarle lo que se ha encontrado a fin de facilitarle su comprensión. 
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Siempre se ha estado a disposición de las víctimas para cualquier aclaración 

que pudieran necesitar. 
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10. Conclusiones 
 

Pablo P. Cid Fernández 
Consuelo Ordóñez Fenollar 

 

Al menos, la mitad de las víctimas de ETA tienen 
sus crímenes impunes, una realidad que resulta 
inasumible y que no admite ningún tipo de 
justificación.  

Se ha extendido la idea de que se podría encontrar una justificación basada en 

el espacio temporal en el que ocurrieron los atentados y en una eventual falta 

de recursos. Sin embargo, si esto hubiera sido así, no contaríamos con un 

inusitado éxito en la resolución de los expedientes judiciales, por ejemplo, de 

las víctimas de los GRAPO, que el 93% tienen sus crímenes resueltos y la 

mayoría de los procedimientos judiciales en estos casos han terminado con, al 

menos, tres condenados. Por lo tanto, no ha lugar para argumentos 
justificativos basados en circunstancias como la dureza de los tiempos, 
apelando al hecho de que en los años ochenta ETA mataba mucho, y a la 
escasez de medios por aquel entonces, ya que también el GRAPO mataba 
en ese mismo periodo y los medios eran los mismos.  Por otra parte, 
¿cómo se explica también que atentados de la última época se 
encuentren sin esclarecer? Solo tenemos que remitirnos a las dos últimas 

víctimas de ETA en nuestro país, los guardias civiles Carlos Sáenz de Tejada y 

Diego Salvá Lezaun, para comprobar que tampoco en 2009 se obtuvieron 

mejores resultados en cuanto al recorrido judicial se refiere. 

En consecuencia, tampoco cabe señalar, como se está pretendiendo 
difundir, que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se vieran desbordadas 
y bastante tenían con protegerse, porque en esos años —incluso en el 

mismo día— se dio el caso de haber tres víctimas en diferentes atentados y en 
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una distancia de tan solo 30 km, estando uno totalmente resuelto judicialmente 

y los otros dos no.  

Tampoco se puede banalizar esta terrible cifra de impunidad emitiendo 
juicios de valor carentes de todo rigor y mínimo fundamento en los 
derechos humanos, como es señalar que peor están en Irlanda o en Italia 
con la mafia. La mera sugerencia de una justificación como esta resulta 

estremecedora, porque viene abrir la puerta a la asunción de que el crimen, 
por grandes que sean sus dimensiones, es asumible, siempre y cuando 
haya lugares en el mundo en los que los poderes públicos, que han de 
velar por la salvaguarda de los derechos de las víctimas, hayan 
atropellado con más ahínco tales derechos. ¿Por qué no se hace la 

comparación con aquellos países que habiendo tenido conatos terroristas 

nunca dejaron que se desarrollaran? 

Este estudio, basado en la verdad judicial que sale a la luz fruto del análisis 

pormenorizado de los sumarios, revela que la principal causa de impunidad 
se encuentra en la falta de investigación o graves negligencias.  

Se han encontrado causas judiciales cerradas en cuestión de días, meses, 

veinticuatro horas e, incluso, en el mismo día. Esta ha sido la mayor causa de 

impunidad. Sin embargo, como se ha apuntado, no ha sido la única: graves 

negligencias en la fase de instrucción, errores judiciales —y, otras veces, 

policiales—, desidia, negociaciones con ETA que condicionaban la evolución 

de los procedimientos, causas que se juzgaban en órganos judiciales locales 

sin competencia para ello o en las que el órgano competente —la Audiencia 

Nacional— se inhibía. Incluso, en periodos muy recientes, hemos asistido a 

expurgos de expedientes por crímenes de ETA por parte de estos juzgados sin 

competencia.  

A todo ello se ha de añadir la insostenible lentitud con la que sigue hoy 
funcionando la justicia en España. No puede ser que se celebren juicios 

veinticinco años después de cometerse los atentados, lo cual no conduce más 

que a reiteradas absoluciones por prescripción de la responsabilidad penal de 

las personas procesadas, incumpliéndose constantemente la obligación de 
impartir una justicia efectiva. 
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Por supuesto, no se puede generalizar. De hecho, que un atentado se 
resolviera o no, dependía en muchas ocasiones de la ética, 
responsabilidad y diligencia de los jueces y fiscales con nombres y 
apellidos a los que les correspondiera investigar y esclarecer los 
atentados. No todos actuaron negligentemente.  

 

Así, no fue la pericia de quienes cometieron los crímenes la que alimentó 
estas cifras de impunidad, sino la impericia o la falta de voluntad de 
quienes tenían la obligación de impartir justicia y no cumplieron y/o no 
estuvieron a la altura de la alta función que tenían encomendada.  

 

Descendiendo al terreno de los datos, se concluye lo siguiente: 

 

● En relación a la falta de interés o negligencia en las 
investigaciones policiales 

Se han encontrado investigaciones policiales en las que se recogen pruebas de 

las que luego no constan informes, como la recogida de vainas de munición, 

también denominados casquillos, comprobando que no consta el 

correspondiente informe balístico, constando, sin embargo, que se han remitido 

las evidencias (Sumarios 78/80, 5/2018, 23/77, 56/79, por ejemplo). 

Ocurre lo mismo con atestados que relatan la recogida de huellas dactilares, 

también llamadas “pruebas o evidencias lofoscópicas” y, por el contrario, no 

consta su correspondiente informe, pese a que debería estar unido incluso 

aunque fuera negativo. (Sumarios 78/80, 53/88, por ejemplo). 

También se han detectado investigaciones policiales en las que, existiendo la 

clara posibilidad de existencia de huellas dactilares en determinados lugares, 

como los vehículos utilizados por los autores, no se han buscado o no consta 

que se hallan buscado (Sumarios 137/79, 56/79, por ejemplo). No se puede 

obviar que el modus operandi de ETA cuando iba a cometer un atentado casi 

siempre ha sido el mismo: poco antes del atentado, robaba un vehículo con el 
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que los terroristas se desplazaban al lugar del mismo y siempre lo hacían a 

cara descubierta, incluso en ocasiones con el propietario en el maletero o hasta 

en los asientos traseros. Sin embargo, pese a que estas personas se 

convertían en testigos importantísimos para la resolución de estos crímenes, en 

numerosas ocasiones se ha detectado que no se les tomaba declaración y se 

les devolvía el vehículo sin la recogida de huellas y demás elementos de 

prueba. 

Una de las negligencias más graves detectada ha sido la pérdida de pruebas, 

como ocurrió en el Sumario 53/88, en el que, tras su reapertura en marzo de 

2005, se solicitaron pruebas a la Policía —entre ellas la búsqueda de ADN en 

dos vasos y dos latas que los autores dejaron en el lugar de los hechos—. La 

Policía contestó que ya no tenía esas pruebas —es decir, las habían perdido—. 

Se ha detectado, asimismo, una continua la falta de rigor a la hora de identificar 

las armas con las que se han cometido los hechos, refiriéndose a los subfusiles 

como “metralletas” o denominando las marcas de las pistolas por sus series. 

Así se denomina a la pistola TT-9P de fabricación húngara, también conocida 

como "Tokagypt 58", como “FIREBIRD”, cuando esta es sólo una de sus 

variantes o se identifica a la pistola F.N. BROWNING modelo “H.P.” o “1935", 

simplemente como “HI-POWER”.  

Ha llamado la atención el hecho de que, para proceder a la identificación de un 

individuo muerto, el 06-09-1985, al intentar colocar un artefacto explosivo en el 

vehículo de un policía nacional —y que se supo que formaban parte de un 

comando legal de ETA—, se efectuó —dado el estado en el que quedó el 

cuerpo— el cotejo de las impresiones dactilares del fallecido con las fichas-

declaración del DNI. Sin embargo, no se ha procedido de igual modo para 

identificar las huellas en el resto de los sumarios. 

Esto se observa, por ejemplo, en el Sumario 53/88. En el historial policial de un 

sospechoso, al preguntar el Instructor a la Policía Científica si se han 

identificado unas huellas dactilares, esta contesta que las mismas “siguen 

siendo hasta la fecha anónimas”, no realizándose el cotejo de las pruebas con 

las fichas-declaración del DNI, una práctica que era factible en ese tiempo, tal y 

como se ha podido constatar. 
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● En relación a la falta de interés o negligencia en la 
investigación judicial 

Un alto número de sumarios son incoados y declarados conclusos o 

terminados en el mismo día o al día siguiente, como en los Sumarios 23/77, 

80/85, 137/79 y 149/79, o bien se dicta la conclusión del sumario pocos días 

después de la incoación, como en los sumarios 64/80, 114/81, 8/90 y 72/82, sin 

que se realizara ninguna diligencia de investigación. 

Sin que fuera necesario que los sumarios se terminaran cercanos a su fecha de 

inicio, en su mayoría se tramitaron únicamente las diligencias obligadas por la 

Ley de Enjuiciamiento Criminal, como el lugar de enterramiento, el informe 

médico forense, los ofrecimientos de acciones a los perjudicados, etc. Por 

ejemplo, así ocurre en los sumarios 46/88, 46/79, 43/79, 89/79, 37/78, 50/90 o 

12/96, en los que no se toman en cuenta las diligencias de investigación. 

Por el escaso número de folios del sumario, también se deduce la falta de 

interés en la investigación. Así sucede en el sumario 149/79 —consta de 28 

folios—; el sumario 137/1979 —24 folios—; el sumario 23/77 —44 folios—; el 

sumario 37/78 —48 folios—; el sumario 84/82 —76 folios—; las diligencias 

previas 198/78 —76 folios— o el sumario 88/185 —104 folios—.  

En general, existe una falta de rigor al realizar los informes de autopsia en la 

mayoría de los autos. Hay muchos que están escritos a mano y no se requiere 

que se transcriban a máquina o que sean dictados a un oficial del Juzgado, por 

lo que resultan difíciles de leer o incluso ilegibles (Sumarios 74/80, 23/77, 

46/88, Diligencias Previas 198/78). 

Hay autopsias en las que no se mide el diámetro de una herida de bala, lo que 

se debe hacer para saber si coincide con las pruebas balísticas encontradas  

(Sumarios 72/83, 23/77, 46/88, 43/79, 64/80, 114/81, 84/82), llegándose a 

realizar el informe conjunto de los dos fallecidos en el atentado con artefacto 

explosivo contra la obra de construcción de la central nuclear de Lemóniz, 
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ocurrido el 17-03-1978, a los que se realiza la autopsia sin la previa 

identificación individual de cada uno de ellos (Sumario 1/1979). 

Por la lentitud en la tramitación judicial se produce la prescripción de los delitos 

en algunos casos, así ocurrió en el Sumario 114/81 que llevó a la declaración 

de sobreseimiento por prescripción de tres procesados y en el Sumario 185/90, 

en el que consta una providencia de junio de 2022, que refiere que ha “sido 

declarada extinguida por prescripción la responsabilidad criminal de la presente 

causa, y en consecuencia declarado el sobreseimiento libre y el archivo de las 

presentes actuaciones”. 

Se observa también desinterés por parte de algunos Instructores y Fiscales en 

ampliar las investigaciones que se pueden derivar de las pruebas que reciben 

por testimonio. Dos ejemplos de esto son los que ahora siguen, pero hay más. 

Por un lado, en el Sumario 14/2018, constan las declaraciones 

autoinculpatorias de dos de los autores materiales —el tercero falleció—, pero 

no consta que el Instructor les hubiera tomado declaración. Por otro, en el 

Sumario 8/1990, consta un informe sobre la incautación de una de las armas 

con la que se comete el atentado que causó la muerte a un policía nacional. En 

dicho sumario, se identifica a la persona a quién se le incauta el arma, pero 

esto no conduce a que el Fiscal solicite interrogarla o a que el Instructor lo 

acuerde de oficio. 

Además, en el informe balístico que se realiza el Sumario 143/80, se identifica 

el arma y a la persona que la portaba, ya que con esa arma se ejecutaron los 

hechos que dieron lugar al Sumario 148/79 —tramitado por un asesinato 

cometido en Irún—, pero no se manda desglosar testimonio a dicho sumario, 

por lo que el mismo queda sin esclarecer. 

Esto demuestra que, si se hubieran solicitado actualizaciones de las pruebas 

balísticas, dada la gran cantidad de armas incautadas, es lógico pensar que se 

habrían esclarecido más hechos que siguen sin esclarecerse. Esto mismo, 

también podría haberse realizado con las huellas dactilares sin identificar. 

En el sumario 80/85, por el asesinato de un TEDAX de la Guardia Civil causado 

por una trampa bomba en agosto de 1985, por testimonio proveniente de unas 

Diligencia Previas del mismo Juzgado Central de Instrucción, consta la 
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declaración judicial de uno de los partícipes en esos hechos, en la que 

identifica a los autores materiales de los mismos y reconoce que los trasladó 

hasta la localidad donde se cometieron, sabiendo que portaban un artefacto 

explosivo y que los recogió horas después, poniéndoles a salvo.  

Pese a ello, ni el Fiscal formuló acusación, ni los órganos judiciales 

consideraron que existían indicios suficientes para formular acusación, por lo 

que nadie fue procesado por tales hechos. 

En el Sumario 33/99, seguido por el asesinato de un miembro de una familia de 

San Sebastián sospechosa de dedicarse al menudeo de estupefacientes y al 

hurto —aunque realmente se dedicaba a la recogida de chatarra—, se 

identificó a un sospechoso de la colocación del explosivo que causó la muerte 

a la víctima. La identificación del sospechoso fue costosa, pero, pese a ello, no 

se solicitó una Orden Internacional de Detención (OID). Cuando el sospechoso 

fue extraditado a España en el año 2002, no fue puesto a disposición del 

Juzgado, por no existir dicha OID.  

En definitiva, hay que subrayar que el deber de diligencia requerirá abundar en 

la investigación allí donde no se hayan agotado las posibilidades razonables de 

indagación sobre los hechos de apariencia delictiva, vulnerándose el derecho a 

la tutela judicial efectiva si el órgano judicial clausura precipitada o 

inmotivadamente la investigación penal. 

 

● En relación a los autos tramitados por órganos 
incompetentes 

Se han detectado varios casos tramitados por órganos judiciales incompetentes 

o en los que el órgano competente se inhibe para que la causa la tramite el que 

carece de competencia. 

Por ejemplo, en el Sumario 5/2018 que nace a raíz de la investigación de la 

Fiscalía 72/2017, en la que se justifica que los hechos investigados fueron un 

acto de terrorismo y, por lo tanto, competencia de la Audiencia Nacional y no 

del Juzgado de Tolosa, que no se inhibió por error al no considerar que se 
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tratara de un acto de terrorismo.  

 

● En relación a los errores generales en el 
procedimiento 

Rara vez se inician las actuaciones judiciales por el procedimiento de Sumario, 

por lo general se inician por unas Diligencias Previas, cuando en un 

procedimiento en el que la potencial condena supere los 9 años siempre se 

debe de iniciar el procedimiento de Sumario. 
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11. Abreviaturas, acrónimos y siglas 
 

 

(a): Alias 

CADH: Convención Americana sobre Derechos Humanos  

CCAA y CAA: Comandos Autónomos Anticapitalistas 

CE: Constitución española 

CEDH: Convención Europea de los Derechos Humanos 

CIDH: Comisión Interamericana de Derechos Humanos  

CCOO: Comisiones Obreras 

COVITE: Colectivo de Víctimas del Terrorismo 

DPA: Diligencias Previas 

DYA: Asociación de Ayuda en Carretera (iniciales de «Detente y Ayuda») 

ETA: Euskadi Ta Askatasuna («País Vasco y Libertad» en euskera) 

EH: Euskal Herritarrok («Ciudadanos Vascos» en euskera)  

FRAP: Frente Revolucionario Antifascista y Patriota  

FRAVA: Frente Revolucionario Antifascista Vasco-aragonés 

HB: Herri Batasuna 

JCI: Juzgado Central de Instrucción  

JIDH: Jurisprudencia internacional en materia de derechos humanos 

LECrim: Ley de Enjuiciamiento Criminal 

OID: Orden Internacional de Detención 

ONU: Organización de las Naciones Unidas  

OEA: Organización de los Estados Americanos  

PNV: Partido Nacionalista Vasco 

TSJPV: Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 

UPJAN: Unidad de Policía Judicial de la Audiencia Nacional de Madrid 
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UGT: Unión General de Trabajadoras y Trabajadores  

Vª: Quinta 
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